ACTA n.° 08-2014

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Jose, a las catorce horas del 25 de junio del año dos mil catorce. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal,  Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., director a. í. de la Escuela Judicial, la Licda. Olga Fallas Ulloa, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Angel Sanabria Rojas, juez de Tribunal de Apelación de Sentencia II Circuito Judicial San José; la  M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, representante del Organismo de Investigación Judicial, la M.Sc. Waiman Hin Herrera, en representación del Departamento de Gestión Humana; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de tribunal de Trabajo y la Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Invitado: el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, de la Defensa Pública. 
AGENDA

1. Aprobación del acta n.º  06-2014 del 21 de mayo de 2014 y del acta n.º  07-2014 del 30 de mayo de 2014. 
2. Informe sobre convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito nacional. Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación. 
3. Informe sobre convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito internacional. Licda. Rebeca Guardia Morales, gestora de capacitación. 
4. Correo electrónico del 30 de mayo del año en curso del M.Sc. Saúl Araya Matarrita, fiscal adjunto, Unidad de Capacitación del Ministerio Público, que indica lo siguiente:  

“En relación con  la aprobación del Acta 07-2014, Convenio UNA, hago las siguientes observaciones:

1. En la propuesta de don Marvin, acogida por el Consejo, se recomienda dar contenido económico a dos plazas de docentes, pero no se fundamenta la razón de esa necesidad, o el impacto que se espera tendrá en el programa, o la posibilidad real de dar ese sustento económico. Mi recomendación es que se fundamente, pues de existir esa fundamentación podemos controlar adecuadamente la decisión. Supongo que lo mismo pedirá el seno de la Corte.

2. En la distribución de becas, es de esperar que se esté respetando el Principio de Proporcionalidad, y la asignación de plazas es de 14 para el sector jurisdiccional, 2 para el MP y 3 para la DP. Esa distribución debe corresponderse con la población total de profesionales dedicados a esas áreas, y no sé si esa correspondencia existe. De no existir, mi recomendación es que se respete el principio de proporcionalidad en la asignación de becas. Actualmente el MP tiene un poco más de 500 plazas de fiscales para todo el país.”

5. Oficio N° 5449-14 del 2 de junio de 2014, suscrito por la Licda Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte a la Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal, Presidenta Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

“La Corte Plena en sesión celebrada N° 21-14 de 20 de mayo en curso, artículo II, dispuso la creación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, y tomó varias disposiciones a las que debe darle seguimiento la citada comisión.

En sesión celebrada el 28 del mes en curso, la comisión  conoció las disposiciones que le transcribo a continuación así como las acciones a seguir respecto de ellas, a saber:

“a)  La Escuela Judicial reforzará los programas de capacitación permanente para las juezas y jueces, funcionarios y funcionarias judiciales, en todo aquello que tiene que ver con la interpretación y la aplicación del derecho penal y el derecho procesal penal en las áreas vulnerables. 

Se le solicita la elaboración de un plan para el cumplimiento de esta acción.

b)  Incluir a la Escuela Judicial en los proyectos en que se capacite al personal judicial en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado.

Se traslada para su conocimiento y recomendaciones.”

En razón de que la Corte Plena señaló un plazo limitado con el fin de que la Comisión para Investigar la penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, rinda un informe; le estimaré que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial  remita el plan y las recomendaciones  requeridas, en el término de 22 días naturales, contados a partir de la fecha de recibo de esta comunicación.

· Oficio N° 5224-14 del 27 de mayo de 2014, sobre acuerdo de la sesión N° 21-14 celebrada el 20 de mayo del año en curso,   suscrito por la Licda Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte a la Dra. Zarela Villanueva Monge, Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, que dice:

“- La Escuela Judicial reforzará los programas de capacitación permanente para las juezas y jueces, funcionarios y funcionarias judiciales, en todo aquello que tiene que ver con la interpretación y la aplicación del derecho penal y el derecho procesal penal en las áreas vulnerables.” 

· CIRCULAR Nº 136-2014 del 23 de junio de 2014, remitido por la Licda. Silvia Navarro Romani, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia,  a las Unidades de Capacitación, Comisiones y demás instancias que organicen actividades de capacitación. Asunto:      Incluir a la Escuela Judicial en los proyectos de capacitaciones al personal judicial, sobre temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado, que dice:
“SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesión N° 52-14, celebrada el 5 de junio de 2014, artículo LXXIV, acordó comunicarles que cuanto se realicen proyectos de capacitaciones en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado, se debe incluir a la Escuela Judicial, para que realice lo de su competencia como órgano auxiliar de administración de justicia.”

· Propuesta de Capacitación para la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial.

 
6.  “Concurso de Excelencia Jurídica: Luis Paulino Mora Mora, de la Ulacit. Se adjunta informe del Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación de la Escuela Judicial, así como reglamento del concurso y divulgación.
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ARTÍCULO I
Aprobación del acta n.º  06-2014 del 21 de mayo de 2014 y del acta n.º  07-2014 del 30 de mayo de 2014.
SE ACUERDA:   Aprobar el acta n.º  06-2014 del 21 de mayo de 2014 y del acta n.º  07-2014 del 30 de mayo de 2014.

Se abstienen de votar, por no haber participado en dichas sesiones, la M.Sc. Waiman Hin Herrera, el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., y el Dr. Juan Carlos Segura Solís.
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ARTÍCULO II

El Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación de la Escuela Judicial, presentó a las personas integrantes de este Consejo, el siguiente informe sobre “Convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito nacional” por Escuela Judicial, con diferentes instituciones y universidades. De igual manera, los suscritos por el Poder Judicial, los cuales tienen relación con entes de capacitación, conforme al reporte de la Presidencia de la Corte, de los convenios vigentes a la fecha.
A continuación, se detalla la lista:
CARTAS DE ENTENDIMIENTO ESCUELA JUDICIAL

UNIVERSIDADES
	 INSTITUCIONES
	FECHA

DE SUSCRIPCIÓN

	Universidad Católica
	10 de diciembre de 2013

	Universidad de San José, Sede Nicoya
	21 de noviembre de 2013

	Universidad Fundepos Alma Mater
	19 de junio de 2013

	Universidad Internacional de las Américas -UIA-
	14 de junio de 2013

	Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología -Ulacit-
	12 de abril de 2013

	Universidad de San José, Sede Liberia
	20 de marzo de 2013

	Universidad de Cooperación Internacional -UCI-
	27 de setiembre de 2012

	Universidad Fidélitas
	25 de mayo de 2012

	Unión de Rectores -UNIRE-
	

	Universidad de San José, Sede San Carlos
	9 de setiembre de 2011

	Universidad Latina, Sede San Pedro
	3 de agosto de 2011

	Universidad de Costa Rica
	12 de agosto de 2011

	Universidad Latina, Sede Heredia
	30 de setiembre de 2010

	Universidad de La Salle
	6 de octubre de 2009

	Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología -Ulacit-
	5 de octubre de 2008


INSTITUCIONES
	 INSTITUCIONES
	FECHA

DE SUSCRIPCIÓN

	Defensoría de los Habitantes
	22 de mayo de 2014

	Agencia de Protección de Datos de los Habitantes -PROHAB-
	25 de abril de 2014

	Defensoría de los Habitantes
	9 de abril de 2010

	Ministerio de Educación Pública
	26 de junio de 2008


CONVENIOS PODER JUDICIAL

	 INSTITUCIONES
	FECHA

DE SUSCRIPCIÓN

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD Y EL PODER JUDICIAL CON-109-13
	2014

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE EL PODER JUDICIAL Y LASUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES
	2014


	CONVENIO DE COOPERACIÓN ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y EL COLEGIO DE MEDICOS Y CIRUJANOS DE COSTA RICA.
	2013

	CARTA DE INTENCIONES ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL INSTITUTO COSTARRICENSE SOBRE DROGAS
	2013

	CONVENIO ESPECÍFICO DE COOPERACION INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS (I.N.E.C)  Y EL PODER JUDICIAL.
	2013

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE EL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MÉXICO Y EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA.
	2013

	ACUERDO DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL ENTRE EUROSOCIAL II Y EL PODER JUDICIAL.
	2013


	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL EL PODER JUDICIAL Y LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.
	2012


	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL INSITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD, EL PODER JUDICIAL, Y EL INSTITUTO COSTARRICENSE SOBRE DROGAS.
	2011

	CARTA DE ENTENDIMIENTO ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE COSTA RICA
	2011

	CONVENIO MARCO ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL CONSEJO NACIONAL DE RECTORES CONARE-PROGRAMA ESTADO DE LA NACIÓN-PARA DESARROLLAR EL INFORME ESTADO DE LA JUSTICIA EN COSTA RICA. Ver Carta de entendimiento 10-12.
	2011

	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL INSITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD, EL PODER JUDICIAL, Y EL INSTITUTO COSTARRICENSE SOBRE DROGAS.
	2011


	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL Y LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA.
	2010

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL INSTITUTO DE DESARROLLO AGRARIO
	2010

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL Y LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
	2010

	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL EL COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA
	2010

	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN PÚBLICA.
	2010


	Convenio entre la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica y la Escuela de Ingeniería de la Facultad de Ingeniería de la Universidad de Costa Rica
	2009

	CONVENIO ESPECÍFICO DE EJECUCIÓN DEL PROYECTO PILOTO “MODELO GESTIÓN INTEGRAL DE CALIDAD Y ACREDITACIÓN PARA LOS DESPACHOS JUDICIALES EN COSTA RICA”.
	2009

	Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y el Ministerio de Hacienda
	2009

	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERISTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES PARA LA IMPRESIÓND EN BRAILE DE RESOLUCIONES Y OTRAS COMUNICACIONES JUDICIALES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD VISUAL.
	2009

	CONVENIO ENTRE EL PODER JUDICIAL Y LA C.C.S.S. PARA FORMAR ESPECIALISTAS.
	2009


	Convenio de Cooperación entre la Asamblea Legislativa y la Corte Suprema de Justicia para la utilización de la Jurisprudencia Constitucional recopilada por el centro de información de la Sala Constitucional por parte de la Estación Costa Rica Red Global de Información Jurídica (RED GLIN)
	2008

	Convenio de Cooperación entre la Corte Suprema de Justicia y el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto
	2008

	Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos
	2008

	Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Universidad de Costa Rica para estudios de posgrado en la especialidad de Medicina Legal. 
	2008

	Universidad Nacional y Universidad de Costa Rica
	2088

	CONVENIO INTERINSTITUCIONAL CARTA DE ENTENDIMIENTO INTERINSTITUCIONAL PARA LA IMPLEMENTACION DE UN SISTEMA UNIFICADO DE MEDICION ESTADISTICA DE LA VIOLENCIA DE GENERO HACIA LA MUJER
	2008

	Convenio de Cooperación interinstitucional entre la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica e INCAE Bussiness School
	2008


	CARTA DE INTENCIONES ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, INSTITUTO DE REHABILITACIÓN Y FORMACIÓN HELLEN KELLER, CONSEJO NACIONAL DE REHABILITACIÓN Y EDUCACIÓN ESPECIAL, FEDERACIÓN COSTARRICENSE DE ORGANIZACIONES DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y MOVIMIENTO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DE PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD.
	2006


	Ministerio de Justicia y Gracia
	2001
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El Lic. Bresciani Quirós manifiesta que se han desarrollado diferentes tipos de actividades con las universidades privadas, tales como: ciclos de videoconferencia, préstamo de aulas por parte de las universidades, charlas a las universidades sobre el sistema de carrera judicial, a cargo del Departamento de Gestión Humana y del Consejo de la Judicatura. Igualmente,  que se han llevado a cabo, diversas actividades con algunos entes públicos, tales como: la Agencia de Protección de Datos, quienes facilitaron a la Escuela Judicial información acerca del tema sobre Propiedad Intelectual, el que se encuentra en la página Web de la Escuela Judicial. 

Que en el caso de la SUTEL, SUPEN, SUGESE, producto del convenio, facilitaron un programa de capacitación y de actualización,  sin costo alguno,  sobre el tema ‘Sistema Financiero Nacional”, con la participación funcionarios judiciales y de otras instituciones públicas.  Indica que el fin primordial es poder aprovechar las actividades que se puedan hacer de manera conjunta y sobre todo,  maximizar los recursos.  

La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo señala que, por transparencia y a fin generar los espacios específicos requeridos para la capacitación conjunta, es importante que la Oficina de Cooperación Internacional del Poder Judicial (OCRI) y las Unidades de Capacitación, cuenten con acceso al detalle sobre los “Convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito nacional”. Por consiguiente, que deberán ser incorporada en la página WEB de la Escuela Judicial, para el acceso a esta información. 

A partir de los convenios entregados en un disco compacto, la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, como colaboración, agregará al listado un cuadro adicional con un resumen sinopsis del objeto de cada uno de los convenios. También para ser agregado, la Escuela Judicial facilitará a la Unidad de Capacitación del Ministerio Público los datos de contactos de las Sedes Regionales, con quienes se podrá coordinar el posible préstamo de aulas por parte de algunas universidades, para actividades de capacitación. 

Por último, en atención a la Circular 146-2014  de la Secretaria de la Corte, recomienda que la Escuela Judicial coordine lo pertinente,  para que se lleve a cabo la firma un convenio con CARSIU-FIU.
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota del anterior informe sobre “Convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito nacional”,  y que se incorpore en la página WEB de la Escuela Judicial, para el acceso de quien requiera dicha información.  2.) La Unidad de Capacitación del Ministerio Público colaborará incorporando a este listado, una columna adicional con el objeto de cada uno de los convenios y cartas de entendimiento firmados. Para completar, la Escuela Judicial, les proporcionará los datos acerca de las aulas disponibles, en las Sedes Regional. 3.) Se solicita a la Dirección de la Escuela Judicial, coordinar lo necesario para lograr la firma de un convenio de cooperación con CARSIU-FIU. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO III
La Licda. Rebeca Guardia Morales, gestora de capacitación de la Escuela Judicial, presentó a las personas integrantes de este Consejo, el siguiente informe sobre los “Convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito internacional”, por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia con Escuelas Judiciales, organismos y universidades internacionales, en los que la Escuela Judicial costarricense está vinculada.
A continuación, se detalla la lista:
Escuela Judicial

Cartas de Entendimiento y Acuerdos de Cooperación Internacionales
	 INSTITUCIONES
	OBJETIVO
	FECHA

DE SUSCRIPCIÓN


	PROTOCOLO DE COOPERACIÓN SUSCRITO POR LA ESCUELA NACIONAL DE FORMACIÓN Y PERFECCIONAMIENTO DE MAGISTRADOS (BRASIL) Y POR LA ESCUELA JUDICIAL LIC. ÉDGAR CERVANTES VILLALTA (COSTA RICA)
	Establecer las líneas generales de cooperación entre ambas Escuelas Judiciales. Su finalidad es la promoción del perfeccionamiento de la capacitación de los recursos humanos (jueces y juezas, magistrados y magistradas, servidoras y servidores judiciales.
	2009

	ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE LA ESCUELA JUDICIAL DE COSTA RICA  LIC. ÉDGAR CERVANTES VILLALTA Y EL INSTITUTO LATINOAMERICANO DE NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCIÓN DEL DELITO Y EL TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE (ILANUD)
	Fortalecer las relaciones de cooperación en el ámbito de la prevención del delito, el tratamiento del delincuente y el acceso a la justicia.
	2009

	ACUERDO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL  ENTRE LA ESCUELA JUDICIAL DEL PARAGUAY Y LA

ESCUELA JUDICIAL “LIC. ÉDGAR CERVANTES VILLALTA” 
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
	El presente Acuerdo regula, de manera genérica, la colaboración en materia de programas de cooperación técnica para la capacitación, actualización y perfeccionamiento para los funcionarios de Paraguay y Costa Rica.
	2011

	ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE EL CENTRO DE ESTUDIOS DE GARRIGUES Y LA ESCUELA JUDICIAL DE COSTA RICA
	Iniciar una relación de cooperación para la búsqueda de puntos de encuentro que relacionen estrechamente a ambas instituciones 

	2011

	ACUERDO MARCO DE COLABORACIÓN ENTRE LA FEDERACIÓN  ARGENTINA DE LA MAGISTRATURA  Y  LA
ESCUELA JUDICIAL “LIC. ÉDGAR CERVANTES VILLALTA” 
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA
	Establecer un marco general de cooperación entre la Escuela Judicial y la Federación Argentina de la Magistratura y la Función Judicial, para el desarrollo y cumplimiento de sus respectivos programas de actividades.
	2013

	CARTA DE ENTENDIMIENTO PARA LA COLABORACIÓN ACADÉMICA ENTRE LA ESCUELA JUDICIAL Y LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES (OIM)
	Establecer un marco de cooperación entre ambas partes para el buen aprovechamiento del curso de autoaprendizaje titulado “Persecución penal del delito de trata de personas: Curso para judicatura, fiscalía y policía”
	 2014


Convenios de Cooperación Internacional   

	 INSTITUCIONES
	OBJETIVO
	FECHA

DE SUSCRIPCIÓN


	ACUERDO DE COLABORACIÓN QUE CELEBRAN LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA Y EL INSTITUTO INTERNACIONAL DE SOCIOLOGÍA JURÍDICA DE OÑATI 
	Cooperación interinstitucional en enseñanza e investigación, en todo lo relacionado con la sociología jurídica y la administración de justicia, a través de la Escuela Judicial y el Instituto, a fin de aprovechar recíprocamente las actividades académicas organizadas por ambas instituciones, como por ejemplo el proyecto de doctorado internacional de sociología jurídica organizado por el Instituto.
	1993

	ACUERDO DE COLABORACIÓN ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA -ESCUELA JUDICIAL- Y LA UNIVERSITAT JAUME I DE CASTELLÓN, ESPAÑA
	Establecer los términos de colaboración entre las instituciones firmantes, en lo relativo a intercambios de docentes, investigadores y estudiantes.
	1993

	ACUERDO DE COLABORACIÓN ENTRE EL CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL DE ESPAÑA Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA 
	Establecimiento de programas, proyectos y actividades para la capacitación de jueces y magistrados de un país en el otro, celebración de seminarios y jornadas con participación de jueces y magistrados de terceros países; reuniones entre los encargados de la formación judicial de ambos países firmantes y realización conjunta de investigaciones, publicaciones y estudios que puedan contribuir a la mejora de los conocimientos de los integrantes del Poder Judicial en ambos países firmantes. 
	1993

	CONVENIO DE COOPERACION ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA Y LA ESCUELA PAULISTA DE LA MAGISTRATURA DE BRASIL. (VER A.I. 827) 
	Formación y perfeccionamiento de funcionarios pertenecientes a los Poderes Judiciales respectivos, mediante el intercambio de información, documentación y materiales referentes a cursos y demás actividades, para su posterior divulgación entre sus respectivos funcionarios.
	1993

	CONVENIO DE COOPERACION ENTRE LA UNIVERSIDAD DE ALCALA DE HENARES Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA 
	Llevar a cabo acciones para elaborar un plan de colaboración referente a actividades académicas y de investigación de carácter jurídico en beneficio de funcionarios del Poder Judicial y de docentes y estudiantes de la universidad española antes indicada. 
	1994

	ACUERDO MARCO DE COLABORACIÓN ENTRE LA UNIVERSIDAD DE ALICANTE Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA *
	Realización conjunta de programas, cursos, jornadas y seminarios de formación tanto de carácter periódico y estable como puntuales. Actividades de Investigación, Intercambio de Profesores, investigadores y estudiantes.
	1995

	ACUERDO DE COLABORACIÓN ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA ESCUELA JUDICIAL Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE BOLIVIA PROGRAMA DE REFORMAS Y MODERNIZACIÓN DEL PODER JUDICIAL. 
	 Establecer los términos de colaboración entre las instituciones firmantes, particularmente en lo relativo a intercambios de personal calificado, experiencias, publicaciones y otros. 
	1996

	CONVENIO INTERNACIONAL ENTRE EL INSTITUTO CONSTITUCIONAL Y LA UNIVERSIDAD DE SIENA ITALIA. 
	Organización de conferencias y seminarios. Publicación de monografías de temas de común interés, El intercambio de estudios docentes para la formación 
	1996

	CONVENIO DE COLABORACION ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA COSTA RICA ESCUELA JUDICIAL Y LA UNIVERSITA DEGLI STUDI DI URBINO. 
	Establecer los términos de colaboración entre las instituciones firmantes, en lo relativo a intercambios de personal calificado, experiencias, publicaciones y otros.
	1996

	CONVENIO DE COOPERACION CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA-ESCUELA JUDICIAL, CONSEJO DE LA JUDICATURA, PROYECTO DE REFORMAS JUDICIALES (REPUBLICA DE BOLIVIA). 
	Establecer los términos de colaboración entre las instituciones firmantes, en lo relativo a intercambios de personal calificado, experiencias, publicaciones y otros.
	1998

	CONVENIO DE COOPERACIÓN ENTRE LA ESCUELA DE LA MAGISTRATURA DEL PODER JUDICIAL DE SALTA (ARGENTINA) Y LA ESCUELA JUDICIAL DE COSTA RICA (C.J.C.R.) 
	Asegurar el mejoramiento de las Instituciones Judiciales, colaborar para la mejor formación de jueces y magistrados.
	2001

	CONVENIO MARCO DE COLABORACIÓN ENTRE LA UNIVERSIDAD INTERNACIONAL DE ANDALUCÍA Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA *
	Establecer el marco de referencia para la acción coordinada entre ambas instituciones, en materia de formación sobre temas de carácter jurídico de interés común y dirigida a los funcionarios del Poder Judicial de Costa Rica.
	2001

	CONVENIO DE COOPERACIÓN ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y EL CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS*
	Establecer un marco general de cooperación entre el Poder Judicial y el Centro para el desarrollo y cumplimiento de sus respectivos programas de actividades.
	2001

	CONVENIO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA DEFENSA PÚBLICA DE COSTA RICA, LA DEFENSORÍA DEL TRIBUNAL DE CASACIÓN PENAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, ARGENTINA E INSTITUTO LATINOAMERICANO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE 
	Establecer algunos parámetros en el marco de las relaciones entre las partes con el objeto de facilitar la cooperación interinstitucional entre ellas y fomentar actividades conjuntas dirigidas a la capacitación de los miembros integrantes de las instituciones, con miras al desarrollo y capacitación del servicio de defensa.
	2001

	CONVENIO DE COOPERACION ENTRE EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA Y LA UNIVERSIDAD DE CASTILLA DE LA MANCHA, ESPAÑA *
	Intercambiar experiencias y personal en los ámbitos docentes, investigadores y culturales 
	2005

	CONVENIO DE COLABORACIÓN ENTRE LA UNIVERSIDAD JAÉN (ESPAÑA) Y LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
	Desarrollo de relaciones académicas, culturales, científicas y profesionales entre la Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta del Poder Judicial de Costa Rica y la Universidad de Jaén.
	2008

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE EL PODER JUDICIAL DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LA RED DE ESCUELAS JUDICIALES DE LAS PROVINCIAS ARGENTINAS 
	Establecer un marco general de cooperación.
	2009

	PROTOCOLO DE COOPERACIÓN SUSCRITO POR LA ESCUELA NACIONAL DE FORMACIÓN Y PERFECCIONAMIENTO DE MAGISTRADOS (BRASIL) Y POR LA ESCUELA JUDICIAL LIC. EDGAR CERVANTES VILLALTA (COSTA RICA). 
	Establecer las líneas generales de cooperación entre ambas Escuelas Judiciales. Su finalidad es la promoción del perfeccionamiento la capacitación de los recursos humanos, y el intercambio de informaciones sobre experiencias de los respectivos poderes judiciales. 
	2009

	COMPROMISO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE ICA Y EL PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA DE COSTA RICA
	Gestionar mediante sistema virtual, exposiciones, seminarios, foros, conferencias, entre otros. 
	2011

	CONVENIO MARCO DE COOERACIÓN INTERINSTITUCIONAL ENTRE EL PODER JUDICIAL DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LA ACADEMIA DE LA MAGISTRATURA DE LA REPÚBLICA DE PERÚ 
	Colaboración en materia de programas de cooperación técnica para la capacitación, actualización y perfeccionamiento para los magistrados del Perú y Costa Rica. 
	2011

	ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS Y EL PODER JUDICIAL DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
	Fortalecer sus relaciones de cooperación en el ámbito de la promoción y tutela efectiva de los derechos humanos en el ámbito judicial. 
	2012

	ACUERDO PARA EL ESTABLECIMIENTO DE UN MARCO DE COOPERACIÓN ACADÉMICA ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LA DUQUESNE UNIVERSITY OF THE HOLY SPIRIT 
	Cooperación académica y profesional. 
	2012

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE EL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MÉXICO Y EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA. 
	El deseo de fomentar a través de una cooperación interinstitucional el desarrollo de actividades académicas, la investigación, la docencia y demás tareas afines al quehacer de ambas Instituciones. 
	2013
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Del mismo modo, Licda. Guardia Morales presentó a las y los presentes, el siguiente informe sobre las “Cartas de Entendimiento y Acuerdos de Cooperación”, suscritos por el Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe con, Escuela Judicial, organismo y universidad, internacionales.
A continuación, se detalla la lista:
Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe  
Cartas de Entendimiento y Acuerdos de Cooperación
	 INSTITUCIONES
	OBJETIVO
	FECHA

DE SUSCRIPCIÓN


	ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE EL CENTRO DE CAPACITACIÓN JUDICIAL PARA CENTROAMÉRICA Y EL CARIBE Y EL CENTRO DE ESTUDIOS DE JUSTICIA DE LAS AMERICAS (CEJA)
	Tiene por objeto establecer un marco general de cooperación entre Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe y el CEJA, para el desarrollo y cumplimiento de sus respectivos programas de actividades.
	2012

	CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN ENTRE LA FEDERACIÓN  ARGENTINA DE LA MAGISTRATURA  Y LA FUNCIÓN JUDICIAL Y EL CENTRO DE CAPACITACIÓN JUDICIAL PARA CENTROAMÉRICA Y EL CARIBE
	Establecer un marco general de cooperación entre Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe y la Federación Argentina de la Magistratura y la Función Judicial, para el desarrollo y cumplimiento de sus respectivos programas de actividades.
	2013

	CONVENIO MARCO DE COLABORACIÓN ENTRE LA UNIVERSIDAD CARLOS III DE MADRID (ESPAÑA) Y EL CENTRO DE CAPACITACIÓN JUDICIAL PARA CENTROAMÉRICA Y EL CARIBE
	Establecer el marco de las actividades y relaciones que sean precisas para la colaboración entre las entidades firmantes para acometer actuaciones conjuntas que redunden en la consecución e implementación de actividades de común interés y que contribuyan a la correcta ejecución de las funciones que tienen atribuidas de acuerdo a la normativa que les resulten de aplicación.
	2013
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La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo, estima importante que se coordine lo necesario para que se lleve a cabo la firma de acuerdos de cooperación entre la Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta y los órganos que firmaron con el Centro de Capacitación para Centroamérica y el Caribe. Por ende, la Licda. Rebeca Guardia revisará cuáles ya han sido suscritos por la escuela judicial costarricense, con el fin de realizar los contactos necesarios para la suscripción con los convenios restantes.
Igualmente, con el fin de aprovechar el recurso, se recomienda trabajar sobre los convenios internacionales, a fin de explorar qué tipo de ofertas existen, ya que, por ejemplo China, quienes cuentan con una gran experiencia en el tema de resoluciones de conflictos, se encuentra interesada en el intercambio con la escuela judicial costarricense. 
Se solicitó a la Licda. Rebeca Guardia Morales, en su calidad de gestora encargada de los asuntos internacionales, plantear a este Consejo,  como se procederá para lograr el intercambio de información, como por ejemplo, que se den y reciban charlas a funcionarios judiciales, nacionales e internacionales, entre otras actividades de capacitación. 
La Licda. Guardia Morales manifiesta que, a modo de ejemplo, a inicios de este año se giró una invitación a la Universidad Carlos III, de España, para que una profesora de esta universidad realice una pasantía en nuestra Escuela Judicial,  a fin participar e impartir alguna capacitación, con el compromiso de que ellos asumirán los gastos de traslado. Que a la Escuela Judicial le correspondería coordinar las actividades en donde esta profesora pueda impartir las charlas.  Sin embargo, que falta por concretar los términos en que estaría incorporando dicha profesora.
La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, considera que se debe reforzar la recepción de información que viene del extranjero, ya que vivimos en un mundo de relaciones, por lo que es importe estar informados. Indica que cuando se recibió la delegación de China, su interés era conocer acerca del funcionamiento de la Escuela Judicial y de hacer una serie de intercambios. Que a raíz de esta visita, existe la posibilidad de un encuentro en China, por lo que es de su interés de que se negocie algunos temas de capacitación, tales como la resolución de conflictos, fundamentación de la sentencia, prisión y temas de drogas. 
Los anteriores “Convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito internacional”,  también serán incorporados a la página WEB de la Escuela Judicial.
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota del anterior informe sobre los “Convenios y cartas de entendimiento suscrito en el ámbito internacional”,  por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y de las “Cartas de Entendimiento y Acuerdos de Cooperación” suscritos por el Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe. Igualmente,  que se incorpore esta información en la página WEB de la Escuela Judicial.  2.) Solicitar a la Licda. Rebeca Guardia Morales, en su calidad de gestora encargada de los asuntos internacionales, plantear a este Consejo cómo procederá para lograr la activación de los convenios y cartas de entendimiento firmados, para el intercambio de información. Del mismo modo, definir qué estaría aportando la Universidad Carlos III en cuanto a la pasantía propuesta,  y a que actividades se estaría incorporando la profesora. 3.) Asimismo que la Licda. Guardia Morales coordine lo necesario, para que se lleve a cabo la firma de acuerdo de cooperación entre la Escuela Judicial Lic. Édgar Cervantes Villalta y los órganos restantes, que firmaron con el Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO  IV
Correo electrónico del 30 de mayo del año en curso, del M.Sc. Saúl Araya Matarrita, fiscal adjunto, Unidad de Capacitación del Ministerio Público, que dice:  
“En relación con  la aprobación del Acta 07-2014, Convenio UNA, hago las siguientes observaciones:

1. En la propuesta de don Marvin, acogida por el Consejo, se recomienda dar contenido económico a dos plazas de docentes, pero no se fundamenta la razón de esa necesidad, o el impacto que se espera tendrá en el programa, o la posibilidad real de dar ese sustento económico. Mi recomendación es que se fundamente, pues de existir esa fundamentación podemos controlar adecuadamente la decisión. Supongo que lo mismo pedirá el seno de la Corte.

2. En la distribución de becas, es de esperar que se esté respetando el Principio de Proporcionalidad, y la asignación de plazas es de 14 para el sector jurisdiccional, 2 para el MP y 3 para la DP. Esa distribución debe corresponderse con la población total de profesionales dedicados a esas áreas, y no sé si esa correspondencia existe. De no existir, mi recomendación es que se respete el principio de proporcionalidad en la asignación de becas. Actualmente el MP tiene un poco más de 500 plazas de fiscales para todo el país.”
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La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo, informo al M.Sc. Saúl Araya Matarrita, fiscal adjunto de la Unidad de Capacitación del Ministerio Público, que la aprobación del Acta 07-2014 sobre el Convenio UNA, fue un acuerdo en firme, enviado a la Corte Plena, motivo por el que no se pudo incorporar en dicha acta, las observaciones por su parte. Del mismo modo, que la Corte Plena ya conoció sobre el tema.
El Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, quien participó como magistrado suplente en la sesión de Corte Plena,  en que se conoció el tema del convenio UNA, indicó fue aprobado y que se solicitó un estudio acerca de la conveniencia o no de trasladar la Maestría de Administración Justicia al horario nocturno y a los sábados, ó de eliminar el programa para becar dos personas a España. También, que se solicitó al Consejo de Personal un informe acerca de la parte presupuestaria.  De igual manera, que se recomendó que se evalúe el  resultado de impacto de dicha Maestría. Además, que hubo inquietud de si las tesis de trabajo estaban haciendo aportes que utilidad para Poder Judicial. 
Sobre las becas para el exterior, el Dr. Sanabria Rojas opina que las personas becadas deben cumplir con la presentación de la tesis y que si incumplen,  debería estimarse como un incumplimiento contractual,  por lo que deberían devolver el dinero. Le parece importante que se continúe apoyando, becar a las personas jóvenes para estudiar en el extranjero, quienes luego pueden dar importante aportes al Poder Judicial.  También,  opina que se debería evaluar el resultado de impacto de la oralidad, así como dar seguimiento a los egresados del FIAJ con el fin de ver si están trabajando y cómo lo están haciendo, puesto que ya hay tres promociones de graduados. 
La Licda. Olga Fallas Ulloa, jefa de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública señala que, al igual que el Ministerio Público, opina debe haber una paridad numérica en cuanto al otorgamiento de las becas.
El M.Sc. Saúl Araya Matarrita le parece que como una recomendación razonable, en cuanto a las personas becadas por el Ministerio Público y Defensa Pública, es que se les obligue a permanecer por un tiempo determinado al servicio de sus despachos, para que aporten y entren en un compromiso de plan de formadores, con el fin de que devuelvan dinámica institucional y funcional, para lo cual fueron educados.
La Licda. Fallas Ulloa expresa que en reiteradas ocasiones ha conversado al respecto con el Departamento de Gestión Humana, de Planificación y de la Auditoría, quienes le han dado la razón,  pero que en realidad no hubo resultados.  Que recomendó que se incluyera en el contrato, una norma para que de reproduzca los conocimientos adquiridos,  en reconocimiento a la institución que les financió la beca,  lo cual,  va en beneficio de la institución y redunda en el mejoramiento del servicio público.
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SE ACUERDA: 1.) Que conforme a lo anteriormente expuesto por el Ministerio Público y la Defensa Pública, solicitar al Consejo de Personal del Departamento de Gestión Humana que considere las observaciones, en el sentido de que exista proporcionalidad en la asignación  de las becas para participar en el Programa de Administración de Justicia en la UNA, para lo que considerará a los órganos auxiliares de administración de justicia. 2.) Que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial como recomendación al Consejo de Personal, hace una atenta sugerencia en el sentido de que cuando se valore la participación para el año 2015,  en la Maestría de Administración de Justicia, se analice el tema de la exclusividad en el contrato, mediante una adenda, para aquellas personas del Ministerio Público y de la Defensa Pública,  a fin de que permanezcan por un tiempo prudencial en sus cargos para aportar los conocimientos adquiridos.  La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo conversará con Mag. Magda Pereira, presidenta del Consejo de Personal, para explicarle lo que está sucediendo con respecto a lo antes señalado. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO V

Oficio N° 5449-14 del 2 de junio de 2014, suscrito por la Licda Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte a la Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal, Presidenta Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

“La Corte Plena en sesión celebrada N° 21-14 de 20 de mayo en curso, artículo II, dispuso la creación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, y tomó varias disposiciones a las que debe darle seguimiento la citada comisión.

En sesión celebrada el 28 del mes en curso, la comisión  conoció las disposiciones que le transcribo a continuación así como las acciones a seguir respecto de ellas, a saber:

“a)  La Escuela Judicial reforzará los programas de capacitación permanente para las juezas y jueces, funcionarios y funcionarias judiciales, en todo aquello que tiene que ver con la interpretación y la aplicación del derecho penal y el derecho procesal penal en las áreas vulnerables. 

Se le solicita la elaboración de un plan para el cumplimiento de esta acción.

b)  Incluir a la Escuela Judicial en los proyectos en que se capacite al personal judicial en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado.

Se traslada para su conocimiento y recomendaciones.”

En razón de que la Corte Plena señaló un plazo limitado con el fin de que la Comisión para Investigar la penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, rinda un informe; le estimaré que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial  remita el plan y las recomendaciones  requeridas, en el término de 22 días naturales, contados a partir de la fecha de recibo de esta comunicación.
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Oficio N° 5224-14 del 27 de mayo de 2014, sobre acuerdo de la sesión N° 21-14 celebrada el 20 de mayo del año en curso,   suscrito por la Licda Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte a la Dra. Zarela Villanueva Monge, Presidenta de la Corte Suprema de Justicia, que dice:


Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 21-14 celebrada el 20 de mayo del año en curso que literalmente dice, que literalmente dice:

“ARTÍCULO II

ENTRAN EL MAGISTRADO CHINCHILLA Y LA MAGISTRADA ARIAS.

Documento 5606-2014

Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Esta es una sesión extraordinaria, convocada específicamente para informar sobre los hechos ocurridos en la Provincia de Limón y he considerado necesario, que se conozcan los detalles dentro del marco del derecho penal.

Por ser público y notorio, la jueza licenciada Rosa Elena Gamboa Haeberle, fue detenida por la acción del Ministerio Público, con la intervención de los Tribunales. Fue nombrada desde el 2004. Estos hechos son dolorosos institucionalmente para la judicatura y para el país.

Quiero comunicar de manera muy general, las causas por las cuales la licenciada Gamboa Haeberle está siendo investigada, pues son hechos que vienen sucediendo tiempo atrás. Uno de ellos ocurrido en el 2011, que se relaciona con la división de una causa penal en torno al transporte de una tonelada de marihuana y se deja en libertad a una de las personas acusadas sin someterla a prisión preventiva, mientras que las otras dos personas acusadas fueron sometidas a esa medida cautelar, y sobre estos hechos ya venía la policía realizando una investigación.

Los otros hechos que se atribuyen a la jueza mencionada, están relacionados con acciones ocurridas el 6 de octubre de 2013, en una causa por conducción de ebriedad, donde una persona atropella a otra y es acusada por conducción temeraria.  En este expediente -y esto lo destaco porque debemos también valorar la acción de los jueces- la investigación se inicia a raíz de la denuncia de otro juez, porque ella le expresa a este juez la conveniencia de no dejar detenido al acusado, por una acción de conducción temeraria.

La tercera causa ocurrió en octubre del 2013, por narcotráfico, en donde ella expresa a otra jueza presión y la conveniencia de dejar en libertad a los acusados, finalmente no ocurrió así, pero la otra jueza -que también lo destaco- denuncia ante el Organismo de Investigación Judicial lo sucedido.

Estas serían las causas por las cuales la licenciada Rosa Elena Gamboa Haeberle, venía siendo investigada y los hechos se concretan con la acción conocida por todos, que son hechos públicos y notorios y que están sometidos a investigación, sobre los cuáles la policía judicial, la fiscalía y la judicatura ha actuado con absoluta libertad y respaldo en la normativa legal y con absoluta independencia, como es característica en esta Institución.

El problema es que el hecho doloroso no es sorpresivo y nos hace analizar y llevar a la meditación, y es el motivo también de lo que yo quiero compartirles, es que la Institución se ha venido preocupando y ocupando de la Provincia de Limón, no ha sido una zona invisibilizada y quiero que eso quede muy claro, porque no podemos desconocer y no desconoce la Presidencia, las características especiales de esa zona, 168.000 habitantes de los cuales un 45.8% tiene las necesidades básicas insatisfechas, un 18.59% de la población tiene carencia de conocimiento y el 12.51% tiene carencia de consumo, o sea, esta zona es para el país y lo es para la Institución de especial atención, de manera que me refiero a acciones concretas que se han realizado desde la Presidencia.

Paso a señalar que desde la Presidencia, en marzo del año 2012, el equipo de moderna gestión acude al Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a petición de una de las juezas de ese despacho, para trabajar en la congestión de los trámites, interviniendo así el equipo de la Presidencia, logrando resultados positivos, la disminución de tiempos de realización de la audiencia preliminar de 240 días a 30 días, eliminación de audiencias suspendidas por razones atribuibles al despacho, atención inmediata de audiencias de medida cautelares, atención inmediata de solicitudes del Ministerio Público y disminución de 1900 asuntos o causas que tenían al iniciar el proceso a 126 asuntos, esto fue en el 2012.

En esa ocasión, la Institución proporcionó recursos adicionales, una Sección adicional y se aportó un juez unipersonal; debo comunicar que el trabajo de ese juzgado penal, genera un impacto en el tribunal y eso es lo que ha ameritado también – entre paréntesis - que nuestras intervenciones sean por circuitos y no que sean intervenciones aisladas, porque el impacto de mejorar y sacar a despacho mil y resto de asuntos impactó el tribunal viéndose éste afectado y entrando también el equipo de moderna gestión en el 2012, con el acuerdo del Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, de la administración e informática.

Aportamos tres plazas para hacer un tribunal adicional, con un juez adicional y en el presupuesto de este año hay tres plazas más que están vigentes en ese circuito, es decir, tenemos tres secciones penales funcionando en el tribunal, un tribunal que se ha duplicado en el personal en el último año.

La entrada de moderna gestión en junio del 2012, genera también su impacto de una revisión de expedientes y se detectan más de 100 asuntos no tramitados con problemas, trasladándose estos al Tribunal de la Inspección Judicial, asuntos que no eran relacionados con narcotráfico, para su respectiva investigación; se entra a reforzar y se deja ese tribunal actuando de manera normal, con los recursos adicionales; sin embargo, les he de decir que la sostenibilidad de las acciones no fue posible y en diciembre del año pasado volvemos a tener el mismo problema, y la jueza Verónica Dixon Lindo acude a la Presidencia, hay una reunión con el señor Vicepresidente y se acuerda de nuevo enviar el equipo de la Presidencia, revisando con el ingeniero industrial y los técnicos que se tienen para mejorar, se detecta también atraso y se vuelve a trasladar al Tribunal de la Inspección Judicial, eso fue en diciembre de ese año.

Como les menciono, tenemos un tribunal que cuenta con tres secciones, duplicado en este año y en el pasado de su existencia adicional, es decir, le hemos dotado de recursos y trasladado al Tribunal de la Inspección Judicial lo que ha correspondido.

Esa es la situación que tiene hoy la Provincia de Limón, tenemos -y ustedes lo notaron el lunes hizo ocho- una carencia de personas candidatas para ejercer la judicatura, no hay profesionales para llenar plazas de juez o jueza 4, actualmente la Presidencia no tiene como sustituir a un juez o jueza cuando solicita vacaciones. La situación presenta conflictos, hay dificultades serias en la sustitución.  La jueza que está hoy investigada, ejercía como coordinadora electa por el Consejo de Jueces, como es la normativa que existe, el funcionamiento está a cargo de ese juzgado.

Esas son las acciones que hemos venido desarrollando.

No puedo desconocer la cercanía o los conocimientos, los contactos con el Fiscal General de la República, para conocer la situación que tiene el país en el campo de la vulnerabilidad, por nuestras condiciones geográficas, nuestras fronteras y hemos venido no solo preocupados sino ocupados.

Quiero ser muy clara, porque me parece que la Institución no se ha quedado cruzada de manos y eso debe conocerlo todos y todas para que sepamos igualmente y acoger todas las ideas que tengan.

En el año 2011, por iniciativa de la Presidencia, en aquel momento de don Luis Paulino Mora Mora, que no vio concretar eso, participamos en un concurso para que se nos asignara recursos del Gobierno de los Estados Unidos de América, propiamente para el Programa de Seguridad Ciudadana y en general en el área Centroamericana y en el Caribe. Se trató de un concurso en el cual la Presidencia de la Corte preparó proyectos y participó con otros países para ser beneficiaria. Posteriormente, Costa Rica resultó elegida como beneficiaria en el año 2012, a cuyos efectos la Embajada de los Estados Unidos designa y contacta a la Universidad de Florida para que sea quien maneje los recursos que se conocen con CARSI  y el Programa que se denomina CARSI-FIU que tiene como áreas de trabajo las propuestas designadas por la Presidencia de la Corte y cuyo compromiso asumí y reuní al Fiscal General y al Vicepresidente de esta Corte, para que mantuviéramos y aclaráramos los puntos sobre los cuales nos parecía que era necesario trabajar. 

Me voy a referir de manera muy general cuál fue nuestra propuesta y en que hemos venido trabajando.

         1.) Continuar con la reorganización institucional del Ministerio Público de Costa Rica para combatir eficazmente el narcotráfico y otros  crímenes asociados como la legitimación de capitales, los delitos económicos y tributarios y las organizaciones criminales actuales y para facilitar la coordinación intra e inter – agencias.

         2.) Reducción de las barreras jurisdiccionales para la aplicación centralizada, especializada y las recomendaciones para mejorar las leyes relacionadas con drogas.

         3.) Expansión del Sistema de Rastreo de casos y desempeño actualmente en operación de la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico en el Primer Circuito Judicial de San José, a las Fiscalías anticorrupción, lavado de dinero y otros crímenes asociados al narcotráfico. Es decir, ustedes saben que el Ministerio Público además de ser beneficiario del Programa Corte-BID es beneficiario de los fondos CARSI y tiene también en su aspecto tecnológico y de organización, un apoyo adicional de recursos y fiscalías modelo adicionales a las de Corte – BID que son, precisamente, la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico del Primer Circuito Judicial de San José, las de Anticorrupción y la de Lavado de Dinero y otros crímenes asociados. Está reforzado por dos programas que son recursos no estatales y no previstos en el Presupuesto del Poder Judicial, pero que han sido incentivados claramente por la institución para reforzar el actuar de este Ministerio.

         Continuar suministrando capacitación centralizada para que sea más efectiva y eficiente la lucha contra el narcotráfico y la corrupción, relacionada con drogas en el Poder Judicial y el Ministerio Público, incluyendo investigación, prevención de corrupción relacionada con drogas en el Poder Judicial y Ministerio Público. En este componente se preparan 8 módulos de capacitación especializada, que ya se dieron los 8 módulos.

         Adquisición de software, hardware y licencias informáticas para los servidores de base de datos para el Sistema de Rastreo de casos.

         Las mejores condiciones tecnológicas las tiene el Ministerio Público; se estimó que la implementación de este grupo de actividades tomaría 18 meses.

         En el Ministerio Público está a disposición de ustedes -puedo detallarlo-, quién ha sido la contraparte en cada una de los aspectos y actividades. El Programa lo tiene la Presidencia y lo ha venido desarrollando el Magistrado Arroyo, desde que iniciamos en común reunión que hicimos con el Ministerio Público, para definir el interés claro de la Presidencia en uno de los programas específicos que es la creación de un Tribunal Especializado, propiamente sobre las acciones que se han tomado. 

La Jurisdicción centralizada de narcotráfico y delincuencia organizada. He tenido preguntas externas en el sentido de que esto del Tribunal Especializado es de ahora ¡No! tenemos más de 18 meses de estar consensuando al Ministerio Público, a la Defensa Pública y a la Judicatura en un proyecto que hago ahora de la opinión pública con motivo de la oportunidad, pero que se ha venido trabajando desde hace mucho tiempo y que en este momento está en una etapa de recibir las observaciones que tiene el Ministerio Público sobre el proyecto que ya tiene las bases y  ha sido puesto a discusión de las diferentes instancias y está recogiendo las observaciones que hace el Ministerio Público.

         Quiero decirles que se ha trabajado un tema “Blindaje y la transparencia del Poder Judicial en la penetración del eventual narcotráfico y la corrupción.  La Presidencia ha intervenido con sus letrados y letradas, sobre el régimen disciplinario, es decir, se ha visualizado el panorama general de las debilidades y fortalezas que pueda tener nuestro régimen disciplinario. Se ha trabajado en el Tribunal de la Inspección Judicial, en la Sección Disciplinaria del Ministerio Público y en la de la Policía y se tiene un anteproyecto de régimen disciplinario que ha sido también socializado, discutido por diferentes sectores, los cuales han tenido un aporte muy importante como el de la señora María de los Ángeles Londoño Rodríguez, Consultora del Proyecto Poder Judicial-CARSI-FIU, pero que la Presidencia sugirió al licenciado Hubert Fernández Argüello, para agregar la visión contenciosa – administrativa y no penalista en nuestro régimen disciplinario.

Este equipo ha venido trabajando y tenemos un proyecto de reformas aparte, y cuando ellos presenten el producto finalizado, lo someteremos a la Corte porque será parte también de las reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial.

         Estimo que a nadie se le pueden ocurrir proyectos sin sustento, sin base, sin venir de quienes trabajan y de quienes conocen y ese ha sido el proceso que ha tenido tanto el anteproyecto de reforma al régimen disciplinario como el Proyecto de Creación de un Tribunal Especializado de Crimen Organizado y de Narcotráfico; pues son proyectos que se vienen trabajando desde larga data y que observo la oportunidad de dar a conocer para impulsar incluso su necesidad.

Quiero que ustedes tengan conocimiento de eso, cuento con el anteproyecto de Régimen Disciplinario y también el anteproyecto que se está trabajando del Tribunal Especializado en Crimen Organizado.

         Esas son las acciones que se han venido dando en el área jurisdiccional. Hay capacitación especializada, se han hecho los talleres que les indiqué. 

Nuestro Ministerio Público forma parte también de la Red de Ministerios Públicos Centroamericanos, trabaja por medio del SICA, con lo cual se ha fortalecido toda la acción del Ministerio Público.

         Algunas veces no se tiene el panorama general, pero hay una clara idea en la Presidencia de la dirección que debe tener en la institución y las medidas que hemos venido tomando. 

El Reglamento Integrado de Evaluación del Desempeño, es un complemento y un primer paso, después de la estabilidad que nos dio la Ley de Carrera Judicial en el 93, es el paso siguiente, no perfecto, pero perfectible para evaluar y tener un control efectivo que nos permita, no controlar sino valorar el trabajo de nuestra judicatura y las características de casos excepcionales. 

Me parece que evaluar nuestro desempeño nos dirá también cuáles son nuestras fortalezas y esa es la idea con la cual se ha impulsado ese reglamento.

         Ustedes sabrán que también esta Corte aprobó la recomendación de la Auditoría Judicial, que ha tenido absoluto apoyo de la Presidencia sobre el Centro de Gestión y apoyo a la función jurisdiccional, con la idea de que dé un seguimiento y haga una auditoría por una parte y dé sostenibilidad a las acciones que se realizan en el mejoramiento de todas las instituciones. 

         Hemos presentado también un incentivo salarial de regionalización, que fue trasladado al Magistrado Aguirre como Presidente del Consejo de la Judicatura, además se remitió al máster Francisco Arroyo Meléndez, Jefe del Departamento de Personal, para que lo revisara, quien hizo observaciones, las cuales están siendo corregidas para presentarlas a la Corte. Este incentivo es  una serie de normas, que también requiere un estudio, medir el impacto que puede crear, porque no puedo desconocer que actualmente los problemas son en la Judicatura, no tenemos jueces y juezas en las zonas vulnerables o que tienen necesidades, no tenemos para la Zona Atlántica ni para la Zona Sur y tenemos dificultades también en Guápiles. 

Hay concursos de jueces y juezas 4 que se llenan con juez o jueza 3 y aún así tenemos 2 participantes y ustedes lo han podido observar en las últimas sesiones, se ha tenido que ampliar terna o pedir nueva terna, porque hay dificultades. Entonces, pensar en un incentivo por regionalización que sea para el lugar, no para la persona, pues tiene que ser midiendo el impacto, que no implique una generalización de un beneficio que pueda traer consecuencias económicas a la institución. Sobre esto ya está listo el proyecto con las correcciones para trasladarlo.

La Institución ha venido trabajando en la modificación de perfiles. Los perfiles utilizados por la Institución eran de conocimiento, ahora pasamos a otro tipo de perfil que mide no solo los conocimientos sino la capacidad para el cambio, para trabajar en equipo, la vocación democrática de las personas, de los jueces y juezas y éste trabajo lo ha venido desarrollando el Departamento de Personal. Se han invertido recursos. Están listos los perfiles. Los trabaja también las personas que asisten al Programa de Formación Inicial. Están trabajadas con este perfil. ¿Cuál es el impacto y qué nos revela este perfil? Que la institución no está sola y forma parte de un país que tiene un sistema educativo. De 600 personas que participan en los exámenes que se hacen, no llegan a 12 y hay que hacer curvas para elegir personas que ingresen a estos puestos.

         La debilidad no es solo institucional. Un cambio de perfil y reclutamiento hace que de 600 personas oferentes que pueden llegar, se tienen que hacer curvas para llegar a los 25 necesarios para abrir un curso. Así están las cosas. Es parte de una situación nacional y de un problema que también afrontamos. 

         La modificación de los perfiles es un trabajo que se viene haciendo de manera muy seria por parte del Departamento de Personal con el apoyo del Consejo de Personal y es un proyecto del Consejo de la Judicatura.

         Esas son las principales acciones que se han venido desarrollando.

            El Consejo Consultivo, en sesión celebrada el viernes 16 de mayo en curso, acordó lo siguiente: 

Llevar a conocimiento de la Corte Plena el incentivo por regionalización propuesto por la Presidencia, para el pago en aquellas zonas alejadas en donde se hace difícil la obtención de candidatos para el nombramiento de jueces. Esta propuesta fue revisada en su oportunidad por el Departamento de Personal.

Dar acceso y divulgar a las señoras magistradas y a los señores magistrados, el uso del Sistema de Información Integral de Servidores Judiciales, que es una herramienta creada a petición de la Presidencia de la Corte, aproximadamente por el año 2010, que contiene toda la información de los servidores y de las servidoras judiciales, incluida en el Sistema Integrado de Gestión Administrativa (SIGA).

El Consejo de la Judicatura analizará la incorporación a su sistema, del Organismo de Investigación Judicial, para fortalecer el estudio que se realiza interdisciplinariamente a las personas oferentes (estudios psicológicos y de Trabajo Social) y hará la propuesta que corresponda a la Corte Plena en el plazo de un mes.

La señora Presidenta remitirá una nota al Consejo de la Judicatura para que en todos los nombramientos, especialmente los de primer ingreso, haya mayor rigurosidad en el análisis y detalle de las evaluaciones del desempeño y se remitan los informes preliminares que sean necesarios.

La Comisión de Transparencia y la Unidad de Control Interno coordinarán lo pertinente y adoptarán las acciones precisas para detectar y prevenir el riesgo en aquellas zonas del país que pueden presentar conflicto.

Se revisará con el Departamento de Personal el procedimiento de investigación confidencial que se aplica para los nombramientos.

El Consejo de la Judicatura remitirá la información completa en las nóminas, indicando las investigaciones existentes, las sanciones que se han impuesto, causas disciplinarias y penales, con el detalle de los hechos que las motivan. La Secretaría de la Corte verificará esta información y transmitirá su conocimiento.” 
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En cuanto a la nota que se enviará al Consejo de la Judicatura para tener un especial seguimiento y detalle del desempeño, considero que la institución desde hace cinco años avanzó en lo que es la Evaluación del desempeño durante el  primer año, período muy corto. La estabilidad de un año en una institución de doce mil funcionarios y funcionarias y evaluar, requiere una gran inversión de recursos para evaluar como se debe evaluar. Sin embargo, se han hecho esfuerzos y ahora tenemos evaluaciones del desempeño, lo cuales antes no se tenían.

Eventualmente nos enfrentamos al escrutinio público. Le he manifestado al señor Presidente de la Asamblea Legislativa ante ciertas notas que he recibido, que tengo la absoluta tranquilidad y estoy en la mayor disposición de informarle al país de las acciones que esta institución ha tomado. Las debilidades que pueda tener la judicatura han sido detectadas en lo interno e incluso denunciadas por nuestros mismos jueces y juezas. Las acciones son las mismas que se realizan para cualquier ciudadano y ciudadana. Así se lo hice saber al señor Presidente de la Asamblea Legislativa y mi disposición de dar la información que se requiera, para darle la confianza al país de que la institución tiene claridad en las acciones.

Sin duda alguna nada es perfecto y nada es suficiente. Existe una lucha contra la criminalidad en la que siempre estaremos atrasados y atrasadas.

Estamos abiertos a las sugerencias de ustedes. Esto es lo que quería informarles”.  

            Se concede el uso de la palabra al Magistrado Castillo, quien manifiesta: “En primer término hago mías las palabras expresadas por la señora Presidenta y las acciones que ha tomado la Presidencia y otros órganos del Poder Judicial han sido en la dirección correcta. Celebro que se estén dando esos pasos. Estos hechos dolorosos son producto de que los mecanismos institucionales funcionan. Al funcionar esos mecanismos institucionales salen estos hechos dolorosos, pero que, a la postre también son una llamada de atención a nosotros como gobierno judicial.

            Acuerpo todas las acciones que la Presidencia de la Corte está llevando adelante. Acuerpo también las decisiones que adoptó el Consejo Consultivo el viernes 16 de mayo en curso. Estamos en la dirección correcta. No obstante, me voy a permitir hacer algunas reflexiones sobre el tema y haré algunas propuestas para que esta Corte valore si son lo más prudente, oportunas y convenientes. 

            En primer lugar, debemos descartar una idea que ante estos hechos noticiosos a veces se generaliza y esa idea es creer que el Poder Judicial ha sucumbido a fuerzas de esta magnitud. 

            Lo que uno puede notar es que, básicamente tenemos 1212 jueces y juezas y de esos 1212 jueces y juezas, 283 están en el área penal. Son algunos casos aislados graves –por supuesto-, pero que no se puede generalizar al resto de los funcionarios y las funcionarias judiciales. Debemos dejar claro esto.

            En este tema de la criminalidad organizada del narcotráfico y la corrupción, el problema no se focaliza en toda la judicatura, sino fundamentalmente en la judicatura del área penal. Ahí tenemos que poner mucha atención por razones obvias. 

            En un Estado Social y Democrático de Derecho cual solución que adoptemos como gobierno judicial, pasa por dos tamices necesarios.

            En primer lugar, como ha sido la costumbre y la norma de esta Corte Suprema de Justicia es respetar hasta sus últimas consecuencias el principio de independencia judicial.

            En segundo lugar, como ha sido la norma de este gobierno judicial respetar los derechos fundamentales de las personas. 

            No podemos obviar un hecho y es que hoy la judicatura y el área penal particularmente está siendo amenazada por estos hechos y fenómenos sociales de gran tragedia para la humanidad, como es el tema del narcotráfico y del crimen organizado.

            Cuando uno lee los informes de las Naciones Unidas sobre la penetración del narcotráfico, el crimen organizado y las consecuencias que eso ha traído a la humanidad y sobre todo a los países en vías de desarrollo, uno no puede quedarse en una posición pasiva.

            Celebro y respaldo las acciones que ha tomado la señora Presidenta. Tiene en mí un aliado en este frente y celebro también las acciones que ha adoptado el Consejo Consultivo. Considero que en este contexto tenemos que ir más allá.

Me he permitido hacer algunas reflexiones. Formularé algunas propuestas y las someteré a consideración de esta Corte, sabiendo que en este órgano colegiado existe la suficiente madurez, inteligencia y sabiduría para ver lo que es bueno y desechar lo que es malo.

Mi primera acción concreta consiste en que ya es hora que nosotros como Corte hagamos un mapeo de aquellas áreas vulnerables del Poder Judicial que podrían ser penetradas por estos fenómenos de criminalidad organizada y el narcotráfico, deberíamos como Corte, decir que las zonas Atlántica, Sur y Puntarenas, pero hacerlo con datos estadísticos y científicos, para saber que ahí tenemos una debilidad institucional, somos vulnerables, que como en la guerra, uno sabe cuáles son los frentes donde el ejército está bien, pero también sabe aquellas áreas donde el enemigo puede penetrar y causar un grave daño en esta lucha que es una lucha de todos los costarricenses.

         En segundo lugar, me permito plantearle a la Corte la necesidad de coordinar con la Contraloría General de la República para que el Departamento de Declaraciones Juradas dé un especial seguimiento a las declaraciones que realizan los jueces y juezas en estas áreas vulnerables. No podemos, ante fenómenos de esta envergadura estar ante una situación pasiva y si hay un instrumento institucional que es el de la declaración de bienes, que precisamente lo que busca es medir los incrementos patrimoniales anormales, nosotros deberíamos tener una reunión con la Contralora General de la República para enfatizar la necesidad de que en estas áreas vulnerables, las declaraciones de los jueces y juezas tengan un seguimiento especial.

         En tercer lugar, considero que es hora de que nosotros tengamos una Comisión permanente, que monitoreé periódicamente estas áreas vulnerables. 

Cuando hablo de una Comisión permanente, es para que se reúna por lo menos una vez cada tres meses y me parece que esta Comisión debería estar integrada por la Presidencia de la Corte, por el Ministerio Público, por el Organismo de Investigación Judicial y por miembros de las Organizaciones de Jueces y Juezas.

Estimo que es importante tener una Comisión que día a día esté llevando el pulso de la situación que se está viviendo, por lo menos en los ámbitos judiciales, en relación con el funcionamiento del Poder Judicial.

         Así como tenemos campañas para efectos de concientizar a la población nuestra en el buen tratamiento de los usuarios y usuarias,  es necesario que nosotros planteemos una campaña permanente,  que concientice a toda la población judicial a través de la Intranet, de las amenazas, las tácticas, las estrategias de narcotráfico, el crimen organizado y cómo estas organizaciones criminales emplean ciertas metodologías, ciertos mecanismos para penetrar en las esferas judiciales.

 Considero que tenemos que hacer una campaña permanente y no que salga hoy y termine mañana. ¡No! es una campaña como la de favorecer al usuario y usuaria, que nos recuerda a todos nosotros como funcionarios y funcionarias judiciales nuestro deber y compromiso con el principio y el valor de probidad en nuestra función pública.

         También es necesario que la Escuela Judicial establezca un programa de capacitación permanente para las juezas y jueces, funcionarias y funcionarios judiciales, en todo aquello que tiene que ver con la interpretación y la aplicación del derecho penal y el derecho procesal penal en todas las áreas vulnerables. Es una necesidad que nosotros estemos capacitando a nuestros jueces y juezas y a nuestras funcionarias y funcionarios judiciales, porque muchas veces ocurre que hay desconocimiento en cuanto a la correcta aplicación del Derecho.

         Hay un tema de la mayor envergadura, pero siento que tiene grandes dificultades por lo que usted acertadamente nos expresaba sobre el problema de reclutamiento. 

Lo he visto en instituciones que tienen problemas de penetración de la corrupción y fundamentalmente lo que tiene que ver con los Sistemas de Aduanas, en los cuales para evitar que existan relaciones de amistad entre los usuarios de los servicios y los funcionarios públicos, se establecen sistemas de rotación, por lo que considero importante que nosotros valoremos la necesidad de estar rotando jueces y juezas que están situados en las áreas vulnerables.

         Su informe señora Presidenta me parece que es sumamente valioso, en el sentido de explicar a la ciudadanía todas las acciones que como Poder Judicial estamos realizando y desarrollando en contra de este fenómeno del narcotráfico y el crimen organizado.

 Por último, me permito proponer, que es necesario crear en la Presidencia de la Corte, sé que ya lo tienen informalmente, pero habría que institucionalizarlo, todo un mecanismo que recabe información del Poder Judicial en las áreas vulnerables, y que sea alimentado por el Ministerio Público, el Organismo de Investigación Judicial, el Ministerio de Seguridad Pública, y los propios jueces y usuarios.

Esto es lo que estimo desde mi humilde perspectiva y algunas reflexiones que he hecho en este fin de semana y a propósito de toda esta situación, que me propongo plantear a la Corte.  Son ideas sujetas a discusión y estoy en la mejor anuencia y disposición de que si todas son descabelladas pues que las deseche, como buen demócrata no tengo ningún tipo de vanidad en este tipo de asuntos, lo que me interesa es el fortalecimiento de la institucionalidad y desde esa perspectiva respetuosamente planteo a esta Corte estas ideas”.

Indica el Magistrado Jinesta: “Agradezco el haber acogido la inquietud de algunos Magistrados y Magistradas, entre ellos quien habla, para convocar a esta sesión extraordinaria de Corte, porque considero que ante coyunturas y situaciones extraordinarias, también las respuestas tienen que ser  extraordinarias.

Estimo que todas las medidas que usted nos relató, ayudan a paliar y a prevenir lo que hoy estamos viviendo, que parece ser que ya en ciertos estratos medios del Poder Judicial se produjo, por lo menos eso todavía estará sujeto a prueba, la penetración del narcotráfico, lo cual es sumamente grave.

Considero que nosotros, Magistradas y Magistrados de esta Corte, encargados de la política judicial, a partir de este momento deberíamos para efectos político – judiciales y administrativos, decretar un estado de urgencia y de emergencia, pues ante la opinión pública y la ciudadanía y obviamente todos los jerarcas judiciales que estamos acá, esto resulta absolutamente inaudito. Es decir, se rompe evidentemente la confianza en el Poder Judicial desde el momento en que, por lo menos, según las informaciones que han trascendido a nivel de opinión pública, el Poder Judicial está penetrado por el narcotráfico. Por eso señalé que  el día de hoy esta Corte debe decretar un estado de urgencia y de necesidad para adoptar una serie de medidas inmediatas, a fin de atender esta situación tan grave que estamos viviendo, porque en el fondo lo que se está provocando con todo esto es una gravísima desconfianza de la ciudadanía en el Poder Judicial y como lo señaló el Magistrado Castillo, esto parece ser que está acantonado y enfocado respecto de la jurisdicción penal, pero todos sabemos que otras jurisdicciones se han suscitado problemas de corrupción y de violación al deber de probidad, afortunadamente no son cuestiones de todos los días, ni son todos las funcionarias y funcionarios judiciales o servidores y servidoras judiciales, porque la gran mayoría de las funcionarias y funcionarios y  de servidores y servidoras son gente honesta, honrada y con una gran mística, pero siempre vamos a encontrar “lunares” y gente que definitivamente no respeta el ordenamiento jurídico y en general eso establecido por la Convención Interamericana contra la Corrupción y de la Organización de Naciones Unidas contra la corrupción y nuestro ordenamiento jurídico legal como el deber de probidad.

         Nosotros como jerarcas encargados de la dirección político – judicial y también ¿Por qué no? de la Dirección Administrativa –repito- estamos obligados hoy a declarar un estado de urgencia y de necesidad y que toda la ciudadanía, la opinión pública, los medios de comunicación colectiva se enteren de que la Corte ha decretado un estado de urgencia y necesidad. 

¿Para qué? Para investigar con profundidad y hasta sus últimas consecuencias, no digo los casos concretos, porque ya en la órbita de la responsabilidad penal están siendo investigados por los órganos competentes que son el Organismo de Investigación Judicial, el Ministerio Público y la propia Jurisdicción Penal, pero perdón, nosotros tenemos también que ver cuáles son las consecuencias, no solo penales sino político – judiciales, las consecuencias administrativas de lo que está pasando y de lo que ha trascendido a la opinión pública.

Por eso, aparte de las propuestas que hizo el Magistrado Castillo, que me parecen muy atinadas, en el sentido de hacer un mapeo de las zonas, de las materias donde hay violación al deber de probidad, porque aquí no solo debemos pensar en el tema del narcotráfico sino en otro tipo de corrupciones también que pueden haber penetrado otros tipos de jurisdicciones. Además de lo que propone el Magistrado Castillo de mejorar la declaración jurada anual como herramienta para ver cuáles son los cambios patrimoniales en esos sectores donde podamos ubicar que son realmente problemáticos y las otras medidas que propone el Magistrado Castillo, creo que el día de hoy, señora Presidenta, tiene que nombrar una Comisión para que empiece a investigar inmediatamente el problema general de la penetración del narcotráfico en el Poder Judicial, no vaya a ser que algún “político de turno”, aprovechándose de esta lamentable coyuntura, empiece a nombrar comisiones de investigación y nosotros nos quedemos atrás sin tener una Comisión investigadora dentro de este propio seno de la Corte Plena. Entonces, propongo nombrar hoy una Comisión Investigadora sobre el Problema de la Penetración del Narcotráfico en la Judicatura e informarlo así a la ciudadanía. También, que se elabore un plan de acción inmediata, podría ser por el Consejo Consultivo, para que se realice lo que propone el Magistrado Castillo, que me parece también muy atinado, no podemos seguir guardando silencio ante noticias que son un hecho público y notorio, que le han dado la vuelta a Costa Rica, a América y al Mundo, e inmediatamente informar a la opinión pública, cuáles fueron todas las medidas que la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, se habían venido adoptando desde hace tiempo por parte de la Presidencia, que me parecen muy positivas.

Considero que quizá en este tema no importa tanto los esfuerzos por eficientar la jurisdicción en la Provincia de Limón, porque el tema que está ahora sobre el pebetero, es la penetración del narcotráfico, hay que resaltar todas aquellas medidas que se han venido adoptando, para procurar que no penetre la corrupción y la criminalidad organizada en el Poder Judicial y en esta labor de información que debe empezar hoy, con apoyo del Consejo Consultivo y de la Comisión investigadora que se conforme al efecto, convocar también a una conferencia de prensa y explicar todas las medidas que usted nos comunicó que venían efectuándose desde hace mucho tiempo atrás. ¿Cuáles fueron los acuerdos que tomó el Consejo Consultivo?, con todos los señores y señoras Presidentes de las Salas y la Presidenta de la Corte, ¿Qué fue lo que se discutió y se acordó en Corte hoy?, e incluso si no basta una conferencia de prensa, hacer un campo pagado para que la ciudadanía y la opinión pública sepa qué es lo que estamos haciendo para afrontar este tema y que nos lo hemos tomado muy en serio y que vamos a tener comisiones, no solo como la que propone el Magistrado Castillo, que me parece muy positivo, la avalo en un % 100, en el sentido de dar seguimiento a los focos infecciosos, de corrupción dentro del Poder Judicial sino esta comisión especial para investigar este tema.

Conferencia de prensa, campo pagado, utilización de las redes sociales con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, para informar todas las medidas que se habían tomado desde hace mucho tiempo, los acuerdos del Consejo Consultivo, lo que disponga hoy esta Corte, todo eso hay que hacerlo de conocimiento de la opinión pública, para que ésta tenga la plena, absoluta seguridad y certeza, de que los jerarcas del Poder Judicial vamos a hacer el máximo de los esfuerzos para llegar a las últimas consecuencias e investigar lo que sucede actualmente y tratar en la medida de lo posible, evitar y prevenir la penetración de la delincuencia organizada y del narcotráfico en todos los estratos de la judicatura, y en general de cualquier otra manifestación de la corrupción en cualquier otro orden jurisdiccional.

Reitero, para situaciones extraordinarias respuestas extraordinarias, no nos podemos quedar cruzados de brazos, nada más con estas medidas que se habían adoptado hace mucho tiempo, lo que dispuso el Consejo Consultivo, tenemos que ir mas allá y conformar esas comisiones de investigación, seguimiento, elaborar un plan de acción inmediato y sobre todo hacerlo de conocimiento de la opinión pública, los medios de comunicación y a la ciudadanía”.

Manifiesta la Magistrada Hernández: “En primer lugar quiero dar un voto de confianza a la judicatura costarricense, la cual estimo que está integrada por personas honorables y comprometidas y a pesar de los dolorosos hechos, estoy segura de que estos son aislados, que no se vale generalizar y dañar la imagen de esta Institución irresponsablemente.

En segundo lugar, quiero indicar que efectivamente con el entonces Presidente, Magistrado Mora, venía trabajando en una serie de acciones que la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, ha expuesto y que ha retomado la Presidencia de esta Corte.

Quisiera proponer algunas medidas adicionales, una de ellas es que me ha parecido en la experiencia que tuve en el puesto anterior, que hace falta una creación de un régimen de incompatibilidades para los funcionarios de este Poder de la República, de negocios y relaciones incompatibles, que no son propias para el tipo de funciones que se realizan en la administración de justicia.  Me ofrezco a trabajar este tema con las compañeras y compañeros que así lo quieran, para poder tener una transparencia absoluta de que el personal dedicado a impartir justicia, son personas que reúnen el perfil ético adecuado y que le puede dar la confianza a la ciudadanía, de que no hay ningún interés oscuro, ni siquiera incompatible a la hora de ejercer las delicadas funciones que en distintas áreas se ejercen aquí.

El segundo tema, es una idea vieja, es que efectivamente hay que realizar un análisis de riesgo por área, para poder generar una política pública de acuerdo a los riesgos detectados, con la ayuda de la Unidad de Control Interno, que ha venido trabajando en ese tema y de las distintas instancias del Poder Judicial, hay que hacer una análisis de riegos de cuáles son las vulnerabilidades de la judicatura costarricense, la fiscalía, la policía y con base en las áreas detectadas, generar políticas específicas para abordar esas vulnerabilidades, entre esas está el nivel de endeudamiento de los empleados, estimo que la Institución tiene un vacío sobre esos temas y que es totalmente compatible con la idea expuesta por los Magistrados anteriores, de hacer un seguimiento específico y podría incluso especificarse todavía más cuáles son las vulnerabilidades que específicamente tendríamos frente al crimen organizado, pero quisiera llevarla mas allá para que sea en toda la materia de corrupción en general.

Luego, como ustedes saben, existe una comisión de transparencia, hago de su conocimiento que cuando en aquel entonces, el Presidente, Magistrado Mora, la propuso, precisamente era para que fuera una comisión que estudiara las políticas anticorrupción que este Poder de la República podía emitir; sin embargo, los Magistrados de aquel entonces, hubo una reticencia de hacer una comisión sobre ese tema, sino más bien hacerlo con otro enfoque sobre la transparencia institucional, pero la idea era precisamente la que aquí se ha comentado, de poder abordar estos temas con la fiscalía y con la policía y poder coordinar acciones concretas, para tener políticas preventivas y reforzar las represivas, para tratar el tema de la corrupción en general y el crimen organizado en particular.

La comisión se desnaturalizó y habría que pensar si se reestructura o se elimina y se sustituye por alguna de las que se han propuesto o si se reestructura y asume las funciones que aquí se han propuesto, porque me parece que habría repetición de funciones en algunas áreas.

Me pongo a la orden suya, señora Presidenta, Magistrada Villanueva, y de esta Corte, en lo que pueda aportar, sigo apoyando los proyectos de la discusión de la jurisdicción especializada, que sé que tiene sus pro y sus contra, y también de la reestructuración completa del régimen disciplinario de esta Corte, que incluye no solo aspectos legales sino estructurales para que el Tribunal de la Inspección Judicial pueda estar a la altura de los retos de los tiempos, que es un área que esta Institución tiene abandonada, la población judicial ha crecido, el nivel de dificultad de casos ha crecido y se le ha dotado de muy pocos recursos para que puedan hacer frente a los nuevos retos; es lo único que quería aportar”.

Refiere el Magistrado Arroyo: “No quisiera ser reiterativo, porque lo fundamental se ha ido perfilando, qué es importante y qué no en esta discusión; sin embargo, quisiera hacer algunos énfasis, en primer lugar agradecer el reconocimiento que se ha hecho por todas las personas que hasta ahora han intervenido, en el sentido de reconocer que ha habido acciones importantes y así lo es, hemos trabajado en los últimos dos años, me atrevería a decir como nunca antes se había sistematizado y abordado problemas muy puntuales, para enfrentar precisamente los casos que cíclicamente la opinión pública conoce, como graves casos de penetración o de influencia de criminalidad organizada en el Poder Judicial.

Agradecer esto, porque efectivamente este es un Poder de la República muy complejo, con muchas instancias, donde muchas veces la falta de información y comunicación que tenemos en esta Cámara, en el Consejo Superior y en todas las instancias del Poder Judicial, dificultan el conocimiento de lo que realmente se está haciendo en unas y otras áreas.

Lo segundo que quisiera enfatizar es que estoy convencido de que una inmensa mayoría de funcionarios judiciales, jueces, juezas, fiscales, fiscalas, defensores, defensoras, personal de apoyo, policías del Organismo de Investigación Judicial, son personas que se desempeñan con probidad, sentido del servicio público y de manera muy excelente en los resultados que día a día tenemos.

Pensaba hace unos minutos, que todos los días en este país se conocen asuntos de narcotráfico, donde los jueces, juezas, fiscales, fiscalas, defensores y defensoras, cumplen con su cometido y no trascienden, porque precisamente cuando trascienden es cuando nos equivocamos, cuando hay un grave caso como el que ha motivado esta sesión extraordinaria de hoy, o en fin, se revelan las debilidades que podamos tener, esto para decir que sí creo en esa probidad, en esa voluntad de hacer y dar el mejor esfuerzo y por esa razón no conviene hacer generalizaciones como se ha dicho aquí.

Es importante lo que la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, ha informado en esta Corte, pero quisiera decir para no reiterar lo que ella ha dicho, que en todos y cada uno de los temas que ha expuesto, hay resultados concretos, que el Ministerio Público del 2014 no es el mismo del 2011, que estas iniciativas han transformado la organización y el funcionamiento del Ministerio Público para la atención de estos asuntos y que hoy contamos con un Ministerio Público mucho más especializado, con muchas más herramientas tecnológicas y más capacidad de responder al tema del narcotráfico, de lo que teníamos hace dos años.

La segunda cuestión que quiero plantear, es que con gran seriedad el equipo CARSI-FIU de la Universidad Internacional de la Florida, liderado por el ex Magistrado de esta Corte, don Daniel González Álvarez, ha trabajado con la seriedad, profundidad y el conocimiento que tienen él y su equipo, de la realidad penal nacional y de los problemas penales de este país, en el tema que la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, revelaba como la reducción de barreras jurisdiccionales, para la aplicación de una jurisdicción centralizada y especializada, es decir, a un mes plazo cuando se finiquite la fase de este Proyecto que hemos venido trabajando con este equipo de la Universidad Internacional de Florida y con recursos de la colaboración de los Estados Unidos de América, en ese plazo vamos a tener una propuesta, un anteproyecto que concreta la centralización y especialización de una jurisdicción en materia de crimen organizado.

Como bien lo decía la Magistrada Hernández, este no es un tema pacífico, sino de pro y contra y como toda decisión política, de la manera más objetiva y sensata, tenemos que valorar las ventajas y desventajas que tiene una jurisdicción centralizada, se supone, en San José, donde los grandes temas de narcotráfico, puedan ser muchísimo mejor investigados, detectados, controlados y puestos ante la justicia como debe corresponder.

Estamos hablando de un producto que está a un mes plazo, no más allá, porque a mes y medio finiquita esta fase de la consultoría que se ha estado preparando en esta materia.

En tercer lugar hemos hablado de la expansión del sistema de rastreos de casos y el desempeño que actualmente tiene el Ministerio Público en este tema, no es un tema menor.

Debo informar a esta Corte, que hay un plan piloto en el Primer Circuito Judicial de San José, precisamente para el rastreo, seguimiento y control de los casos de narcotráfico, con estas aportaciones que nos ha reseñado la señora Presidenta, estamos en condiciones de anunciar a esta Corte y al país, de que esta es una estrategia que se va a amplificar en todo el territorio nacional y que vamos a seguir dando pasos, para que las herramientas tecnológicas que permiten la detección y control de estos casos, sean muchísimo más eficientes y eficaces.

Estamos hablando de resultados, no de propuestas, de lo que vayamos a hacer o de lo que tenemos en mente realizar algún día, ¡No!, es lo que se ha venido haciendo en los últimos dos años.

También quiero decir que con respecto al software, el hardware y las licencias informáticas respectivas, también son equipamientos que con la colaboración internacional están en el Ministerio Público, es decir, ésta es una inversión que, como bien aclaraba la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, no significó un impacto en los presupuestos ordinarios del Poder Judicial, sino que son impactos que se financian con ayuda externa y que obviamente en la actualidad hacen del Ministerio Público, una entidad mucho más preparada para el tratamiento de estos asuntos.

Finalmente, quiero referirme a la capacitación especializada, con la misma seriedad, profundidad, diligencia y conocimiento de estos temas, en el marco de CARSI – FIU logramos diseñar un curso que contiene 12 módulos, en donde se han capacitado 36 personas del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, jueces y juezas de juicio del país, incluidas las zonas que se han percibido como vulnerables, precisamente para que tengan el conocimiento y la actualización necesaria.

En el Ministerio Público han sido 94 las personas, que en el marco de esta misma colaboración internacional se han capacitado.

Quiero finalmente enfatizar este aspecto, de lo que la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, explicó, hay resultados, no son simples propuestas, se ha trabajado con mucha seriedad.

Normalmente estos temas se ligan al problema del nombramiento y capacitación de jueces y juezas en el país y a la capacidad institucional de disciplinar en aquellos asuntos donde no se pueda evitar que haya fallas, errores, incluso faltas graves o hasta casos de corrupción, es decir, en el caso de CARSI – FIU, les solicitamos una consultoría especializada a cargo de la ex jueza, doña Marielos Londoño, que con el borrador, por decirlo así, del proyecto o anteproyecto de Ley Orgánica del Poder Judicial que hemos venido trabajando por años, ese texto fue tomado por ella y su equipo, ha sido totalmente revisado, en el proceso surgió la necesidad de que no solo la perspectiva penal fuera introducida sino también la contencioso – administrativa y laboral fueran integradas en una modernización del sistema disciplinario del país y del Poder Judicial, y creemos tener un borrador que también ayudará mucho en la respuesta disciplinaria que hagamos de estos casos y muchos otros.

En síntesis y para no ampliar demasiado, quiero decir que efectivamente se han tomado las medidas necesarias desde hace muchos años e incluso desde antes de que esta administración presidida por la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, entrara a gobernar el Poder Judicial, porque el mérito de la iniciativa fue de nuestro señor ex Presidente, el Magistrado Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g.) y el equipo que entonces lo asistía, donde estaba de manera destacada la Magistrada Hernández.

Quiero decir que las estrategias para evitar los dolorosos hechos que finalmente han reventado como un caso más en el Poder Judicial costarricense, han sido previstos diligentemente, seriamente, con trabajo de muchos colaboradores, porque cuando les digo “borrador de una propuesta disciplinaria” les estoy hablando de por lo menos año y medio de trabajo, con siete talleres, donde han intervenido todos los sectores del Poder Judicial y con una asistencia técnica de muy alta calidad.

Cuando les digo 36 funcionarios de alto nivel, jueces, juezas, defensores, defensoras, fiscales, fiscalas, Organismo de Investigación Judicial, que son sobre todo jerarcas de estas instituciones, les estoy hablando de 12 módulos de preparación en todo el conocimiento sustantivo de lo que es el crimen organizado y el narcotráfico, de las metodologías de abordaje, instrumentos que tiene que tener cada una de estas instancias a lo largo de este proceso.

Si tienen alguna duda todavía, pregunten a las personas que han sido participantes en estos talleres y cursos, los cuales han sido calificados con la más alta calificación posible, porque ha sido un trabajo muy serio.

De manera que quiero terminar diciendo que hay otros temas que no son en el marco CARSI – FIU, que tienen que ver con el Centro de Intervenciones Telefónicas, que es un instrumento absolutamente necesario y que con recursos propios ha venido trabajando el Poder Judicial, en este momento está el equipo de jueces y juezas especializados nombrado, estamos esperando el reforzamiento edilicio de los edificios que requieren una preparación especial, para la instalación de los equipos especializados, que son también donación de la cooperación de los Estados Unidos de América y una vez recibido esto, que esperamos sea en los próximos meses, solo restaría la capacitación y nombramiento de los analistas que son policía especializada que trabajaría con estos jueces y juezas y con el Ministerio Público.

Por razones de seguridad no puedo dar más detalles, ustedes comprenderán que este será un centro neurálgico, en  la captación y en el seguimiento de estos temas y por supuesto también, dos cuestiones más que fueron mencionadas, pero que aunque indirectamente pueden ayudar muchísimo a que superemos estos problemas que cíclicamente se nos presentan.

El primero de ellos es el Anteproyecto de Jurisdicción Especializada en Crimen Organizado, como lo mencioné y el otro es la reforma al régimen disciplinario, esto junto con el Reglamento Integrado de Evaluación de Desempeño ya aprobado por esta Corte y el Centro de Apoyo de Gestión Interinstitucional, donde los distintos esfuerzos, por distintos equipos que se han venido haciendo para mejorar la gestión jurisdiccional, puedan tener finalmente un solo cause, mando e integración, para mejorar todo lo que es gestión.

Claro que una oficina judicial bien controlada desde el punto de vista de su gestión, es una oficina también donde menos posibilidades de corrupción han de haber y ahí donde hay desorden, falta de controles y de seguimiento, es un terreno propicio para los actos de corrupción, así que no es despreciable lo que esta misma Corte ha hecho, con el tema del Reglamento Integrado de Evaluación del Desempeño y con la iniciativa de la Presidencia en cuanto al Centro de Apoyo de Gestión Jurisdiccional”.

Señala la Magistrada Pereira: “En primer lugar, nos da satisfacción que estemos todos tan preocupados en las cosas del Gobierno de este Poder Judicial.

Todos los lunes que somos convocados a sesiones de Corte se analizan asuntos de importancia para el Gobierno Judicial y debemos empezar por llamar la atención para que estas convocatorias de Corte las tomemos como es realmente, como una de las obligaciones propias de nuestros cargos, porque no es ante la existencia de algún hecho de trascendencia para la comunidad nacional, que debemos comparecer.

Desearíamos que los 22, salvo las excepciones desde luego, porque se encuentren en otras funciones de su cargo y que se supone ha de estar su suplente, los 22 deberíamos siempre estar avocados al conocimiento de estos y muchos otros temas que se incluyen en la agenda semana a semana.

Me llama la atención desde luego, que enfoquemos tanto el aspecto de la judicatura, porque la penetración de los problemas de criminalidad organizada y de asuntos de narcotráfico, permean en sí todo el Poder Judicial, no solo la Judicatura y tenemos que tener, me parece, una evaluación general en investigaciones como ésta y muchas otras que se han dado, también se ha tenido bajo la investigación, funcionarios que no necesariamente son jueces y debemos ver la ampliación de todas estas disposiciones en el tema general del servidor y servidora judicial, a quienes tenemos que exigir desde luego una probidad demostrada, en eso he de decir que desde luego todos y todas, estamos de acuerdo con todas las acciones que han sido emprendidas por la Presidencia y todo el grupo de apoyo desde hace muchísimos años.

Venimos trabajando en los perfiles por competencias, debemos trabajar, y ya se está haciendo, en los famosos parámetros de la evaluación de carrera judicial, porque es lamentable, pero hay quienes se preocupan muchísimo por sacar la máxima calificación en la evaluación académica y dejan de lado muchos de los otros aspectos que son de suma relevancia, esos parámetros para la elección de los elegibles en la carrera judicial deben ser sujeto de valoración para establecer los cambios que nos permitan seleccionar evidentemente los mejores y no aquellos que se encierren a estudiar un mes para dar una evaluación académica correcta.

Debemos igualmente, preocuparnos no solamente de los antecedentes e investigaciones de trabajo social y psicología al inicio para el nombramiento, sino que debe ser en aquellas funcionarias y funcionarios judiciales que tenemos tiempo de estar laborando y que evidentemente también tenemos que ser evaluados en forma constante.

Recuerdo que hace poco tiempo, en el Organismo de Investigación Judicial, aprobamos en la Comisión, que las evaluaciones psicológicas de los servidores y las servidoras judiciales, deberían de ser en un período no más allá de 5 años, en una evaluación permanente, precisamente por las situaciones que pueden darse durante el ejercicio del cargo, y la Sala Tercera, ustedes han escuchado varias veces que lo hemos hablado en el seno de esta Corte, ha tenido como una buena práctica, hacer las visitas a las jurisdicciones territoriales.

Cada vez tengo que decir que se enriquece mucho el conocer cómo es que se desempeñan cada uno de los servidores judiciales en los otros circuitos territoriales, estimo que cuando esta semana recién teníamos programada, simple y sencillamente, porque así estaba el cronograma, detectando cuáles son las zonas en que hemos tenido mayor conocimiento de algún tipo de problema que se presente, la Sala pensó en programar las visitas primero por la Zona Atlántica, luego la Zona Norte, Guanacaste, y posteriormente la Zona Sur, y estábamos en esta visita de la jurisdicción de la Zona Atlántica, cuando se nos informa precisamente como una de las inquietudes, que se aprobó en el Consejo Superior un informe del Departamento de Planificación, que da cuenta de que dada la situación de que los datos estadísticos de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de esa zona han mejorado, se aprueba eliminar la plaza que habíamos logrado con mucho esfuerzo, solicitar para que se creara de una subjefatura en esa Provincia, y ¿por qué se solicitó esa plaza en la Subjefatura de la Delegación de la Zona Atlántica?, se solicitó precisamente porque era una zona que se tiene identificada, como una zona compleja de investigación, por la índole de los hechos que ahí se investigan, y resulta que cuando llegamos a establecer un parámetro aceptable de reducción de la espera para las personas que interponen denuncias, del término de investigación y consecuentemente me llama mucho la atención, que ahora hay muchos asuntos en los juzgados penales y tribunales de Limón, precisamente es porque hemos logrado descongestionar y dar mayor eficiencia a las investigaciones y mayor eficacia en los asuntos que son sometidos a investigación y cuando eso se comprueba estadísticamente, el premio a ese trabajo es eliminar la plaza extraordinaria que se solicitó.

En la Sala Tercera traemos una instancia, después de que hicimos esta visita la semana pasada, de que se recupere a la hora de analizar el presupuesto, esa plaza que se está eliminando, porque volvemos a quitarle una pata al banco, como decimos.

Logramos que se hagan equipos de trabajo especializados en una zona que se sabe es de criminalidad organizada y cuando logramos estabilizar eso, estadísticamente se dice: tienen mayor resolución de asuntos que las otras delegaciones del otro país y consecuentemente, esta plaza que se había aportado se puede eliminar, es que ahí es donde me preocupa mucho, no podemos obviar que la criminalidad organizada no esta solo para que sea resuelta por los jueces y las juezas sino que intervienen en la solución de esos casos desde el Organismo de Investigación Judicial, en este caso en la Zona Atlántica, reforzada y ahora eliminándose el refuerzo aportado, Ministerio Público reforzado y ahora se ve la necesidad de reforzar el tribunal, porque es consecuencia de la solución de todos estos casos que estaban pendientes y nos devolvemos a decir que como ya estos casos se han solucionado y han pasado con algún tipo de resolución para que los tribunales la resuelvan, eliminemos la plaza que se había aportado.

En este tipo de zonas no podemos actuar solo por cantidad sino por la calidad de los hechos que se investigan y se resuelven y tenemos que tener la cantidad de recursos que la zona necesita y no solamente eso, sino también dar el plus que la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, está proponiendo, porque no podemos seguir teniendo solamente zonaje en aquellas zonas que son de alto riesgo para las investigaciones y que cuando se corre alto riesgo y les decía a los jueces, juezas y todos los funcionarios y funcionarias que se reunieron con nosotros en la Provincia de Limón, la semana pasada, es que corrupción no solamente es que venga a recibir un dinero por no hacer un acto, sino que corrupción también es y tenemos muchos hechos denunciados, que se soliciten diligencias que son justificadas de intervención inmediata por parte de los jueces, juezas, fiscales y fiscalas y se diga que no se puede realizar hoy, sino mañana a la hora en que mi agenda tenga un espacio, como si la criminalidad está esperando para que un acto de allanamiento o en los casos de levantamiento de cadáveres, esperen a que el juez tenga un espacio en la agenda para hacerlo, la criminalidad no tiene calendario como les decíamos los Magistrados de la Sala Tercera la semana pasada a todos los servidores de la Zona Atlántica, los actos que se solicitan y que están fundamentados porque tienen que realizarse en una hora determinada, tienen que ser atendidos por nuestros funcionarios en esa hora en que se requiere.

Venimos -y quiero decirlo hoy porque sí lo conocemos en la jurisdicción- enfrentando desde hace mucho tiempo, quejas por actos que los jueces y juezas no permiten hacer en forma inmediata o actos como el que les voy a contar, que se solicita un allanamiento y el juez o jueza viene y dice que de previo a dar la orden de allanamiento, vayan y convenzan al imputado para ver si les permite a ustedes entrar por disposición de él en su casa, para no tener que ir un juez a hacer una diligencia de allanamiento.

La misma Defensa Pública nos decía en Limón la semana pasada, que se oponen porque el imputado no tiene por qué prestar anuencia para que se haga prueba en su contra, pero les agregaba eso, y si no presta la anuencia desde luego que ya tiene conocimiento de que se va a hacer el allanamiento y evidentemente desparecerá toda la evidencia que puede ser posible; pues hechos como estos vienen suscitándose, y no me atrevería a decir que es solo en la jurisdicción penal, es en todos los ámbitos.

Quiero decir algo, las disposiciones que aquí se han tomado, que son muy atinadas, lo que han dicho el Consejo Consultivo y que han puesto sobre la mesa hoy, evidentemente debemos aprobarlas, pero debemos de extender esas disposiciones a todos los órganos que prestan la colaboración con la administración de justicia, porque no están vacunados los demás servidores para que no los cobije las disposiciones que estamos tomando.

Se propone igualmente, que se cree una Comisión de Transparencia, hay que elaborar los lineamientos de las funciones que deben ejecutar, el Organismo de Investigación Judicial -como ustedes saben- tiene una oficina de planes y operaciones, que nos puede identificar las zonas de vulnerabilidad, sería muy importante y le había dicho a los directores del Organismo de Investigación Judicial, que muchas de las cosas que aquí no disponemos es porque no las conocemos, que es muy importante que así como fuimos la Comisión del Organismo de Investigación Judicial a ver como tienen sistematizado todo el país, para conocer los focos de incidencia, lo conocieran todos y todas las señoras Magistradas y propondría que eso, porque hasta importante es para todos y cada uno de nosotros, saber cómo esto está plenamente identificado.

Ahora se nos hace ver, que se ha enfocado mucho con los paquetes tecnológicos para el Ministerio Público, pero recuerdan que hace pocos meses estuvimos aquí diciendo y aprobando medidas urgentes, para el Organismo de Investigación Judicial, en el sentido de que mucho de lo que se hace para la creación de tribunales, de tecnología, debe cubrir necesariamente todos los ámbitos del Organismo de Investigación Judicial, y por ello tengo que abogar, porque sería una irresponsabilidad para mí, como quien coordina la Comisión de Enlace Corte-Organismo de Investigación Judicial, que no se tomen todas las previsiones, empezando por la que ya les puntualicé, de retomar la plaza que están quitando de la subjefatura del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para que no solo se mantenga sino que se haga ordinaria, pues la zona ha demostrado suficientemente que lo necesita.

La propuesta de centralizar la jurisdicción de tribunales especiales en temas de narcotráfico, como bien lo decía el Magistrado Arroyo, es un tema que debemos analizar, la creación de los tribunales especializados de delitos funcionales en San José, y con él mismo lo he discutido en algunas ocasiones, ha determinado también un recargo de todo lo que es juicios complejos, de mucho tiempo, en una sola jurisdicción y eso más bien deberíamos de analizarlo, porque está colapsando a los tribunales del Segundo Circuito con hechos complejos, es un tema que requiere también que evaluemos con mucho detenimiento.

Pero vengo aquí a retomar algo, don Luis Paulino, que en grata memoria está, había hablado e instaurado los famosos consejos ampliados, que algunos los acompañamos, y ¿por qué se eliminó los consejos ampliados?, quiero instar a esta Corte para que los retomemos, en éstos se escuchaban a las fuerzas vivas de la comunidad, sobre las quejas de cómo se administraba la justicia en cada jurisdicción territorial, también las quejas de los servidores y servidoras judiciales, se reunía después a todo el personal para ver qué respuesta tenía sobre las quejas que tenía esa comunidad y ahí se descubrieron muchas cosas que estaban caminado irregularmente y posteriormente nos reuníamos a ver cómo le íbamos a dar solución, pero ¿qué pasaba?, personalmente le dije a don Luis Paulino en aquella ocasión ¿por qué se eliminan los consejos ampliados?, y me dijo: ¡Porque tengo que andar detrás de todos y cada uno de los compañeros Magistrados y Magistradas, para que al menos uno de cada Sala nos acompañe!, ¡Eso es inconcebible!, pero si la Presidencia tiene una acción que es buena y que nos retroalimentará en lo que debemos de solucionar, ¿cómo podemos pretender que la Presidencia tenga que andarnos jalando para que nosotros lo acompañemos?, empezando, hay que hacer una labor de concientización por nosotras y nosotros, en el sentido de que tenemos que abordar estos temas, y dar apoyo porque no se trata de decir aquí ¡señora Presidenta, Magistrada Villanueva, cuente conmigo!, es que entre el dicho y el hecho a veces hay mucho trecho, es que tenemos que demostrar con nuestras acciones, que estamos dispuestos y dispuestas a colaborar en todas aquellas acciones que hoy se tome aquí para emprender y tratar de eliminar los focos que podrían estar contaminando.

Me parece que un hecho aislado no puede decir que es que hay crisis en este Poder Judicial, efectivamente al igual que la Magistrada Hernández, la mayoría de nuestros servidores y servidoras judiciales trabajamos con mucha mística para tratar de hacer lo mejor y que tomando las acciones pertinentes, podemos demostrar a la ciudadanía y a todo el país, que el Poder Judicial está preocupado por el tema y que la actuación de un servidor o servidora judicial, requiere en todos los casos de una investigación, que por su mismo nombre no puede ser dado a conocer hasta tanto el hecho no se tenga todos los elementos, para evidentemente mostrar elementos que al menos la tengan o lo tengan como sospechosa de un hecho criminal, y por eso es que ¿cuándo es que se habla en los medios de comunicación de esto?, cuando evidentemente en el hecho se tienen los suficientes elementos de prueba, se descubre y se tiene que hacer público, de conocimiento de todos, pero significa esto un trabajo que tiene tres años de venirse investigando, hasta tener los elementos suficientes para poder vincular a alguien y que no ha terminado una investigación, que pueden haber otros involucrados, que por eso me refiero a que no solamente pueden ser los jueces y juezas sino que puede ser personal auxiliar, personal del Ministerio Público, del mismo Organismo de Investigación Judicial, y que esta tarea de investigación es compleja, que en su mayoría, desde luego bajo la dirección del Ministerio Público, recae sobre el Organismo de Investigación Judicial y que por eso los reforzamientos que se den, tienen que necesariamente tomarlo en cuenta.

Las visitas y los consejos ampliados se constituyen en una necesidad, para que tengamos conocimiento de primera mano, de cómo se está administrando la justicia en todo el territorio nacional, las visitas programadas también de la Comisión del Organismo de Investigación Judicial, se han convertido en una retroalimentación para la Sala Tercera, porque ahí tenemos conocimiento de irregularidades que se presentan con los jueces en muchas diligencias, por eso les decía a los servidores y servidoras la semana pasada, que corrupción no es solamente tomar el dinero, sino es retrasar los actos que se necesitan realizar con urgencia.

Si un funcionario o funcionaria del Poder Judicial, que tiene que abrir la puerta a la Institución y no llega a la hora que tiene que llegar, para que podamos entrar a ejercer nuestras funciones, evidentemente ahí se inicia el retraso en la administración de justicia, que redunda en un incumplimiento de nuestros deberes y por ahí empecemos a hacer una autoevaluación. Todos y todas tenemos el deber de cumplir con las obligaciones que tenemos a cargo y la primera obligación es ver cómo se trabaja en las jurisdicciones a las que nosotros, en última instancia, venimos a dar la cara ante la comunidad nacional. Para dar una respuesta a esto tenemos que conocer en el terreno de cada quien, cómo es que la justicia se está realizando.

Lo que quiero enfatizar es que, el crear en la Presidencia mecanismos de una información en áreas vulnerables. Si se retoma lo que existía de los Consejos Ampliados tendré ahí una fuente de retroalimentación que es importante, para que la Presidencia pueda contar en las Comisiones que conforme para esto con mayor información.

Me parece importante que ese mecanismo para establecer negociaciones o relaciones incompatibles de los funcionarios y las funcionarias que se vayan a nombrar, debe ser extendido a todos los servidores y a todas las servidoras que están nombradas. No debe circunscribirse a todos aquellos que solamente quieren optar por el puesto, porque ya sabemos que quien quiere optar por un puesto, pues pone “la casa limpia” para que la vean. El problema es cuando “esa casa limpia” se empieza a ensuciar a través del tiempo y no hay nadie que se dé cuenta que esa casa empezó a ensuciarse. De manera que, todos estos mecanismos deben ser aplicados.

En síntesis, durante todo el ejercicio de la función y extenderse para todos los ámbitos del Poder Judicial, porque todos, absolutamente todos tienen que ver con la administración de justicia de este país”.

Manifiesta el Magistrado Rueda: “Particularmente celebro el tiempo que le estamos dedicando a este tema. La disposición que se ha tomado para efectuar una ardua discusión sobre distintos puntos de vista.

Felicito a la señora Presidenta por la reacción que ha tenido, rápida y oportuna, estableciendo con claridad las medidas que debemos tomar dentro del Poder Judicial.

Como ya se ha indicado, hay que tener claridad con nuestro cuerpo de jueces y juezas y lo extiendo –por supuesto- a los auxiliares y a todo el equipo de apoyo. Hace honor a su integración y a su compromiso con el Poder Judicial, de forma tal que, por unos errores no se puede hacer una generalización indebida. No obstante, quiero plantear que, cuando en el año 2006 hice un trabajo sobre corrupción judicial, estos temas no estaban presentes, por lo menos no en la dimensión que ahora está.

Por supuesto, llama la atención cuando décadas atrás hubo un intento directo del narcotráfico por penetrar sobre todo al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo. En ese momento Costa Rica tuvo una reacción muy oportuna. Se hicieron las investigaciones del caso y lo interesante fue que, la Divina Providencia salvó al país de que, un Presidente de la Asamblea Legislativa mezclado con el narcotráfico ingresara a ese cargo.

Este caso afortunadamente no está involucrando la cúpula del Poder Judicial, pero sí está involucrando a una jueza de la mayor categoría, siendo la Coordinadora de los jueces penales en Limón.

Por otro lado, este caso también está haciendo referencia –según se me ha informado- a que no es solo una cuestión aislada, sino que entiendo hay más funcionarios siendo investigados, incluso no solo de Limón.

Ante estas circunstancias tan particulares se asoma un gran problema, en el sentido de que el narcotráfico –y lo expresó ayer el señor Fiscal General de la República en el programa de Amelia Rueda- que el narcotráfico en una dimensión todavía que se puede afrontar, pero ciertamente está penetrando el Poder Judicial. A partir de esa situación se requiere tomar una serie de medidas, respecto a las cuales voy a hablar de manera muy concisa.

De mi experiencia que he tenido acá sobre todo en la Comisión de Nombramientos y cuando la Sala Constitucional ha tenido que nombrar candidatos a magistrados suplentes, he visto la gran importancia de que se haga un verdadero estudio de vida y costumbres, porque muchas veces lo que se refleja en los papeles, en los currículum, no es suficiente para tener una imagen del rendimiento de la persona, sino también su comportamiento.

Hago una propuesta muy concreta. Una de las debilidades de nuestro sistema actual es que, hacemos un estudio cuando se va a contratar la persona; ahora se aprueba una evaluación del desempeño, pero esa evaluación del desempeño tiene que extenderse a una evaluación del comportamiento. 

Siento que el estudio de vida y costumbres tiene que ser rutinario y por lo menos cada cuatro años (por poner un período), tiene que hacer una especie de reestudio de comportamiento que están teniendo las funcionarias y los funcionarios judiciales, por lo menos de los más altos cargos, a los efectos de establecer si realmente se están ajustando a esos parámetros éticos. No estoy hablando de la ética de la “galletita” ni cosas de ese tipo, hablo de cosas serias como la penetración del narcotráfico o violación de la imparcialidad del juez o la jueza.  

 Lo digo directamente, no tenemos que quedarnos ahí, porque si hablamos de imparcialidad del juez o la jueza, cuando se consulta algún dato de algún juez o jueza, debería existir la costumbre de que el juez o la jueza pueda recibir solo cuando están las dos partes presentes y nunca -en ningún caso- a una sola de las partes, siendo una de las costumbres que tiene que erradicarse radicalmente.

El otro punto del que se ha hablado es precisamente que debe existir una legislación que hable de las incompatibilidades en el cargo, porque hay muchas cosas que se hacen por la costumbre, no necesariamente por mala fe del funcionario o funcionaria judicial. Sin embargo, son cuestiones que en alguna u otra forma ponen en jaque el tema de la imparcialidad del juez y la jueza y, en este se navega en una absoluta incerteza jurídica. Que bien que se logre establecer y –sería esta la segunda propuesta- un instrumento jurídico concreto en que, se haga un catálogo de esas incompatibilidades en el cargo que tienen sobre todo los jueces y las juezas. 

El tercer tema es que ya se nos dijo que de ahora en adelante cuando vayamos a nombrar jueces o juezas superiores, nos darán acceso a ese sistema especial, para tener la posibilidad de ver más allá de un simple currículum. Francamente hay que decirlo ese programa tenía cuatro o más años de estar ahí y en ningún momento se nos habilitó. No tenemos que confiarnos. Lo que creo es que tal vez haya otras cosas que podamos utilizar, que no se han activado aún y que la Comisión que se ha planteado aquí las desarrolle.

Siento con todo respeto que la Comisión de Transparencia no es práctica para estos efectos. Está conformada con mucha gente y es poco ejecutiva. Un tema de este tipo tiene que ser manejado por un “petit comité" y ese “petit comité” por la importancia de mi propuesta es que sean los Presidentes de Salas en conjunto con la Presidencia de la Corte. Tiene que ser al más alto rango posible y, por supuesto, tiene que estar integrado el Fiscal General de la República sin la menor duda. Considero que fue muy valiente cuando en días pasados ni disminuyó el problema, pero tampoco lo escondió.

Finalmente en cuanto a la declaración jurada de los jueces y las juezas, creo que sería importante y -esta sería mi última propuesta- plantear una reforma o un estudio a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, para los efectos de que nosotros mismos podamos asumir el control de esas declaraciones juradas, pues en este momento no se puede hacer, porque es solo función de la Contraloría.

La Contraloría General de la República se ha descentralizado de muchas tareas. Hay muchas que las delegado con el tiempo en dependencias propias de la Administración, esta podría ser una y aquí se tendría más tiempo para que de manera efectiva, se evalúen esas declaraciones juradas y se vea el estilo de vida de todos los jueces y las juezas, incluyendo -por supuesto- a los señores magistrados y a las señoras magistradas, corresponde al nivel de ingresos que están teniendo.

Reitero, este no es un asunto para hacerlo más grande, pero tampoco para disminuirlo.

En el momento en que hice esa investigación en el año 2006, ni por asomo se veía que un problema de narcotráfico se estuviera asomando. En esa oportunidad había una persona que estaba siendo investigada y así se notaba que era una situación aislada, pero en este caso, aunque son pocos, no menos cierto es que son de varias zonas y no solamente a nivel de jueces y juezas, sino también a nivel de personal de apoyo.

Celebro el tiempo que le estamos dando a este tema. Estos son los temas que valen la pena en esta Corte discutir. 

En concreto estoy de acuerdo en crear una Comisión o pequeño Comité. Mi idea es que estuviera compuesto por las personas de las más altas jerarquías en la Corte”.

Interviene la Magistrada Arias: “Quiero referirme en primera instancia a todo lo que tiene que ver con los temas de corrupción y, en ese sentido, tal como lo señala las normativas existentes internacionales y nacionales, la corrupción debe ser prevenida, investigada y sancionada. Ese es el mandato que tenemos en esta Corte. Prevenir hay algunas preventivas y sobre eso me voy a referir más adelante.

Quiero señalar que luego de haber ejercido la judicatura por 28 años, tengo un respeto absoluto por nuestros jueces y nuestras juezas. Este es un tema muy puntual y enhorabuena que ha llamado nuestra atención para tener esta discusión esta mañana, sobre todo considerando que esto ha traído muchos efectos en muchos de nuestros compañeros, que hoy día se sienten bastante desmoralizados y desmotivados por lo que está pasando.

De hecho cuando estuvimos en Limón por un tema totalmente casual, íbamos a otra actividad, tuvimos que empezar dando un mensaje de motivación a nuestros colegas. Señalando que hay un respeto absoluto por nuestra judicatura, por la formación de ellos y ellas y que este es un tema aislado. Que siempre tenemos que guardar esperanza de que vengan tiempos mejores y que esta investigación será algo muy puntual.

Estoy totalmente de acuerdo con las propuestas que han hecho tanto la señora Presidenta cuanto el Consejo Consultivo.

Quiero retomar lo que ha señalado el Magistrado Castillo. Son muy valiosas sus propuestas. El Magistrado Castillo hace una propuesta de una campaña de sensibilización. Es necesario que sensibilicemos y este es un trabajo que tiene que ser igual que los procesos de mejora continua y tenemos que hacerlo todos los días, porque no es cierto que todos y todas estemos vacunados, ni blindados, sino que esto puede ocurrir en cualquier momento con lo cual es necesario trabajar en estas campañas de sensibilización. 

No obstante lo anterior, me permito señalar que vamos a tener que hacer algo más en esta campaña de sensibilización. No es suficiente con que nos llegue por correo electrónico que ya ni vemos y más bien borramos. Poner a trabajar a nuestros departamentos de prensa para determinar cuál es la comunicación que tenemos que hacer en este momento de las tecnologías de la información. No sé si será que tenemos que incluir a todos los funcionarios y funcionarias en una base de datos y enviarles un mensaje por su móvil, de forma que, podamos realmente llegar a estos compañeros y compañeras y con una campaña que sea atractiva. No con unos dibujos inventados, horribles, sino algo que sea gráfico, bonito y que nos permita hacer ese ejercicio de empatía que hay que hacer precisamente para entender que ese mensaje llegue.

También quisiera señalar de algo que algunos de los Magistrados y Magistradas señalaron, y es el tema de la capacitación; el Poder Judicial ha venido trabajando mucho los temas de capacitación judicial y en esto quiero rescatar lo que ha estado haciendo la Escuela Judicial.

Se cuenta con un programa de formación general básica, que es obligatorio para todos los funcionarios y todas las funcionarias nombradas en propiedad por primera vez. También cursos de actualización y el programa de formación inicial para aspirantes a la judicatura. 

He insistido mucho en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial sobre la necesidad de trabajar en los ejercicios de empatía, es decir, ponerme en el lugar del otro, porque resulta que trabajamos mucho desde el plano teórico, pero muy poco desde el plano práctico, siendo necesario que estos esfuerzos sean conjuntos, así como sea conjunta también, la actuación que tiene que haber, por ejemplo, con los cursos que se dieron bajo el apartado del programa CARSI-FIU, porque al menos el Consejo Directivo de la Escuela Judicial nunca vio esos programas, ni supo con relación a los mismos los temas sobre los que se trabajaba.

En ese sentido tenemos que tener una conexión para que, efectivamente lleguemos a buenos acuerdos. ¿Por qué señalo esto? Muchas veces estamos trabajando en líneas de acción totalmente diferentes. Mientras unos están anclados en viejas concepciones del derecho penal, sobre todo ligadas a la desaparición del proceso penal y a un hiper garantismo que ya no existe; que nos lleva incluso a medidas como las que indicaba la Magistrada Pereira, en el sentido de que, hay que pedirle permiso a la persona para ver si quiere que se le allane o no la casa, lo que nos lleva a una ilogicidad del sistema, al punto de decir: ¿Qué pasó? Si lo que estamos investigando es un delito. Si lo que estamos tratando de hacer es la intervención por la comisión de un delito en particular.

Tenemos que hacer un enlace que nos permita tener clara la visión de los cursos que se están realizando, no para hacer un control estricto de sus contenidos, sino todo lo contrario, para tratar de enriquecer todas las gestiones de forma que no lleguemos a esos extremos.

Esto fue así al punto que, siendo integrante de la Comisión de Transparencia, pues renuncié a esa Comisión un año después de haber sido nombrada, pero cuando conocí el tema que tenía que ver con la investigación del Tribunal de la Inspección Judicial, había hecho comentarios sobre la necesidad de que, se fortaleciera el tema en esa investigación que hacía doña Marielos Londoño, no solamente de las garantías penales, sino de lo que tenía que ver con la investigación administrativa, porque esto era una investigación administrativa y no una investigación penal, y que, nosotros tenemos claramente definidos los campos de investigación penal y, otro orden, que es el campo de la investigación administrativa, con lo cual celebro altamente que se nombrara a una persona, en este caso, a don Hubert Fernández quien conoce el tema de lo contencioso administrativo y lo que tiene que ver con la Carrera Judicial.

Mi intervención va por señalar la necesidad de que trabajemos fuertemente en la capacitación judicial, es un compromiso que hemos adquirido. Si ahora se aprobase por esta Corte que, dentro de las propuestas de mejora sea que comencemos a trabajar algo en específico sobre capacitación, ya no solo para un grupo de 30 personas, sino en forma transversal para todas las comunidades y todos los circuitos judiciales, con lo cual podemos contar con estos recursos. Me parece que ese proceso de capacitación tiene que ser un proceso de capacitación permanente.

También se ha comentado aquí sobre la necesidad de la creación y conformación de una Comisión. Personalmente tuve la oportunidad de trabajar en la Comisión de Transparencia y Rendición de Cuentas. Renuncié a esa Comisión por dos razones. Primero, porque tenía demasiado trabajo y segundo, porque me parecía que teníamos que tener una actuación no solamente en unos informes que se estaban dando internacionalmente, sino que me parecía que teníamos que trabajar precisamente con esto, con la prevención, la represión y la sanción de todo lo que pudiera, de una u otra forma, atacar al Poder Judicial.

Considero que esto se puede retomar con una Comisión Especial, vista la condición que se está planteando y esa Comisión a diferencia de lo que ya viene haciendo la Comisión de Transparencia, lo cual no quiere decir que no haya hecho un buen trabajo, al contrario ha venido haciendo un trabajo destacado en algunas áreas muy puntuales, que podamos trabajar en otras áreas no trabajadas, pero que son fundamentales para el tema de la prevención, represión y sanción de todo lo que tenga que ver con el crimen organizado”.         

         Expresa el Magistrado Chinchilla: “Hoy estamos ante una situación muy relevante e impactante, pero tenemos que identificarla en la forma correcta. En el Poder Judicial existe un compromiso institucional de respeto a la Constitución Política y a las leyes, así como, la lucha contra la corrupción, narcotráfico y criminalidad organizada, tanto a lo interno como a lo externo del Poder Judicial. Todo ello bajo el amparo de principios y valores morales, éticos y de probidad en el ejercicio de la función pública.

         Acuerpo y aplaudo la posición que ha tenido la señora Presidenta, por todos los aspectos con los que nos ha ilustrado las acciones concretas que se han tomado y las que a futuro deberían tomarse también, así como, la reacción inmediata sobre ello. Esto no había que dejarlo pasar y no se dejó pasar un solo instante. Aplaudo la actuación de la señora Presidenta y cuenta con mi apoyo en todo lo que sea necesario.

         Analizando las propuestas formuladas por las compañeras magistradas y los compañeros magistrados, me parecen de mucho realce. 

         Estimo que la propuesta que hace el Magistrado Jinesta con respecto a la creación de una Comisión, es muy importante. Una Comisión de alto nivel, donde se discutan asuntos delicados y se tomen decisiones. No diría que es una Comisión de crisis, ni de un aspecto extremo. 

Estos casos se han ido presentando. Ahora tenemos un caso importante sometido a los Tribunales de Justicia y veremos la resolución o resoluciones que se vayan a tomar sobre los mismos. Estoy seguro que la gran mayoría de jueces y juezas de este país son personas honesta, honrada, proba y que se dedica a su trabajo. Lo digo principalmente porque muchos o la mayoría de estos jueces o juezas que están confrontados con el crimen organizado y lo digo en el buen sentido, no están de su lado, sino que están por luchar contra el crimen organizado, son jueces y juezas del ámbito penal, a los cuales conozco también. 

Debemos ubicar bien el asunto; señalar los casos concretos y llamar a alerta sobre los mismos, pero son asuntos puntuales. No quiero decir que debamos bajar la guardia o estar confiados. El narcotráfico y el crimen organizado rondan los ámbitos judiciales, como rondan también otros ámbitos del quehacer político e institucional en el país. El Poder Judicial no debe bajar la guardia.

La propuesta del Magistrado Jinesta me parece muy acertada la conformación de una Comisión que estudiará y analizará asuntos importantes. Los asuntos que están siendo sometidos a causas penales, son asuntos de conocimiento propio de los Tribunales.

Hay algo que me parece importante tomar en cuenta. Si las resoluciones judiciales llaman en alerta a la ciudadanía, es porque algo está sucediendo también. Aquí es donde todos nosotros tenemos que hacer un alto en el camino y debemos ver qué está pasando con todo esto.

Hoy día se presentan algunas situaciones que me parece deberíamos comportarnos de manera más agresiva en el buen sentido de la palabra; más decididos con lo que tenemos y debemos hacer y, exigir –es una de las propuestas que hago- mayores controles para el nombramiento de jueces y juezas en el país. Estoy hablando de todos los ámbitos y todas las materias, especialmente en el ámbito penal, que es el más cercano a la posible invasión de fuerzas del crimen organizado y el narcotráfico, que son los que manejan el poder económico, porque para un narcotraficante desprenderse de cincuenta millones de colones o cien millones de colones no representa gran cosa; pero si comparamos eso con los salarios que ganan nuestros funcionarios y funcionarias, lógicamente es una diferencia abismal.

¿Cómo podemos combatir eso? Con valores importante, con el restablecimiento de aspectos relevantes de identificación de la función que se realiza; lógicamente también con estímulos que este Poder Judicial les brinde en el buen quehacer de la función que realizan.

Pienso que son muy pocos los que están inmersos en un ámbito de corrupción de crimen organizado y narcotráfico, pero a esos son lo que hay que denunciar e investigar como ya ha sucedido por los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, esa es la parte importante. No los podemos dejar, porque si los dejamos surge impunidad y si algo no queremos en este Poder Judicial es la impunidad en situaciones en las cuales, resquebrajan las bases propias de un sistema democrático, al tocar en forma directa al Poder Judicial.

Esto hace que partamos de mayores controles sobre los nombramientos de los jueces y las juezas. Para nombrar jueces y juezas debemos analizar el entorno en que se desarrollan y desenvuelven; sus familiares, sus vínculos con esos familiares; los lugares que visita, a quién frecuenta, en qué situaciones lo hace. Esto da un perfil importante al juez y a la jueza y nos puede dar mejores resultados.

Parece mentira pero hoy día es veinte veces más difícil nombrar un investigador del Organismo de Investigación Judicial que a un juez o jueza. No hay controles para nombrar los jueces y las juezas. Examinen ustedes los requisitos para nombrar a un investigador del Organismo de Investigación Judicial, son extremadamente estrictos. Resulta ser que nos cuidamos mucho en la parte inicial, pero no en la parte más alta, donde se deciden las causas. Mea culpa podemos decir todos y todas, porque no nos hemos preocupado por eso. Debemos tomar acciones decididas viendo el ámbito en el cual se desenvuelven los jueces y las juezas, no solo en su vida pública sino también en la privada.

Un juez o jueza, no es jueza o jueza solo las 8 horas del día durante los días lunes a viernes ¡No! un juez es juez las 24 horas del día los 7 días de la semana y todos los meses del año.

Quiere decir que un juez siempre debe ir pensado en si mismo la condición que tiene y esto tiene que inhibirlo de visitar ciertos lugares ¡Claro que si! inhibirlo de ciertas actitudes de prepotencia o de imposición que no son propias de un juez.

Estos aspectos, como les digo, son parte de lo que tenemos que visualizar y llevar adelante, para poder tener un mayor acercamiento con cada uno de nuestros funcionarios.

Hay un elemento importante aquí que hemos dejado de lado, siempre hemos olvidado al ciudadano de a pie, siempre hemos olvidado a la ciudadanía, nunca le reconocemos participación alguna, démosle participación acá, hagamos -y es una de las propuestas- medios para que la ciudadanía se acerque y pueda denunciar directamente actos de corrupción por parte de nuestras funcionarias y funcionarios judiciales, sean jueces, juezas, fiscales, fiscalas, defensores, defensoras, sean miembros del Organismo de Investigación Judicial o cualquier otro funcionario o funcionaria de menor jerarquía también que trabaje con el Poder Judicial, porque si bien es cierto, y según lo que se dice con respecto a la corrupción, existe un triángulo de corrupción, que es donde se maneja la influencia y a dónde va y de dónde viene, lógicamente la corrupción es más fácil que baje de los jefes hacia los subalternos a que suba de los subalternos a los jefes y eso está clarísimo, esto quiere decir que hay que cuidar quienes tienen puestos de mando y advertir sobre esa situación.

A mí como a la Magistrada Arias, me llama la atención si es con respecto a la capacitación que están recibiendo los jueces, porque no sabía que estaban recibiendo capacitación con respecto a programas que resultan importantes seguramente y no sé quiénes son los capacitadores y es que hay que tener cuidado, porque mucho de lo que sucede en este país, de las alarmas que tenemos, de las visiones que se encuentran y de lo que a la ciudadanía normalmente le preocupa, están siendo dirigidas por mentalidades extremo – garantistas, abolicionistas diríamos como son y tienen que llamarse correctamente, esto quiere decir que son personas que van en contra del sistema penal costarricense, en donde la única regla sería: “Todo el mundo en libertad” y usted ciudadano defiéndase como pueda, porque este es el caos, es la anarquía y no creo que tengamos o que la voluntad sea dirigir a nuestro país a esto, respetamos y cumplimos los derechos y garantías constitucionales, porque así está y lo hacemos todos los jueces de la República, pero cuando dirigimos las acciones para destruir el sistema penal, ahí eso es pernicioso, es problemático y lógicamente es una alerta que muchas veces ni siquiera la detectamos, sino que lo detecta la ciudadanía costarricense.

Llaman la atención resoluciones y ¿por qué será que llaman la atención resoluciones? Porque resulta ser que para la persona normal y corriente, no cabe en su entendimiento cómo pueden suceder o tomarse decisiones en ciertos ámbitos y ahí es donde sí debemos de hacer una atención inmediata y en lo que respecta a la capacitación, porque si estamos descapacitando a los jueces pues “no se vale”, el juez tiene que tener el conocimiento, ver todas las posibilidades que tiene de recrearse en el mismo y también, lógicamente, las opciones a seguir en un Estado democrático como el costarricense.

Ahora, hay que hacer y tomar acciones que me parecen que son inmediatas, atender las alertas, como se están haciendo ahora, atender situaciones concretas con respecto a lo que está opinando en este caso la ciudadanía, porque a ella nos debemos y también los medios de comunicación que son un canal importante de denuncia para que la ciudadanía se manifieste y aquí es donde también tenemos que tomar en cuenta lo que se está diciendo y haciendo.  El manejo de todos estos medios de comunicación es importante.

Como lo dijo la Magistrada Pereira, vamos a la Zona Atlántica y por coincidencia encontramos la situación que se presentó, vamos a un encuentro, lo tenemos en las oficinas del Organismo de Investigación Judicial, con todos los funcionarios del ámbito penal, no acudió ese día ningún juez 4 o juez de juicio penal, tal vez por la situación que está viviendo en ese momento el Tribunal, pero sí nos llama la atención que la sorpresa es que en lugar de fortalecer el Organismo de Investigación Judicial, que es el que ha desarrollado una política importante junto con el Ministerio Público, que tengo que reconocerlo también, le quitan un Subjefe de Delegación importante.

Si bien es cierto la Delegación del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica es la más robusta en cantidad de funcionarios, también es la que tiene los mayores problemas de este país y si empezamos a debilitar la policía, damos campo fértil al narcotráfico y al crimen organizado para que se asienten más poderosamente allá, quiero hacer un llamado para que en las decisiones que se tomaron sobre el presupuesto, se vuelva a reconocer esa segunda Subjefatura del Organismo de Investigación Judicial en la Zona Atlántica, porque es altamente importante.

Considero que muchas de las propuestas que se han hecho, son altamente importantes, muy decisivas y me parece que tenemos un buen ámbito para desarrollarlas, con la paz y la tranquilidad, pero sin bajar la guardia en ningún momento, si bajamos la guardia perdemos este Poder Judicial y tenemos que seguir de frente atacando inteligentemente, con decisiones, capacitación, remedios inmediatos y lógicamente también sacando y revocando nombramientos de este Poder Judicial si efectivamente se logra demostrar actos de corrupción, de vinculación con el narcotráfico y propiamente de crimen organizado, no queremos esos funcionarios en este Poder Judicial, en este momento, lamentablemente tenemos hoy día, cuando nombramos jueces y juezas de juicio penal, en las listas aparecen personas que se les ha revocado el nombramiento por actos de corrupción o incorrectos en el Poder Judicial y los tenemos que ver de primeros en las listas y eso no es posible, siempre he dicho: “Me niego a nombrar corruptos en el Poder Judicial” ¡pero conforman las listas de participantes!, hay que tomar algunas decisiones sobre eso y permitir que gente sana, que me parece que la mayoría que en este caso se presenta, pueda acceder a esos puestos”.

SALE EL MAGISTRADO SOLÍS.

Indica la Magistrada Rojas: “Estimo que se han realizado acciones importantes que se le deben reconocer a la Presidencia de este Poder de la República y que hay que aplaudir, porque los esfuerzos hay que aplaudirlos como usted misma lo dijo en su discurso inicial, las acciones son perfectibles y mejorables, los compañeros Magistrados y compañeras Magistradas que me antecedieron en el uso de la palabra, han planteado soluciones que me parecen muy constructivas para mejorar la situación que estamos enfrentando.

Es un hecho no controvertido, que podemos mejorar el sistema de elección de los jueces y juezas, es prácticamente nulo el conocimiento que tenemos de ellos, si bien y casi como situación extraña para muchos tratadistas, tenemos en el Poder Judicial a la Defensa Pública, al Ministerio Público y al Organismo de Investigación Judicial, porque es importante también recordar que en el derecho comparado esto no sucede y que desde esta perspectiva nuestra realidad implica que si los tenemos aquí también tenemos que fortalecerlos, es lo cierto que el Poder Judicial tiene como norte fundamental la administración de justicia y en este sentido mi propuesta es muy pequeña, porque hay una Comisión de Nombramientos ya conformada, la cual debería ampliar el conocimiento a lo que podemos mejorar en materia de nombramiento de jueces, aprovechando, inclusive, la Ley Orgánica del Poder Judicial que está en proceso, para hacer reformas que pueden ser útiles de cara a los pronunciamientos, inclusive que se han dado por parte de la Sala Constitucional e integrar todo este acervo de elementos en una reforma que se haga a la citada ley.

¿Por qué esto? porque inclusive, tras de que tenemos pocos elementos, cuando se logra revocar el nombramiento de una persona, sigue en el registro de elegibles y al mes siguiente participa en un concurso y lo observamos nuevamente nombrado, hay posibilidades que podemos resolver desde la Ley Orgánica, desde algunos instrumentos y si el servicio público de administración de justicia es el corazón esencial de este Poder Judicial, tan importante como el nombramiento del Jefe del Ministerio Público, de las Magistradas y los Magistrados Suplentes, son los nombramientos que hace esta Corte de los jueces, son el corazón de la administración de justicia, coincido en que la gran mayoría de jueces y juezas honran a este Poder Judicial; sin embargo, también hay una responsabilidad política de esta Corte, en mejorar su selección y propondría que las posibilidades de mejora las analice la Comisión de Nombramientos, de manera que ya está inclusive conformada, lo que haría es extender su campo de acción a otros nombramientos que no veo el por qué deben dejarse fuera, si son esenciales, tan importante son que se han dejado a conocimiento de esta Corte y no han sido delegados en el Consejo Superior, por ejemplo.

Dichos nombramientos son importantes y el legislador ha estimado que la Corte debe ocuparse para nombrar a ciertos jueces, me parece que también la Comisión de Nombramientos ya conformada, podría trabajar en un sistema de mejora para la selección de esos jueces, adicionalmente a las propuestas que se han hecho, esa es una pequeña propuesta que quisiera hacer esta mañana”.

        


 Consulta la Presidenta, Magistrada Villanueva a la Magistrada Rojas: “Para entender su propuesta ¿Es una recomendación para que la Comisión de Nombramientos proponga?”

Responde la Magistrada Rojas: “Es para que estudie la forma en que se puede mejorar, inclusive a nivel de Ley Orgánica que está en proceso, la selección de los jueces que le toca a esta Corte nombrar”.

Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Sería más bien al Consejo de la Judicatura y a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, pues la Comisión de Nombramientos se encarga de nombrar otros cargos que no corresponden a los de carrera judicial”.

Aclara la Magistrada Rojas: “No, es para estudiar posibles mejoras en el proyecto de reforma de la Ley de Carrera Judicial y de Ley Orgánica del Poder Judicial, porque toca la Ley de Carrera”.

Añade la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Ellos no intervienen”.

Agrega la Magistrada Rojas: “Lo sé, no intervienen actualmente, es cómo se puede desde el punto de vista normativo mejorar lo que ya tenemos, de manera que tengamos un mejor conocimiento de los jueces y juezas, aprovechando que esos proyectos de ley están ahí y se les pueden hacer mejoras y me parece que la Comisión de Nombramientos tiene alguna experticia para otros cargos, lo tengo claro, pero un poco que involucre, inclusive en una oportunidad llegaron a hacer un reglamento sobre Magistrados Suplentes y podría dar un aporte importante en mejorar todo lo que tiene que ver con los jueces y juezas que le toca a esta Corte nombrar, de manera que tengamos un mejor conocimiento; toca por ejemplo, con lo que tiene que ver el régimen disciplinario, que ahí estaría la Ley Orgánica, todos los aspectos legales que se podrían mejorar para dotar justamente a la Corte de más herramientas para el mejor conocimiento de los seleccionados”.

Manifiesta el Magistrado Cruz: “Quizá por tantos años de estar en la Judicatura, en distintas instancias y las experiencias que tuve, incluso, en el Parlamento a propósito de una Comisión sobre Narcotráfico, pero me parece que este es un caso en el que uno debe de decir; “Lo que se atribuye a Napoleón, despacio que tengo prisa”.

Continúa el Magistrado Cruz: “En primer lugar no conocemos detalles del caso concreto, pues es importante conocerlo para identificar a partir de ahí, qué genera esta inquietud muy sana y conveniente. ¿Cuáles son las características de esa situación que generan o que permiten identificar debilidades en el reclutamiento, en el control de jueces y juezas, etcétera? 

Eso no lo sabemos, porque es un asunto bajo juzgamiento. De tal manera, que la información que tenemos es un caso en el que el sistema tuvo una reacción.

No tenemos una información bien fundada de los órganos como la fiscalía, policías, seguridad, para poder saber si es que hay y cuál es el grado posible de amenaza del crimen organizado frente al Poder Judicial. Esto lo necesitamos o lo requerimos para eso.

Estimo conveniente en algún momento escuchar al Fiscal General, no forzosamente en una sesión plena, pero sí  con las personas que integran el Consejo Consultivo, porque lo único que puedo tener referencia son las palabras que se atribuyen al licenciado Jorge Chavarría Guzmán, Fiscal General de la República -que nos las escuché- en las que habló de la penetración que podría tener el crimen organizado en el Poder Judicial, pero una vez que lo tengamos, a partir de ese caso y de los otros, podemos decir “aquí hay debilidades de esta índole.” 

El problema como bien lo señaló la Presidenta, Magistrada Villanueva, es fuera de San José para nombrar jueces y juezas con todos los atestados que el puesto requiere, porque las personas no quieren irse allá. Tenemos problemas en el reclutamiento, que creo que lo señaló la señora Presidenta, Magistrada Villanueva, que  cuando se convoca para reclutar jueces y juezas en la Escuela Judicial resulta que hay que hacer una curva como de 80 o de 70, casi es una “vuelta en U”, para poder admitir a los candidatos y candidatas, ahí les señalo dos problemas. Sin embargo, será el problema de probidad de un juez o jueza la falta de conocimiento, no, será el problema su temperamento poco democrático, porque me llamó la atención que miden hasta eso,  se puede medir el espíritu democrático de alguien, la psicología tiene esas cosas tan especiales. Imagínese como hubiera sido el examen para Hitler, el espíritu democrático que pudo haber tenido.

Observen los problemas que hay para detectar, entonces por otra parte uno no debe perder de vista que el tema la corrección en el ejercicio de la función judicial, no es solo el conocimiento, son valores y cómo se aprenden y se ejecutan esos valores.

Por ejemplo, algo tan grave como lo que ocurrió  hace unos años, con Magistrados suplentes, y la Corte no hizo una comisión para investigar eso. Los problemas de Magistrados suplentes que aquí hubo eran sumamente graves, indicio de penetración, de intereses políticos en la Corte  ¿Se propuso una comisión para investigar eso  y para determinar el grado de penetración en la cúpula de Magistrados suplentes? No se propuso, y me parece bien que no se hiciera  ¿por qué? Porque no se puede generalizar en relación a todos los Magistrados suplentes y en relación a la penetración política. Esos dos casos eran muy graves, porque no es solo el narcotráfico, es la penetración de los intereses de los grupos fácticos, económicos, políticos, cuando se enjuicia personas de alta jerarquía, eso también tiene que ver con la debilidad del Poder Judicial, no lo hicimos y fue bueno que no se hiciera, porque no se trataba de generalizar.

A mí la única preocupación que me da, es decir que estamos, discrepo del Magistrado Jinesta, en una situación de emergencia, sus propuestas me parecen muy interesantes, pero no tenemos elementos para decir ahora que estamos en una situación de emergencia, si yo escucho al Fiscal General y dice “Hay una penetración” ni siquiera me tiembla el pulso para decir  “estamos en una situación de emergencia”, pero nos faltarían elementos de juicio para hacerlo, porque es un asunto muy delicado, no lo hicimos cuando hubo los problemas con Magistrados suplentes, hechos muy graves con desaparición de expedientes, eso no lo podemos obviar.

De tal manera, que esas son vulnerabilidades. Considero que el Consejo Consultivo con la Fiscalía General, puedan tener en su agenda ese tema para llegar a la conclusión de cuáles son las vulnerabilidades. Les confieso, que hay particulares reservas de la eficacia, pero hay que hacer todo lo posible.

¿Cuántas condenas ha habido por enriquecimiento ilícito? No sé, pero deben ser pocas, y eso tiene que ver con declaraciones de bienes, el propio sistema tiene una gran cantidad de vías para la salida de eso. 

¿Cuántas condenas por tráfico de influencias?  Probar un tráfico de influencias, casi es como tener posibilidad de poseer una prueba diabólica, porque si hay una gran objeción ética al tema de los colaboradores, imagínense que al final de cuentas en el tráfico de influencias la persona es una colabora, dice: “sí, esa persona tuvo un tráfico” Eso es muy grave también, pero hay que hacer todo lo posible.

Me inclino por todas las propuestas que se han hecho, que debiera existir una información preventiva, fidedigna, bien fundada, de las amenazas, por el momento yo tengo un caso aislado, puedo tener información de la Fiscalía General que me diga: “hay vulnerabilidades en este tema” y esto tiene que ver con una sugerencia que en algún momento hice, y es que cuando la policía, la fiscalía encuentren una debilidad o una contradicción o una objeción o se sorprendan ante una decisión, que lo informe a una determinada instancia del Poder Judicial, para acumular información, porque muchas veces este tipo de situaciones se dan por decisiones que son infundadas o que pueden ser inconvenientes, o pueden ser polémicas, y claro está de por medio el tema de la independencia.

Me parece que todo lo que se ha propuesto está muy bien, yo no voy a agregar nada más, ni quiero prolongar a todos que ya ha sido una sesión muy pesada, fuerte e interesante, y considero que lo que propuso el Magistrado Rueda complementa lo que señaló el Magistrado Jinesta, que los Presidentes, la Presidenta de la Corte vean el tema en forma más concreta e identifiquen las vulnerabilidades y que en este caso estamos tomando todas estas valoraciones con base en un caso, quién quita que valorando el caso concreto que está sub judice, encontremos que la persona enjuiciada cumple todos los requisitos y que era muy difícil detectar, o también podamos encontrar graves vulnerabilidades.

Así es que la amenaza sobre el Poder Judicial no solo es el crimen organizado, son también fuerzas políticas porque siempre Poder Judicial quita y pone bienes, fama, poder, y eso no es solo en el tema del crimen organizado, también otros grupos tienen interés en saber cómo pueden influir sobre jueces y juezas, cómo pueden limitar su independencia, y no solo es el narcotráfico, que efectivamente se extiende en un tema de crimen organizado como un estado paralelo”.

SALE LA MAGISTRADA PEREIRA.

Manifiesta el Magistrado Rueda: “Quiero explicar al Magistrado Cruz que efectivamente en el programa de Amelia Rueda, el Fiscal General fue muy claro, y aparte yo conversé con él, y lo que él me autorizó a indicar fue que no solamente una persona es la que está siendo investigada, sino son más personas, o sea no es un único caso. Nada más eso puedo decir.

El segundo punto es  que aprovechando esta ocasión en que vemos que desde hace tres años, se viene desarrollando todo un programa financiado con la Embajada de los Estados Unidos, yo quiero hacer una excitativa a que retomemos el tema de la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, desde el 2002 iniciaron las primeras discusiones, vamos por el 2014, el último año de vida de don Luis Paulino Mora se había establecido un recomienzo de ese análisis tan importante y no dudo que bajo su presidencia podamos también retomar ese tema, es muy arduo todas las reformas de tipo constitucional que tomaron mucho tiempo y por supuesto las reformas de la Ley Orgánica del Poder Judicial de una u otra forma tienen que ver con todo un modelo de discusión, de modernización del Poder Judicial en el que nosotros tenemos que avanzar”.

Dice la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Los Magistrados Aguirre, Arroyo y yo, estamos en un proceso de revisión, nos reunimos la semana pasada, pero el propósito nuestro, es presentarlo lo más pronto posible con la actualización que se ha hecho de todo, pero eso está en la agenda de la Presidencia”.

Prosigue el Magistrado Rueda: “Mi particular criterio es que en aquella época del año 2002, yo estuve en el Colegio de Abogados como parte de la Comisión que también tuvo todo un proceso de exclusión de reforma al Poder Judicial y precisamente es un tema que creo de tanta relevancia como este que hoy estamos discutiendo”.

Refiere la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Así lo considera también la Presidencia y ha venido trabajando”.

Señala el Magistrado Jinesta: “Dos precisiones antes de tratar de mocionar la forma en que tomemos un voto. En relación con la exposición del Magistrado Cruz, de la cual discrepo respetuosamente, esto no es un hecho aislado, todos tenemos conocimiento de que aquí hay una cuestión más que aislada, ya lo relató el Magistrado Rueda y creo que es razón suficiente para que nosotros conformemos la Comisión de Investigación sobre la penetración del narcotráfico en la judicatura, y particularmente limitado al caso de Limón, sin detrimento que es lo que ha surgido en los últimos momentos.

En cuanto a las investigaciones que propone el Magistrado Cruz, que hagan investigaciones, sí claro, porque claro hay sectores políticos. Por ejemplo, la Sala Constitucional recién iba a conocer de la admisibilidad del amparo planteado contra el Ministro de la Presidencia del partido de gobierno, y empezamos a recibir amenazas por correo electrónico sobre otros temas, pero evidentemente eran amenazas en contra de la Sala Constitucional, porque iba a conocer un tema álgido. Así que, investiguen cualquier intervención ideológica o política, en un sentido o en otro,  no solo en el sentido que propone el Magistrado Cruz, porque puede haber toda suerte de grupos ideológicos y políticos que también tratan de amenazar a los Magistrados de la Sala Constitucional y a los Magistrados de otras Salas.

Para afinar y concretar la propuesta que hice es crear una Comisión Especial de Investigación de la Penetración del Narcotráfico en la Judicatura, particularmente en Limón y Guápiles. Habrá luego que extenderlo a Golfito.

Me parece que esa Comisión debe rendir un dictamen a esta Corte en el plazo improrrogable de 30 días y podríamos tomar la propuesta del Magistrado Rueda que sea el Consejo Consultivo con la Presidencia de la Corte a la cabeza, los Presidentes de Sala, ampliado con el Director del Organismo de Investigación Judicial y el Fiscal General de la República y todos los casos puntuales que echa de menos el Magistrado Cruz, se podrán analizar en esa Comisión, con el informe que pueda rendir el Fiscal General y el Director del Organismo de Investigación Judicial, que luego, la Comisión nos rinda a nosotros. Creo que sobre esto hay unanimidad, salvo el caso del Magistrado Cruz”.

Indica el Magistrado Cruz: “Seguro no me expresé bien, no propongo que se investiguen esos casos, más bien dije que, en esas situaciones, me parecía que no era necesario investigar, excepto el caso concreto. No estoy proponiendo ampliarlo, lo ponía como ejemplo que cuando se produjeron esos casos, pues no hubo una propuesta, porque me parecía razonable no hacerlo de esa forma. 

Originalmente el Magistrado Jinesta propuso que era un estado de emergencia. Además de eso, no me satisface que el Fiscal General haya dicho en un programa que penetró el narcotráfico. No puedo saber si son solo las zonas que se mencionan, a lo mejor es en todo el país, pero noten que eso significa tener la duda de la mayoría de jueces y juezas y no solo de jueces y juezas, sino que, como bien lo señaló la Magistrada Pereira, también el problema es con los fiscales y con otros funcionarios policiales. 

Si se hiciera de esa forma significa nada más que esa Comisión investigue cuáles son los informes concretos que hay sobre ese tema, pero asumir que hay una penetración del narcotráfico por lo que dijo el señor Fiscal General en un programa de radio, que no dudo que lo haya dicho, por supuesto, pero creo que debemos tener informes concretos, porque esto lo que hace es, establecer un manto de duda, si no se hace adecuadamente sobre todos los jueces, juezas y, entonces, habría que incluir fiscales, defensores y agentes policiales, pero no propuse que se extendiera la investigación, más bien lo que dije fue que uno debe actuar con mucha calma, en este caso concreto y en otros, no puedo extender a eso, ni en el caso que mencioné antes de los magistrados suplentes, ni en este.

En el tema que planteó el Magistrado Jinesta no tengo ningún problema que eso se investigue también, pero se puede denunciar ante el Tribunal de la Inspección Judicial el tema que él planteó, porque como que me quite el sueño que investiguen a cualquiera que los investiguen, eso no es ningún problema”.

         Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Vamos a ir cerrando la sesión. Voy a tratar de resumir los acuerdos que hay.

         En primer lugar, agradezco el respaldo que he oído de ustedes, y así lo interpreto, a las acciones que ha tomado la Presidencia, así quedará en el acuerdo.

         En segundo lugar, hay un acuerdo sobre las propuestas del Consejo Consultivo, así lo interpreto, voy a resumir lo que se ha presentado y lo someto a aclaración, pues mi idea es captar y el resumen puede ser que no sea lo fiel que debiera.

El Magistrado Castillo: Definición de las áreas vulnerables. Coordinar con la Contraloría General de la República para el seguimiento de las declaraciones juradas en ciertas áreas. La Comisión que monitoreé áreas vulnerables. Una campaña permanente sobre amenazas de narcotráfico. Que la Escuela Judicial refuerce en materia de capacitación las áreas vulnerables. Establecer un sistema de rotación de jueces y juezas en áreas vulnerables. Explicar a la ciudadanía los esfuerzos. Mecanismos de información debidamente alimentados en áreas vulnerables.

         El Magistrado Jinesta propone crear una Comisión investigadora sobre la situación del narcotráfico en la institución. Entiendo que debe rendir a esta Corte un informe dentro de un plazo de 30 días. Estaría integrada por la Presidencia de la Corte, el Consejo Consultivo, el Director del Organismo de Investigación Judicial, el Fiscal General de la República y comunicar las acciones a la prensa.

         La Magistrada Hernández propone la creación de un régimen de incompatibilidades, a través de una reforma legislativa. El riesgo por áreas que tiene que ver también con la propuesta del Magistrado Castillo. Una reestructuración de la Comisión de Transparencia para que centralice sus tareas.

La Magistrada Pereira propone que se conozca el trabajo que realiza la Oficina de Planes y Operaciones (OPO) del Organismo de Investigación Judicial, es algo que debiéramos aprender todo el sistema gerencial e individual que tiene. Incluir en los planes de Tecnología de la Información al Organismo de Investigación Judicial y a los órganos auxiliares. Retomar Consejos Ampliados en las comunidades y las incompatibilidades en el ejercicio de la función pública e incluir y revisar el acuerdo de presupuesto, así lo vamos a acordar, sobre la Subjefatura del Organismo de Investigación Judicial en Limón.

El Magistrado Rueda propuso una actualización periódica de vidas y costumbres. Un instrumento jurídico concreto con esa finalidad. Reformas legales para que las declaraciones juradas presentadas ante la Contraloría General de la República, puedan ser revisadas por el Poder Judicial. Es una reforma legal a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

La Magistrada Rojas recomienda que la Comisión de Nombramientos proponga mejoras en la normativa que rige el régimen de los nombramientos que hace esta Corte de la judicatura.

El Magistrado Chinchilla sugiere mayores controles en los nombramientos de jueces y juezas; establecer y facilitar mecanismos de denuncia y participación ciudadana contra la corrupción. Esta recomendación sería para la Comisión de Transparencia.

La Magistrada Arias hace una recomendación para que se incluya a la Escuela Judicial en los cursos que se realicen en otros programas en general y en CARSI – FIU también”. 

     


Indica la Magistrada Camacho: “Mi intervención es para sugerir que dada tanta aportación valiosa de parte de los compañeros magistrados y compañeras magistradas, se apruebe su propuesta. Por supuesto la revisé y me parece muy acertada y, que, en la medida de lo posible se realicen acciones concretas con todo lo que se planteó; que se valoré también cuáles de aquellas propuestas ya están incorporadas en el documento original”. 

        


 Manifiesta la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Aprobamos este acuerdo, lo tenemos como firme y lo comunicamos a la prensa”. 

Se acordó: 1.) Respaldar  las acciones que ha tomado la Presidencia en cuanto al tema que se da cuenta.

2.) Aprobar el acuerdo adoptado por el Consejo Consultivo, por ende: 

a) Someter a conocimiento de esta Corte el incentivo por regionalización propuesto por la Presidencia, para el pago en aquellas zonas alejadas en donde se hace difícil la obtención de candidatos para el nombramiento de jueces. 

b) Dar acceso y divulgar a las señoras magistradas y a los señores magistrados, el uso del Sistema de Información Integral de Servidores Judiciales, que es una herramienta creada a petición de la Presidencia de la Corte, aproximadamente por el año 2010, que consolida y facilita la consulta de información de los empleados judiciales, la cual se obtiene de diversas fuentes: Sistema de Gestión del Factor Humano, Proposición Electrónica de Nombramientos y Sanciones disciplinarias de la Inspección Judicial; permite obtener una reseña histórica del estado laboral de un empleado y apoya la toma de decisiones de la Administración Superior.

c) El Consejo de la Judicatura considere la incorporación a su sistema, de los mecanismos utilizados por el Organismo de Investigación Judicial, que resulten procedentes, para fortalecer el estudio que se realiza interdisciplinariamente a las personas oferentes (estudios psicológicos y de Trabajo Social) y hará la propuesta que corresponda a la Corte Plena en el plazo de un mes. 

d) La Presidenta, Magistrada Villanueva, remitirá una nota al Consejo de la Judicatura para que en todos los nombramientos, especialmente los de primer ingreso, haya mayor rigurosidad en el análisis y detalle de las evaluaciones del desempeño y se remitan los informes preliminares que sean necesarios. 

e) La Comisión de Transparencia y la Unidad de Control Interno coordinarán lo pertinente y adoptarán las acciones precisas para detectar y prevenir el riesgo en aquellas zonas del país que pueden presentar conflicto. 

f) Revisar con el Departamento de Personal el procedimiento de investigación confidencial que se aplica para los nombramientos. 

g) El Consejo de la Judicatura remitirá la información completa en las nóminas, indicando las investigaciones existentes, las sanciones que se han impuesto, causas disciplinarias y penales, con el detalle de los hechos que las motivan. La Secretaría de la Corte verificará esta información y transmitirá su conocimiento.

 3.) Nombrar una comisión para investigar la penetración del crimen organizado y el narcotráfico en el Poder Judicial, la cual estará conformada por la Presidenta de la Corte, el Vicepresidente de la Corte, los Presidentes de las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional, el Fiscal General de la República y el Director General del Organismo de Investigación Judicial; a la que se le trasladan -para que proceda conforme corresponda- las propuestas que en esta sesión han presentado para su estudio, análisis y recomendación, los magistrados y magistradas que hicieron uso de la palabra y que se detallan a continuación; a esos efectos rendirá un informe a esta Corte en el plazo de treinta días hábiles a partir de la adopción de este acuerdo:

- Realizar un mapeo con datos estadístico y científicos sobre las áreas vulnerables del Poder Judicial que podrían ser penetradas por los fenómenos de criminalidad organizada y el narcotráfico. 

- Coordinar con la Contraloría General de la República para que el Departamento de Declaraciones Juradas dé seguimiento especial de las declaraciones juradas de los jueces y juezas en las áreas vulnerables del Poder Judicial.

 - El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional implementará una campaña permanente que fomente a todos los funcionarios y funcionarias judiciales, servidores y servidoras judiciales el deber y compromiso con el principio y el valor de probidad en la función pública. 

- La Escuela Judicial reforzará los programas de capacitación permanente para las juezas y jueces, funcionarios y funcionarias judiciales, en todo aquello que tiene que ver con la interpretación y la aplicación del derecho penal y el derecho procesal penal en las áreas vulnerables. 

-Establecer un sistema de rotación de jueces y juezas que estén situados en áreas vulnerables del Poder Judicial. 

- Crear un régimen de incompatibilidades a través de una reforma legislativa y la reestructuración la Comisión de Transparencia para que centralice sus tareas en los temas de la posible permeabilidad de grupos organizados en el Poder Judicial. 

-Dar a conocer el trabajo que realiza la Oficina de Planes y Operaciones (OPO) del Organismo de Investigación Judicial, como un insumo para tomar decisiones y mantenerse informados sobre el análisis criminal a nivel nacional y retomar las visitas a las comunidades (Consejos Ampliados) por parte de las jerarquía judicial, las que permiten escuchar a grupos comunales sobre su problemática criminal particular. 

-Revisar durante el análisis del Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial 2015, el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria N° 27-14 (Presupuesto 2015) celebrada el 26 de marzo del año en curso, artículo V, en que se dispuso eliminar la plaza para la subjefatura asignada a la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Limón. 

- Hacer una revisión constante y periódica de vida y costumbres de las personas que laboran para este Poder de la República e impulsar reformas legales para que las declaraciones juradas presentadas por las funcionarias y funcionarios judiciales, jueces y juezas ante la Contraloría General de la República puedan ser revisadas por el Poder Judicial. 

- Solicitar a la Comisión de Nombramientos que formule mejoras en la normativa que rige el régimen de los nombramientos de los jueces y juezas que hace esta Corte. 

-Implementar mayores controles en los nombramientos de jueces y juezas en todos los ámbitos y materias, especialmente en el ámbito penal.

-Facilitar mecanismos de denuncia y participación ciudadana en temas de narcotráfico y crimen organizado. 

- Incluir a la Escuela Judicial en los proyectos en que se capacite al personal judicial en temas de narcotráfico y crimen organizado.

El Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional tomará nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”
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CIRCULAR Nº 136-2014 del 23 de junio de 2014, remitido por la Licda. Silvia Navarro Romani, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia,  a las Unidades de Capacitación, Comisiones y demás instancias que organicen actividades de capacitación. Asunto:

“Incluir a la Escuela Judicial en los proyectos de capacitaciones al personal judicial, sobre temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado, que dice:

SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior en sesión N° 52-14, celebrada el 5 de junio de 2014, artículo LXXIV, acordó comunicarles que cuanto se realicen proyectos de capacitaciones en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado, se debe incluir a la Escuela Judicial, para que realice lo de su competencia como órgano auxiliar de administración de justicia.”

-0-
Oficio no. 737-DPUC-2014 del 05 de junio del 2014  de la Licda. Olga Fallas Ulloa, supervisora de Capacitación de la Defensa Pública, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:

Reciban un cordial saludo. Con el aval de la Dirección de la Defensa Pública, en atención al oficio 5944-14 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia (en el que se especifica el acuerdo al que llegó la Corte Plena en el artículo II de la sesión n°. 21-14, del 20 de mayo del año en curso) y al correo electrónico que la Dra. Doris Arias Madrigal le dirigió a la suscrita el 2 de junio del 2014, se procede a especificar lo siguiente:

1) Sobre la participación de la Defensa Pública en los programas en los que se capacita al personal en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado:

Un primer aspecto por detallar es que, en lo concerniente al Programa CARSI/FIU sobre redes internacionales y crimen organizado, la Defensa Pública sí tuvo representación, tanto en la definición de los temas por abordar
, como en cada uno de los ocho módulos de capacitación que se desarrollaron durante el año 2013
.

Otra actividad relacionada con el tema del narcotráfico, la corrupción y el crimen organizado en el que la Defensa Pública tuvo representación, fue la denominada “Congreso sobre Prevención del Lavado de Activos y Delitos”, organizada por CIPLAD Internacional y realizada en septiembre del 2013
.

No está de más informar que en la actualidad, la Defensa Pública está teniendo una participación activa, en conjunto con la ACEID
, en el proceso de divulgación y promoción de la “V Conferencia Latinoamericana sobre Políticas de Drogas”, evento que tendrá lugar en San José los días 3 y 4 de septiembre del año en curso y al cual se espera enviar una representación considerable de personal de la Defensa Pública (al menos 20 personas).

2) En relación con la capacitación ofrecida en la Defensa Pública: 

2.1. Temas éticos y axiológicos:

En cuanto a la capacitación interna, es menester recalcar que la Defensa Pública incluye en cada uno de sus planes anuales de capacitación el Proceso de Reclutamiento, el Programa de Formación Inicial y el de Formación Continua. El Proceso de Selección tiene una estructura que incorpora entrevista de perfil, entrevista técnica, práctica supervisada, cursos de nivelación y exámenes; en lo que atañe a los cursos de nivelación, siempre se incluye charlas sobre el sistema de gestión ética en el Poder Judicial y los valores compartidos en la institución, esto como una forma de alentar una cultura e identidad institucional apegada con la ética.

Respecto del Programa de Formación Inicial puede decirse que consta de seis módulos que versan sobre tópicos ideológicos, sustantivos y administrativos propios de la Defensa Pública. El primer módulo de este Programa se denomina “Democracia y Defensa Pública” y dentro de sus contenidos se abarcan aspectos relacionados con la integridad funcional que cada persona debe tener en el ejercicio de sus labores, así como también se refuerzan los valores institucionales y se trata de fomentar una identidad alejada de cualquier tipo de corrupción.

En lo que concierne al Programa de Formación Continua, puede traerse a colación que se han realizado sendas capacitaciones en temas axiológicos, a saber, el 19 de marzo del 2012 y el 29 de octubre de ese mismo año, con una participación, entre ambas, de 17 mujeres y de 11 hombres. En el mismo sentido, se ha trabajado una política de comunicación mediante cápsulas informativas que se remiten periódicamente a las oficinas del país, las cuales también, han abarcado temas relacionados con la ética y los valores. 

Respeto de esta política de divulgación de información relevante puede mencionarse que en el 2012 se compartieron cápsulas sobre los valores compartidos en el Poder Judicial; mientras que en el 2013 se abordaron las temáticas de la cultura institucional y de los valores de trabajo y la tolerancia.

Valga señalar que como parte del Plan de Implementación de la Política Axiológica que se maneja en la Defensa Pública, también se efectuará una actividad formativa sobre ética y valores el 16 de septiembre del año en curso y se está trabajando junto al Departamento de Gestión Humana y a la Secretaría Técnica de Ética y Valores para construir un curso virtual específico sobre estos tópicos para la Defensa Pública.

2.2. Temas propios del ámbito penal:

La materia penal sigue siendo la más representativa de la Defensa Pública y por ello es que en cada Plan de Capacitación que se formula, se incluyen necesariamente diversos tópicos relacionados con ella. Así, tomando en consideración los programas de capacitación del 2012, del 2013 y del 2014, puede resumirse grosso modo que en el Programa de Formación Inicial se ha profundizado en temas de teoría del delito, elementos del proceso penal,  medios de impugnación, teoría del caso y argumentación jurídica.

En el Programa de Formación Continua, por su parte, se ha trabajado la capacitación en oralidad, justicia restaurativa, argumentación jurídica, teoría del delito, medidas cautelares, debido proceso, medios de impugnación, radiobases y sistemas de rastreo telefónico, extradición, flagrancia y prescripción, entre otros. 

3) Temas que serán abordados a futuro.

Desde la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública lo que puede garantizarse es que se procurará que a partir del Plan de Capacitación 2015, se incluyan cursos que abarquen tópicos concretos sobre:

Reforzamiento ético del personal.

Jurisdicción penal de hacienda.

Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública.

Narcotráfico y crimen organizado
.

Teoría del delito.

Autoría y participación.

El microdiseño de estos cursos (objetivos, contenidos, tiempos y materiales) tendrá que ser trabajado en conjunto con la(s) persona(s) facilitadora(s), de modo que no es posible en este momento hacer una explicación minuciosa de todo lo que se abarcará con estas futuras actividades formativas, mas sí se puede adelantar en cuanto al público meta, que se pondrá énfasis en las personas que trabajan con materia penal, pero no se obviarán las necesidades de quienes laboran con otras materias e incluso, del personal administrativo y de asistencia jurídica con el que cuenta la Defensa Pública.

Súmese a lo antedicho que con miras en el mayor alcance regional de estas futuras actividades formativas, se llevarán a cabo los esfuerzos necesarios para promover la participación –y en consecuencia, la capacitación– del personal de los circuitos judiciales de la Zona Atlántica (I y II), de Guanacaste (I y II), de Puntarenas y de la Zona Sur (II).  

En igual sentido, se aprovecha este memorial para hacer una respetuosa solicitud a la Escuela Judicial a efectos de que en la medida de lo posible permita la inclusión de funcionarias y funcionarios de la Defensa Pública en aquellos programas, seminarios, cursos o módulos en los que se vayan a desarrollar temáticas como las mencionadas líneas arriba, así como desde ya se confirma que en apego a la circular 136-2014 de la Secretaría General de la Corte, se pondrá en autos al ente rector de la capacitación, de todas aquellas actividades que en relación con los temas que se han venido señalando, vayan a desarrollarse en la Defensa Pública.
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Oficio nº. UCS-MP-107-2014 del 09 de junio del 2014  de la Licda. Licda. Hulda Chinchilla Rizo, gestora de Capacitación 3, Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:


Reciban un cordial saludo. Con instrucciones del M.Sc. Saúl Araya Matarrita, Fiscal Adjunto de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, y con ocasión del correo de la Dra. Doris Arias Madrigal, Magistrada de la Sala Tercera y Directora del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, referente al oficio  N° 5449-14 de la Corte Plena,  donde se dispuso en el artículo II, la creación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, les hago llegar la siguiente información, para su conocimiento.


El Ministerio Público de Costa Rica, obtuvo una asistencia económica proveniente de los fondos CARSI (Central America Regional Security Initiative), los cuales fueron ejecutados en el periodo 2013-2014 por Florida International University (FIU), con el fin de brindar una serie de acciones de capacitación en temas de actualidad, relacionados con el abordaje de la investigación de delitos cometidos por la criminalidad organizada y el narcotráfico. 


Se impartieron un total de 240 horas de capacitación en donde participaron 410 funcionarios y funcionarias durantes las 18 acciones ejecutadas (cursos y talleres), las cuales fueron desarrolladas entre los años 2013-2014. Dichas capacitaciones se enfocaron  en temas fundamentales en la lucha contra la criminalidad organizada (narcotráfico, legitimación de capitales, delitos económicos, prevención de la corrupción y de la criminalidad organizada). 

Durante el año 2013 se ejecutaron un total de 13 acciones de capacitación, desglosadas según el siguiente cuadro:

	PROGRAMA CAJ-FIU/MINISTERIO PÚBLICO

2013

	TEMA: CRIMINALIDAD ORGANIZADA 


	Nombre del curso


	Identificación, seguimiento y valoración de actividades sospechosas de tráfico y legitimación de capitales 

	Docente
	Consultor Internacional: Juan Antonio García 

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que atienden investigaciones relacionadas con el lavado de dinero y blanqueo de capitales 

	Número de discentes
	29 fiscales y fiscalas

	Género
	15 hombres

14 mujeres

	Fechas
	26 de agosto de 2013

	Duración


	8 horas

	

	Nombre del curso


	Metodología para la investigación de casos de criminalidad organizada

	Docente
	Consultor Internacional: Juan Antonio García 

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que atienden investigaciones relacionadas el fenómeno de la criminalidad organizada.

	Número de discentes
	29 fiscales y fiscalas

	Género
	15 hombres

14 mujeres

	Fechas
	27 de agosto de 2013

	Duración
	8 horas


	Nombre del curso


	Valoración y ofrecimiento de prueba en casos de delitos de criminalidad organizada.

	Docente
	Consultor Internacional: Juan Antonio García 

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que atienden investigaciones relacionadas con el lavado de dinero y blanqueo de capitales

	Número de discentes


	28 fiscales y fiscalas

	Género
	14 hombres 

14 mujeres

	Fechas
	28, 29 y 30 de agosto de 2013

	Duración


	32 horas

	

	Nombre del curso


	Técnicas especializadas de investigación para el combate de la criminalidad organizada.

	Docente
	Consultor Internacional: Ignacio Alvarez 

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que atienden investigaciones relacionadas el fenómeno de la criminalidad organizada.

	Número de discentes


	24 fiscales y fiscalas

	Género
	15 hombres 

09 mujeres

	Fechas
	28, 29 y 30 de Octubre de 2013

	Duración


	32 horas

	

	Nombre del curso


	Investigación para la persecución de bienes provenientes y utilizados en delitos de criminalidad organizada.

	Docente
	Consultor Internacional: Ignacio de Lucas 

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que atienden investigaciones relacionadas el fenómeno de la criminalidad organizada. 

	Número de discentes


	21 fiscales y fiscalas

	Género
	13 hombres 

 08 mujeres

	Fechas
	12 de diciembre de 2013

	Duración
	8 horas

	

	Nombre del curso
	Procedimiento judicial de extinción de dominio

	Docente
	Consultor Internacional:  José Luis Gonzalez Cussac 

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que atienden investigaciones relacionadas el fenómeno de la criminalidad organizada. 

	Número de discentes


	18 fiscales y fiscalas

	Género
	11 hombres 

 07 mujeres

	Fechas
	06 de diciembre de 2013

	Duración


	8 horas


TEMA: DELINCUENCIA ECONÓMICA

	Nombre del curso


	Nociones sobre Contabilidad, Auditoria y Análisis de Estados Financieros

	Docente
	Consultor Nacional: Manuel Roldán Álvarez

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que  atienden casos de delitos económicos.

	Número de discentes


	19 fiscales y fiscalas

	Género
	 09 hombres 

 10 mujeres

	Fechas
	07 y 08 de octubre de 2013

	Duración
	16 horas

	

	Nombre del curso


	Estructura, productos e información en el Sistema Financiero Nacional (SFN).

	Docente
	Consultor Nacional: Manuel Roldán Álvarez

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que  atienden casos de delitos económicos.

	Número de discentes


	19 fiscales y fiscalas

	Género
	 09 hombres 

 10 mujeres

	Fechas
	09 y 10 de octubre de 2013

	Duración
	16 horas

	

	Nombre del curso
	Investigación Financiera y Auditoria Forense

	Docente
	Consultor Nacional: Manuel Roldán Álvarez

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que  atienden casos de delitos económicos.

	Número de discentes


	16 fiscales y fiscalas

	Género
	 08 hombres 

 08 mujeres

	Fechas
	11 de octubre y 25 de noviembre de 2013

	Duración
	16 horas

	

	Nombre del curso
	Investigación en Entes Jurídicos

	Docente
	Consultor Nacional: Manuel Roldán Álvarez

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que  atienden casos de delitos económicos.

	Número de discentes
	16 fiscales y fiscalas

	Género
	 08 hombres 

 08 mujeres

	Fechas
	26 y 27 de noviembre de 2013

	Duración
	16 horas

	

	Nombre del curso


	Investigación de los fraudes corporativo, tributario y aduanero.

	Docente
	Consultor Nacional: Manuel Roldán Álvarez

	Población meta


	Fiscales especializados y territoriales del Ministerio Público que  atienden casos de delitos económicos.

	Número de discentes
	16 fiscales y fiscalas

	Género
	 08 hombres 

 08 mujeres

	Fechas
	28 y 29 de noviembre de 2013

	Duración
	16 horas


	TEMA: PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN


	Nombre del curso
	Estrategias de investigación en casos de corrupción

	Docente
	Consultor Internacional: Ignacio de Lucas 

	Población meta


	Fiscales e investigadores del Organismo de Investigación Judicial que realizan investigaciones relacionadas con delitos de probidad y anticorrupción de funcionarios.

	Número de discentes
	21 participantes:

- 09 investigadores del O.I.J.

- 12 fiscales de la Fiscalía adjunta de probidad, transparencia y anticorrupción

	Género
	 10 hombres 

11 mujeres

	Fechas
	10 de diciembre de 2013

	Duración
	8 horas

	

	Nombre del curso
	Cooperación internacional en investigaciones de corrupción

	Docente
	Consultor Internacional: Ignacio de Lucas

	Población meta


	Fiscales e investigadores del Organismo de Investigación Judicial que realizan investigaciones relacionadas con delitos de probidad y anticorrupción de funcionarios.

	Número de discentes


	24 participantes:

- 09 investigadores del O.I.J.

- 15 fiscales de la Fiscalía adjunta de probidad, transparencia y anticorrupción

	Género
	 12 hombres

 13 mujeres

	Fechas
	13 de diciembre de 2013

	Duración
	8 horas


Durante el año 2014 se impartieron un total de 5 acciones de capacitación relacionadas con el tema sobre criminalidad organizada y prevención de corrupción , desglosadas a continuación:

	PROGRAMA CAJ-FIU/MINISTERIO PÚBLICO

2014

	TEMA: PREVENCIÓN DE LA CORRUPCIÓN 


	Nombre del curso
	Técnicas de rastreos de bienes de activos

	Docente
	Consultor Internacional: Ignacio de Lucas

	Población meta


	Fiscales  e investigadores del Organismo de Investigación Judicial que realizan investigaciones relacionadas con delitos de criminalidad organizada y el rastreo de activos provenientes de esos ilícitos.

	Número de discentes
	28 participantes:

- 09 investigadores del O.I.J.

- 15 fiscales de la Fiscalía adjunta de probidad, transparencia y anticorrupción



	Género
	15 hombres

13 mujeres

	Fechas
	27 de febrero de 2014

	Duración


	8 horas

	

	Nombre del curso


	Procesos de selección y seguimiento de personal en agencias de aplicación de ley

	Docente
	Consultor Internacional: Ignacio de Lucas

	Población meta


	Fiscales  e investigadores del Organismo de Investigación Judicial que realizan investigaciones relacionadas con delitos de criminalidad organizada y el rastreo de activos provenientes de esos ilícitos.

	Número de discentes
	27 participantes:

- 09 investigadores del O.I.J.

- 15 fiscales de la Fiscalía adjunta de probidad, transparencia y anticorrupción



	Género
	15 hombres

12 mujeres

	Fechas
	28 de febrero de 2014

	
	8 horas


	                                      TEMA: CRIMINALIDAD ORGANIZADA 


	Nombre del curso


	Técnicas de investigación para el abordaje del tráfico  y venta de drogas

	Docentes
	Fiscales de la Fiscalía adjunta contra la delincuencia organizada:

Miguel Abarca Rivas (docente coordinador), Walter Espinoza Espinoza, Franklin Ramírez Montero, Javier Valerio Vasquez, Henry Meza Mata, Andrés Retana Vargas y Rodrigo Salas Rojas), Dra. Patricia Fallas (Jefe del Departamento de Química Analítica del Organismo de Investigación Judicial)

	Población meta


	Fiscales y fiscalas de fiscalías territoriales encargados de la atención de casos de tráfico y venta de drogas.

	Número de discentes
	22 fiscales y fiscalas

	Género
	12 hombres

10 mujeres

	Fechas
	13 y 14 de marzo de 2014

	Duración


	16 horas

	

	Nombre del curso


	Técnicas de investigación para el abordaje de grupos criminales organizados

	Docente
	Fiscales de la Fiscalia adjunta contra la delincuencia organizada:

Miguel Abarca Rivas (docente coordinador), Luis Diego Serrano Rodríguez, Javier Valerio Vasquez, José Francisco Mena Castro, Elías Carranza Maxera; Vladimir Muñoz Hernández y César Alpizar Murillo (investigadores de la sección de estupefacientes del  Organismo de Investigación Judicial)

	Población meta


	Fiscales y fiscalas de fiscalías territoriales encargados de la atención de casos de crimen organizado.

	Número de discentes
	25 fiscales y fiscalas

	Género
	15 hombres

10 mujeres

	Fechas
	24 y 25 de abril de 2014

	                              
Duración
	8 horas


	Nombre del curso


	Técnicas de investigación para el abordaje del delito de Legitimación de Capitales

	Docente
	M.Sc. Osvaldo Henderson García, Fiscal Adjunto de la fiscalía de legitimación de capitales 

	Población meta


	Investigadores y auditores del OIJ y fiscales y fiscalas encargados de la investigación de asuntos de legitimación de capitales

	Número de discentes


	25 participantes:

- 18 investigadores del O.I.J. 

- 5 fiscales de la Fiscalía de legitimación de capitales y territoriales.  

- 2 funcionarios de la Unidad de Inteligencia Financiera (ICD)

	Género
	 20 hombres

 05 mujeres

	Fechas
	15 de mayo de 2014

	Duración


	8 horas


Correo electrónico del M.Sc. Saúl Araya Matarrita, fiscal adjunto, Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público, que dice:

“aportes sobre la capacitación en criminalidad organizada que debe organizar la EJ y las UC. Propongo los siguientes ejes de trabajo:

1. Eje diagnóstico de necesidades de capacitación: La capacitación en prevención de la penetración de la criminalidad organizada debe basarse en un diagnóstico de necesidades de capacitación a lo largo y ancho del país, pero el mismo debe hacerse con celeridad y de un modo básico, pues un estudio prolongado haría tardío el abordaje de la problemática.

2. Eje de abordaje: se debe plantear una estrategia de acción que incluya: (A) Diagnóstico del estado de la cuestión; (B) Abordaje de la problemática identificada (estructuración del diseño curricular de las diversas acciones de capacitación que se emprenderán); (C) Evaluación del programa por parte de los docentes, y de los docentes por parte de los discentes; (D) Evaluación del impacto de las acciones desplegadas para abordar el fenómeno; (E) Informe final al Consejo Directivo de la EJ y de este a Corte Plena; (F) Ajustes del programa y ubicación como un programa cátedra de la EJ.

3. Eje de capacitación integral del servidor judicial: La capacitación debe darse no solo al personal profesional del Poder Judicial sino también a  todas las categorías de técnicos judiciales, particularmente los que intervienen directamente en la gestión de casos. Esto debe incluir a quienes participan en la gestión administrativa de reclutamiento y selección de personal. En este sentido, el proverbio de que “una cadena es tan fuerte como el más débil de sus eslabones”, se vuelve una cruda realidad.

4. Eje de regionalización: la capacitación debe orientarse no solo a las metrópolis, sino –y más bien- a las zonas de vulnerabilidad socioeconómica y de vulnerabilidad institucional, particularmente aquellas referidas a costas, aeropuertos, fronteras, cinturones de miseria socioeconómica.

5. Eje de priorización: dados los recursos limitados, la capacitación se debe priorizar en el calendario, para atender aquellas zonas que muestran una mayor vulnerabilidad al embate de la criminalidad organizada.

6. Eje multidisciplinario: En la capacitación deben  intervenir como discentes grupos multidisciplinarios (no solo fiscales en un grupo y defensores en otro), pues la contribución de las diversas perspectivas permite llegar a visiones concertadas de acción. Esto impediría que, so pretexto de la protección ante la criminalidad organizada, terminemos recortando garantías y principios libertarios, constitucionales e internacionales.

7. Eje documentación: La experiencia debe documentarse para que sirva de insumo para otras acciones integrales por parte de la EJ y las UC.

8. Eje publicitación: Los resultados deben ser puestos en conocimiento de la colectividad nacional, medios de comunicación masiva, análisis internacional, colocación en sitios web, etc.”
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Correo electrónico de la M.Sc. Waiman Hin Herrera, jefa Gestión de la Capacitación Subproceso Gestión de la Capacitación, Departamento Gestión Humana, que dice:

Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito informar las acciones que esta oficina ha implementado en línea con la Política Axiológica del Poder Judicial y la Estrategia de Educación Moral, aprobada por Corte Plena en la sesión Nº 37-12 celebrada el 29 de octubre del 2012. 

Es importante indicar que la solicitud inicial de información, emitida por Corte Plena  se orienta hacia las acciones de capacitación en la temática de temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado, no obstante desde la perspectiva de la Gestión Humana, que identifica a las personas como seres integrales, en  donde no es posible hacer divisiones entre la condición humana y la condición laboral, se considera necesario destacar los aportes efectuados en el fortalecimiento de la ética y de los valores, ambas herramientas vitales para la garantizar una toma de decisiones transparente y adecuada.

En particular, Gestión de la Capacitación ha logrado un importante avance, con el curso virtual básico obligatorio “Nuestros Valores” dirigido a toda la población judicial, que de acuerdo a los registros con corte al 20 de junio de 2014,  ha sido aprobado por una población de 8591 personas. 

Actualmente, nos encontramos actualizando el curso virtual de inducción, que incluye el tema de los valores compartidos institucionales, según el Plan de Trabajo 2014, se espera que la implementación del nuevo programa de Inducción se ejecute en el segundo semestre.  Este nuevo curso contempla un enfoque integral y humanístico, que busca promover en la personas servidoras una mejor condición humana y excelencia en sus  actividades y relaciones laborales. Es específico en el primer objeto de aprendizaje se desarrolla el tema de los valores compartidos, procurando cumplir con la vivencia de los valores compartidos.

Finalmente se encuentra en etapa de diseño un curso sobre las responsabilidades éticas de las personas estudiantes, con objetivos orientados a identificar la aplicación de la ética en los procesos de formación presencial y virtual y aprehender los comportamientos esperados de las personas estudiantes en los procesos de formación.
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Conforme a lo anterior, se somete a la consideración de las personas integrantes de este Consejo Directivo, lo siguiente:

Propuesta de Capacitación de La Escuela Judicial y Unidades de Capacitación

para la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico
en el Poder Judicial

Solicitud formulada

En sesión de Corte Plena N° 21-14, celebrada el 20 de mayo del año en curso, propiamente en su artículo II, se dispuso la creación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial.

Dicha comisión en sesión celebrada el 28 de mayo de 2014 dispuso:

“a) La Escuela Judicial reforzará los programas de capacitación permanente para las juezas y jueces, funcionarios y funcionarias judiciales, en todo aquello que tiene que ver con la interpretación y la aplicación del derecho penal y el derecho procesal penal en las áreas vulnerables”

En ese sentido, continúa señalando la comisión de referencia: “Se le solicita la elaboración de un plan para el cumplimiento de esta acción”

A efectos de realizar la propuesta se procedió a analizar la población a la que debe de estar dirigida el plan de capacitación solicitado.

De manera complementaria, mediante circular 136-2014, de fecha 23 de junio de 2014, la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia comunicó: 

“El Consejo Superior en sesión N° 52-14, celebrada el 5 de junio de 2014, artículo LXXIV, acordó comunicarles que cuanto se realicen proyectos de capacitaciones en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado, se debe incluir a la Escuela Judicial, para que realice lo de su competencia como órgano auxiliar de administración de justicia.”

Determinación de zonas consideradas como “vulnerables”.

A partir de las manifestaciones externadas por la Corte Suprema de Justicia se identificaron los siguientes:

I Circuito Judicial de la Zona Atlántica

II Circuito Judicial de la Zona Atlántica

I Circuito Judicial de Guanacaste

II Circuito Judicial de Guanacaste

Circuito Judicial de Puntarenas

II Circuito Judicial de la Zona Sur

Determinación de Población.

Un factor importante a considerar de previo a definir las estrategias de capacitación para abarcar la problemática plateada, es identificar cuantitativamente la población a la que se debe dirigir la misma, en este sentido se tomó como población prioritaria la compuesta por las personas administradoras de justicia de Juzgados Penales y Tribunales de Juicio.

Según cada circuito judicial, la población identificada es la siguiente:

	Circuitos Judiciales
	Jueces/zas 3 Penales
	Jueces/zas 4 de Tribunales Mixtos

	I Circuito Judicial de Zona Atlántica
	8
	20

	II Circuito Judicial de Zona Atlántica
	5
	13

	II Circuito Judicial de la Zona Sur
	6
	11

	Circuito Judicial de Puntarenas
	6
	16

	I Circuito Judicial de Guanacaste
	5
	10

	II Circuito Judicial de Guanacaste
	4
	7

	Total
	34
	76


En total, a partir de las consultas telefónicas realizadas a los despachos objeto del análisis se identificaron 110 personas administradoras de Justicia. De las cuales 34 laboran como jueces/zas 3 penales y 76 como jueces/zas 4 de Tribunales Mixtos. 

Diagnóstico de la capacitación recibida por la población analizada.

En virtud de que la solicitud formulada a la Escuela Judicial señalaba la importancia de capacitar en la aplicación e interpretación del derecho penal y derecho procesal penal, y dado de que desde hace 3 años la Escuela Judicial viene ejecutando el subprograma de especialización para el puesto de juez/a 3 penal, se procedió a analizar cuántas de estas personas ya han recibido la capacitación de referencia o se encuentran matriculadas para cursarla en este año. En igual sentido, se analizó cuantas de estas personas han cursado, o se encuentran cursdando, el subprograma de Nivelación General Básica, que contempla temas relacionados con Razonamiento y Argumentación Jurídica, Soluciones Alternas, Valoración Probatoria y Dirección de Audiencias; en esos 4 módulos se incorpora de manera transversal aspectos éticos propios de las labor jurisdiccional.

El análisis nos señala que de las 110 personas nombradas en la actualidad en estos puestos, 11 jueces/zas  han cursado el programa de capacitación señalado y que para el presente año 6 de estas personas se encuentran debidamente matriculadas para cursarlo. Adicionalmente, dentro del número de personas provenientes de esas zonas que se encuentran matriculadas para el presente año, pueden adicionarse un total de 9 jueces/zas supernumerios/as que a solicitud del Consejo Superior fueron incluídos/as dentro del subprograma de especialización penal.

En el caso del Subprograma de Nivelación General Básica, en la actualidad se encuentran cursándolo un total de 15 personas y en otro momento, el mismo fue aprobado por 21 personas de las 110 señaladas.

Es importante hacer notar que de las zonas de referencia la cantidad de personas que han cursado el programa de especialización señalado ha sido mayor, no obstante, se denota un alta movilidad de las mismas ya que muchos/as de ellos ya no se encuentran nombrados/as en esas localidades.

En igual sentido, en el caso de las personas que ocupan el cargo de Juez/a 4 penal, es importante señalar que, actualmente, no se encuentran matriculadas en el Subprograma de especialización para el puesto de juez/a 3 penal, pues como su nombre lo indica, el mismo no fue diseñado pensando en esa población, y lo que se busca con este es el desarrollo de los conocimientos, habilidades y destrezas para realizar las labores propias de las etapas preparatoria e intermedia del proceso penal.

En lo referente a la capacitación de las personas técnicas judiciales, es importante señalar que durante los años 2012 y 2013, de las zonas objeto de estudio, se capacitaron 108 personas en temas relacionados con la tramitación de procesos penales, de conformidad con los siguientes datos:

	Circuitos Judiciales
	2012
	2013

	I y II Circuito Judicial de Zona Atlántica
	8
	32

	Circuito Judicial de Puntarenas
	7
	24

	I y II Circuito Judicial de Guanacaste
	6
	31

	Total
	21
	87


Es necesario considerar que la alta movilidad de personal técnico entre los diferentes despachos, así como la movilidad hacia otros puestos superiores, no nos permite tener con absoluta claridad el dato de cuantas de estas personas aún se encuentran laborando en cada uno de los despachos de esas zonas.

De manera complementaria, la Escuela Judicial se encuentra en la actualidad brindando apoyo logístico al Consejo Superior del Poder Judicial, en la realización de una serie de charlas relacionadas con la aplicación del régimen disciplinario administrativo y dirigidas a integrantes y suplentes del Consejo Superior, Asesores y Asesoras del Consejo Superior, personal del Tribunal de la Inspección Judicial, Inspección Fiscal, Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, personal de la Defensa Pública, Dirección Ejecutiva que aplica el régimen disciplinario y la Comisión de Relaciones Laborales. Este esfuerzo de capacitación está permitiendo recopilar una serie información sumamente valiosa sobre las necesidades de capacitación reales en esta materia.

Por medio de los programas de Actualización y Extensión de la Escuela Judicial, entre los años 2011 y 2013, se capacitaron un total de 92 personas en temas relacionados con Crimen Organizado, Corrupción y aspectos procesales y sustantivos del derecho penal.

Adicionalmente por medio del programa de cooperación internacional de la Escuela Judicial, se capacitaron un total de 26 personas en temas relativos a criminalidad organizada, narcotráfico, corrupción y nuevas formas de criminalidad.

En el caso de la Defensa Pública, durante los años 2013 y 2014, designó a 5 personas que laboraban como defensores/as para participar en 8 módulos de formación impulsados por el proyecto denominado CARSI-FIU. En lo relativo a los esfuerzos de capacitación en temas éticos y axiológicos, estos se abarcan dentro del Proceso de Reclutamiento, el Programa de Formación Inicial y el de Formación Continua. El Proceso de Selección incluye charlas sobre el sistema de gestión ética en el Poder Judicial y los valores compartidos en la institución, esto como una forma de alentar una cultura e identidad institucional apegada con la ética. Dentro del Programa de Formación Inicial se abarcan aspectos relacionados con la integridad funcional que cada persona debe tener en el ejercicio de sus labores, así como también se refuerzan los valores institucionales y se trata de fomentar una identidad alejada de cualquier tipo de corrupción. En lo que concierne al Programa de Formación Continua, puede traerse a colación que se han realizado capacitaciones en temas axiológicos, a saber, el 19 de marzo del 2012 y el 29 de octubre de ese mismo año, con una participación, entre ambas, de 17 mujeres y de 11 hombres. Para el presente año se efectuará una actividad formativa sobre ética y valores el 16 de septiembre del año en curso y se está trabajando junto al Departamento de Gestión Humana y a la Secretaría Técnica de Ética y Valores para construir un curso virtual específico sobre estos tópicos para la Defensa Pública.

Con respecto a los aspectos sustantivos y procesales del derecho penal, la Defensa Pública, en el Programa de Formación Inicial ha profundizado en temas de teoría del delito, elementos del proceso penal,  medios de impugnación, teoría del caso y argumentación jurídica. Adicionalmente, en el Programa de Formación Continua, ha trabajado la capacitación en oralidad, justicia restaurativa, argumentación jurídica, teoría del delito, medidas cautelares, debido proceso, medios de impugnación, radiobases y sistemas de rastreo telefónico, extradición, flagrancia y prescripción, entre otros.

En el caso del Ministerio Público obtuvo una asistencia económica proveniente de los fondos  del proyecto denominado CARSI-FIU, con el fin de brindar una serie de acciones de capacitación en temas de actualidad, relacionados con el abordaje de la investigación de delitos cometidos por la criminalidad organizada y el narcotráfico. Se impartieron un total de 240 horas de capacitación en donde participaron 130 funcionarios y funcionarias durante las 18 acciones ejecutadas (cursos y talleres), las cuales fueron desarrolladas entre los años 2013-2014. Dichas capacitaciones se enfocaron  en temas fundamentales en la lucha contra la criminalidad organizada (narcotráfico, legitimación de capitales, delitos económicos, prevención de la corrupción y de la criminalidad organizada).

La Unidad de Capacitación del Departamento de Gestión Humana, mediante el curso virtual básico obligatorio “Nuestros Valores” dirigido a toda la población judicial, que de acuerdo a los registros con corte al 20 de junio de 2014, ha sido aprobado por una población de 8591 personas.  En la actualidad esta unidad se encuentra actualizando el curso virtual de inducción, que incluye el tema de los valores compartidos institucionales, según el Plan de Trabajo 2014, se espera que la implementación del nuevo programa de Inducción se ejecute en el segundo semestre. Este nuevo curso contempla un enfoque integral y humanístico, que busca promover en la personas servidoras una mejor condición humana y excelencia en sus actividades y relaciones laborales. Es específico en el primer objeto de aprendizaje se desarrolla el tema de los valores compartidos, procurando cumplir con la vivencia de los valores compartidos. Adicionalmente se encuentra en etapa de diseño un curso sobre las responsabilidades éticas, con objetivos orientados a identificar la aplicación de la ética en los procesos de formación presencial y virtual y aprehender los comportamientos esperados de las personas estudiantes en los procesos de formación.

Medidas propuestas

En virtud de lo anterior, consideramos que lo procedente es la realización de las siguientes actividades académicas, dirigidas a la población de jueces y juezas penales de las zonas consideradas como “vulnerables” a la penetración del crimen organizado y narcotráfico:

Medidas a corto plazo:

A-1. Foros y conversatorios.

Se espera reforzar mediante la capacitación, aspectos sustantivos y procesales del derecho penal, enfocando de manera transversal en dicha capacitación aspectos éticos del ejercicio de la labor jurisdiccional y analizando los temas concretos de la criminalidad organizada y el narcotráfico.

Para cumplir dicho objetivo y analizando las características propias de la población a abarcar, tales como  ubicación geográfica, cantidad de personas a cubrir, existencia de audiencias señaladas y dificultad de sustitución de esas personas; se propone abordar esta capacitación por medio de diversos foros virtuales de discusión y la realización de conversatorios presenciales de 3 horas de duración cada uno que serán transmitidos por medio de vídeoconferencias a todo el país.

La definición de los foros virtuales como estrategia de capacitación nos permitirá incorporar a personas del área penal de todo el país, aprovechando así la experiencia y el conocimiento de muchas de ellas en esos temas. Adicionalmente, desde el punto de vista logístico, nos permite abarcar un mayor número de jueces y juezas, funcionarios y funcionarias al mismo tiempo, sin la necesidad de que deban desplazarse de sus lugares de trabajo y que a la vez puedan participar en los foros de discusión en el momento que estimen oportuno, sin tener que suspender actividades jurisdiccionales ya programadas y sin afectar el servicio público que brindan.

Al final de cada foro, se realizará un conversatorio presencial de 3 horas de duración, mismo que será ejecutado en alguno de los circuitos judiciales de las zonas denominada “vulnerables” y transmitido mediante la plataforma de vídeoconferencia ya existente. El propósito de utilizar esta herramienta metodológica radica en la utilidad de la misma para poder concretar, aclarar y reforzar aspectos que han sido debatidos mediante el foro e intercambiar impresiones y conclusiones. Además, permite la creación de acuerdos entre las personas participantes.

Se proponen un total de 6 foros de discusión y sus respectivos conversatorios presenciales. Los foros de discusión realizados mediante la plataforma virtual de la Escuela Judicial, serían moderados por el personal docente de la Escuela Judicial. Para la ejecución de los conversatorios que dan el cierre de cada uno de los foros, se contaría con la participación de una o dos personas especialistas en el tema que propicien el intercambio de opiniones de las personas participantes y faciliten la sistematización de los resultados.

La duración de cada foro de discusión sería de 2 semanas y posterior a ello la realización de un conversatorio presencial que se desarrollaría en una de las sedes regionales de la Escuela Judicial y que sería transmitido a las restantes sedes regionales.

La definición de esa estrategia didáctica se basa en que es un escenario de comunicación por internet, donde se propicia el debate, la concertación y el consenso de ideas. Es una herramienta que permite a quienes participan,  publicar su mensaje en cualquier momento, quedando visible para que otras personas puedan leerlo y contestar. Este estilo de comunicación, dada sus características de no simultaneidad en el tiempo permitiría a las personas participantes mantener comunicación constante, sin necesidad de coincidir en los horarios de encuentro en la red, evitando así la interrupción de las labores ya agendadas.

Se espera que los foros propuestos transversalicen los aspectos actitudinales que se requiere realzar, en el caso concreto, los aspectos éticos. Para ello, las lecturas que fundamentan la participación, los ejemplos, casos y situaciones que se propongan,  incluirían la ética en la función jurisdiccional, ello dará el marco para la discusión y la toma de conciencia respectiva.

Para lograr los objetivos propuestos en los diferentes foros se abordará a la población participante a través de casos complejos que logren abarcar esos temas.  No obstante, las preguntas no serán dadas en un solo acto, sino que se formularán preguntas generadoras de discusión en un primer momento, y luego de avanzada la discusión, quien coordina el foro realizará una nueva pregunta que llame a la reflexión y discusión de otro tema.

El inicio de esta estrategia de capacitación se realizaría a mediados del mes de julio de 2014, finalizando en el mes de noviembre de 2014.

Los ejes temáticos a tratar en cada uno de los foros propuestos son:

Función jurisdiccional en democracia.

Sujeción a la ley

Independencia judicial

Imparcialidad

Justificación:

La administración de justicia tratándose de un Estado Social y democrático de derecho como el que aspiramos a consolidar, exige que las decisiones de las personas juzgadoras se fundamenten en razones y argumentos que resulten de la estricta observancia al bloque de legalidad, de las pruebas que legítimamente se incorporen al proceso con exclusión de toda injerencia proveniente de poderes formales o bien fácticos (Principios de Independencia) y de que quien juzgue esté ajeno a los intereses de las partes procesales y excluya cualquier interés personal en la resolución del caso (Principio de Imparcialidad). 
De lo ya indicado, se colige que la legitimidad democrática de la decisiones de las personas administradoras de justicia, depende de las razones y argumentos que fundamenten sus decisiones, que a diferencia del quehacer normativo de otros poderes del Estado, además de ser preceptivas deben ser cognosibles, es decir que tanto las partes procesales como las ciudadanía en general puedan conocer el porqué de cada decisión a partir de examinar el razonamiento de quienes juzgan, constituyéndose el deber de fundamentar como la fuente de legitimación política y epistemológica de la función jurisdiccional.

Es por ello que asumir a cabalidad el deber de arribar a decisiones fundamentadas al alero de los principios de sujeción a la ley, imparcialidad e independencia es precisamente lo que le da legitimidad democrática a la jurisdicción y se traducen en imperativos no sólo legales sino a la vez deontológicos que deben guiar la labor de juezas y jueces de la república. Estas premisas fundacionales no deben quedar en una simple reflexión filosófica sino encarnarse en cada decisión jurisdiccional para dar fiel cumplimiento al mandato constitucional de justicia pronta y cumplida. La discusión sobre estos ejes se estima estratégica para reflexionar críticamente respecto al contenido, alcances e implicaciones de los procesos de decisión judicial.

Aplicación de la Teoría del Delito en el proceso penal.

Autoría y participación

Iter criminis 

Juicio de reproche

Justificación:

La parte general del derecho penal debe ser la guía que permita resolver los casos que son puestos en conocimiento de la judicatura de todo el proceso penal.  Claro que los temas que rodean la dogmática penal son muchos y muy amplios.  No obstante se han considerado tres puntos que pueden ser abordados a través de un foro de discusión:  autoría y participación, iter criminis y el juicio de reproche. 

No obstante la escogencia de los temas planteados se origina en que los mismos plantean dificultades de aplicación cuando de crimen organizado se trata.  El primero de ellos enfrenta al juzgador a los límites de la participación criminal cuando un solo delito contiene varias tareas distribuidas en un sinnúmero de personas que simulan en ocasiones una cadena y en otras pirámides jerárquicas mejor delimitadas.  Por su parte estos delitos se encuentran contenidos en tipos penales de peligro.  Esto lleva al derecho penal a la punición de conductas que formaban parte en la teoría como actos de ejecución más no de consumación.  ¿llevará esto a tener a los actos de preparación como parte de la ejecución del delito de peligro?  Sin duda alguna se trata de una pregunta que, a simple vista, podría resultar sencilla, sin embargo los casos concretos del diario vivir de los jueces y las juezas permiten considerar más de una respuesta.  

Finalmente la punición de estos actos de crimen organizado nos llama a reflexionar sobre las lesiones a bienes jurídicos múltiples y la forma en que se debe calcular el juicio de reproche según las teorías de la culpabilidad.  

Valoración de la prueba.

Prueba directa e indirecta.

Prueba indiciaria.

Justificación:

El abordaje de los temas propuestos para el presente foro, resultan medulares para lograr alcanzar el perfil ideal de la persona juzgadora cuando se enfrenta a casos de delincuencia no convencional, otorgando y mejorando herramientas para la adecuada interpretación de la ley procesal penal.

La metodología a aplicar es el análisis de casos prácticos donde se aplicará la doctrina, legislación y jurisprudencia más relevante y actual, tanto de nuestros tribunales nacionales como del derecho internacional.

Se analizará la importancia de la valoración de la prueba en la función jurisdiccional. Para ello se abordará el tema de las diversas clasificaciones de la prueba y su importancia en la aplicación práctica judicial. Así se contemplará el valor que debe darse a la hora de sopesar un elemento probatorio directo o indirecto, los que son plena prueba y los que no constituyen plena prueba.

Especial importancia se le brindará al debido proceso en la investigación para evitar la producción de prueba ilícita y sus consecuencias. La Teoría del árbol del fruto envenenado con sus diversos correctivos, serán estudiados con especial énfasis en casos de crimen organizado. Por último un repaso a los diversos sistemas de valoración de la prueba, desde una perspectiva integral del proceso penal moderno.

Medidas cautelares

Prisión preventiva

Medidas sustitutivas

Justificación:
En esta actividad se abordarán las diversas medidas cautelares de carácter real y personal que contempla el ordenamiento jurídico costarricense.

Para ello se analizarán individualmente las causales que exige el Código Procesal Penal en sus artículos 239 y 239 bis, desde la perspectiva legal, jurisprudencial y doctrinaria, haciéndose especial énfasis en la medida privativa de libertad, realizando un estudio de la aplicación o no de la misma a casos en investigación de delincuencia organizada.

Se tratarán aspectos tales como: taxatividad de las medidas, régimen impugnaticio, sujetos intervinientes, aspectos socio jurídicos de las medidas cautelares, efectividad de las medidas sustitutivas a la prisión preventiva, etc.

Por último se procurará la discusión de la jurisprudencia que sobre medidas cautelares ha desarrollado la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia en casos de crimen organizado.

Se espera que el presente foro propicie el análisis de casos prácticos, donde los participantes expongan las experiencias que han tenido en la aplicación de medidas cautelares.

Función primordial de la audiencia preliminar (depuración)

 Actividad procesal defectuosa

 Corrección de la acusación

 Dictado de la resolución

Justificación:
Desde 1998, Costa Rica inauguró su Código Procesal Penal vigente con la novedad de la etapa intermedia.  Esta etapa, como su nombre lo dice, quedaría entre dos etapas de importancia vital: la investigación y el juicio. Durante mucho tiempo las personas juzgadoras tomaron como menos importante la etapa intermedia, tal vez por su novedad dentro del Código, o por sus bajas expectativas.  No obstante, la historia daría la razón sobre su razón de ser, pues al haber un Ministerio Público que se fortalece, la capacidad de hacerle frente a todas las acusaciones y todas las pruebas que estas incluyen resultaría imposible para los tribunales de justicia.  Por ello su primera labor reconocida fue la de filtro del proceso.  

Los temas relevantes para este foro: la actividad procesal defectuosa, la corrección de los defectos de la acusación y la querella, el dictado de la resolución correspondiente.  Los dos primeros van de la mano pues nos traslada a la discusión que ya se daba con anterioridad a la entrada en vigencia del Código Procesal Penal: la nulidad por la nulidad misma   Abandonando ese criterio surge el tema de la actividad procesal defectuosa que precisa de ciertos requerimientos para poderse declarar, entre ellos la existencia e invocación de un verdadero perjuicio para una de las partes.  ¿Se abordará así actualmente o habremos vuelto a la nulidad por la nulidad basados en frases rutinarias y formalidades?  Esto nos llevará a los requisitos de la acusación y la posibilidad de corregirla en esta etapa procesal. 

Lo anterior desmitifica la etapa intermedia como un mero filtro y la transforma como un verdadero punto de depuración del proceso con miras a un juicio oral, de no conseguirse una medida alterna.  Finalmente, el tema de la resolución judicial que procede una vez finalizada la audiencia preliminar también debe ser abordado.   El auto de apertura a juicio y sus requisitos, así como su función como guía y orden al Tribunal de Juicio es de mucha importancia, así como los requisitos de sentencia que tiene el sobreseimiento definitivo.

Para lograr lo anterior se plantearán algunas cuestiones hipotéticas que puedan, a través de preguntas generadoras, iniciar una discusión acerca de la actividad procesal defectuosa, y una vez dominada esa parte, se insertará el tema de la acusación defectuosa.  Finalmente el foro dará fin con el análisis de las resoluciones de la audiencia preliminar.

Toma y emisión de decisiones.

Contexto de descubrimiento.

Contexto de justificación.

Justificación:

El proceso de toma y justificación de decisiones jurisdiccionales puede ser analizado a la luz de categorías analíticas tales como el Contexto de Descubrimiento así como el Contexto de Justificación; siendo el primero el que nos podría brindar razones explicativas del por qué se tomo finalmente tal o cual decisión; inciden aquí factores externos a la litis como factores internos de la propia persona juzgadora (prejuicios, ideologías, criterios de moral dominante o religiosa, fobias, etc.) que operan en algunos casos de forma inconsciente y en otros de manera deliberada y en consecuencia perversa; por su parte, en el contexto de justificación se analizan las razones que dan fundamento o justificación a la decisión que se ha tomado, generalmente son las que, ya sea proferidas de manera oral o mediante sentencia escrita, se hacen de conocimiento del público y la comunidad jurídica en general, con la aspiración de ser reconocidas por el sistema como válidas.

El poder reflexionar sobre la existencia de ambas categorías analíticas resultará de enorme provecho para procurar reconocer y desterrar de las decisiones jurisdiccionales aspectos propios del contexto de descubrimiento que por imperativo del principio de independencia así como el de imparcialidad, en un ejercicio probo de la jurisdicción, nos han de colocar frente a procesos decisorios que se basen únicamente en razones justificativas derivadas de la sujeción a la ley y la prueba legítimamente incorporada al proceso.

La discusión crítica respecto a ambos contextos o categorías analíticas nos permite finalmente reflexionar sobre el enorme contenido ético que la función jurisdiccional requiere, pues el ejercicio de un poder de tal magnitud exige juzgadores y juzgadoras que comprendan la trascendencia de que sus decisiones se fundamenten correctamente no sólo desde un punto de vista técnico, sino que además requiere una corrección desde el punto de vista deontológico que excluya del proceso cualquier factor de arbitrariedad o venalidad.

Medidas a mediano plazo.

B-1. Reforzamiento de aspectos éticos en los programas existentes.

Se procederá a reforzar los distintos módulos que conforman el programa de Nivelación General Básica, con acciones afirmativas del tema de Ética en la Función Jurisdiccional. Tal medida podrá incorporarse a partir de la siguiente oferta de dicho programa en octubre del presente año y abarcaría personas juzgadoras de todas las zonas y jurisdicciones del país.

B-2. Incorporación aplicada de temas relacionados con narcotráfico y crimen organizado.

Se procederá a reforzar la aplicación de aspectos procesales y sustantivos del derecho penal a casos relacionados con narcotráfico y crimen organizado, por medio del subprograma de Especialización para el puesto de juez/a 3 penal. Dicha medida sería efectiva a partir del inicio de ejecución del mismo, previsto para octubre de 2014 y utilizaría como insumos las conclusiones y observaciones recopiladas en los foros de discusión y conversatorios ejecutados.

B-3. Incorporación de participantes de las zonas vulnerables, en la capacitación existente.

Se espera poder incorporar como participantes, en el subprograma de Especialización para el puesto de juez/a 3 penal, al menos 2 jueces/zas penales adicionales, de cada una de las zonas consideradas como vulnerables. Esta medida se ejecutaría a partir de octubre de 2014, fecha en la cual inicia la ejecución del mismo.

B-4. Creación de Especialización para el puesto de Juez de Tribunal mixto.

En el tanto no se especialicen los Tribunales Mixtos de las zonas denominadas como “vulnerables”, se propone conformar un Subprograma de Especialización para el puesto de Juez/a 4 de Tribunal mixto, que permita perfeccionar y profundizar los conocimientos y las destrezas que el puesto requiere, a las personas que se encuentran desempeñandolo y que posibilite a la institución, en caso de considerarlo necesario, capacitar de previo a funcionarios judiciales aspirantes al mismo. 

Esta tarea conlleva ciertas acciones que se realizarían durante el primer cuatrimestre de 2015, a saber:

B-4.1. Diagnóstico de necesidades de capacitación.

B-4.2. Elaboración de la macroprogamación del Subprograma.

B-4.3. Realización de la microprogramación de los módulos que compongan el Subprograma.

La ejecución del referido subprograma se iniciaría a partir del segundo cuatrimestre de 2015.

B-5. Incorporar en el plan de capacitación de la Escuela Judicial, para el año 2015, la réplica de los módulos desarrollados por medio del Proyecto CARSI-FIU, de manera exitosa durante 2013 y 2014. Dirigiendo dicha capacitación, primordialmente a las personas administradoras de justicia de las denominadas “zonas vulnerables”. En ese sentido se solicitaría la colaboración de las personas capacitadas en la ejecución original de los módulos.

B-6. Para el año 2015, la Escuela Judicial y las distintas unidades de capacitación elaborarán un plan concertado de capacitación en las áreas de criminalidad organizada, narcotráfico, lavado de dinero, trata de personas y demás delitos relacionados con delincuencia internacional. Se uniformarán los perfiles docentes, materiales, metodología, regionalización y los procesos de medición de impacto. Así mismo se seleccionarán a las personas capacitadoras del personal formado mediante el proyecto CARSI-FIU.

En ese sentido, dicho plan concertado considerará lo siguiente:

a- Diagnosticar las necesidades de capacitación.

b- Considerar todas las poblaciones de funcionarios judiciales.

c- Regionalizar la capacitación.

d- Priorizar la capacitación a las regiones mas vulnerables.

e- Conformar grupos docentes multidisciplinarios.

f- Documentar y publicitar las acciones de capacitación desplegadas.

B-7. Diseñar e incorporar en el plan de capacitación de la Escuela Judicial, para el año 2015, actividades de relacionadas con la aplicación del régimen disciplinario administrativo, analizando aspectos relativos a la penetración del crimen organizado y narcotráfico en el Poder Judicial. En estas actividades, se contemplará el espectro de responsabilidades (penales, civiles, laborales y administrativas) de los funcionarios judiciales de cara a la penetración del Crimen Organizado.

B-8. La Unidad de Capacitación de la Defensa Pública a partir del Plan de Capacitación 2015, incluirá cursos que abarquen tópicos concretos sobre: Reforzamiento ético del personal, Jurisdicción penal de hacienda, Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública,  Narcotráfico y crimen organizado,  Teoría del delito y Autoría y participación.

B-9. La Unidad de Capacitación del OIJ, a partir de informe rendido por la Oficina de Planes y Operación del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio 0186-OPO-2014 de 24 de junio de 2014, suscrito por el Lic. Randall Zúñiga López, jefe de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, sobre crimen organizado, narcotráfico, corrupción y temática relacionada, programará dentro de su propuesta de capacitación para el año 2015 actividades académicas relacionadas con el abordaje policial de esos delitos. La prioridad de la capacitación será la población policial de las regiones más vulnerables y que actualmente son las que registran un mayor problema. Adicionalmente se reforzará el Programa de Derechos Humanos, a través del cual se desarrolla la política axiológica, educación moral y valores, dirigido también a todo el personal policial, de Cárceles y otras poblaciones del Organismo de Investigación Judicial.

-o-

Adicionalmente, la comisión de referencia, acordó:

“b) Incluir a la Escuela Judicial en los proyectos en que se capacite al personal judicial en temas de narcotráfico, corrupción y crimen organizado”

Al respecto, cabe señalar que la Escuela Judicial se encuentra en toda la disposición de colaborar en los esfuerzos  institucionales para la capacitación de esos temas en aras de mejorar el servicio público que se presta. En ese sentido la colaboración en aspectos didácticos-pedagógicos y logísticos, se encuentra a la disposición e interés institucional.

En ese sentido, la Escuela Judicial canalizará los diversos esfuerzos institucionales en la capacitación de este tema propiciando la de los diversos actores judiciales involucrados en el proceso penal.
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Aprobar la anterior propuesta de capacitación de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación, para la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial. Comuníquese a dicha Comisión para su conocimiento y fines correspondientes. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI

Se expuso a la consideración de las personas integrantes de este Consejo Directivo, lo concerniente al reglamento del concurso y divulgación “Concurso de Excelencia Jurídica: Luis Paulino Mora Mora”, de la ULACIT y se analizó el informe del Lic. Román Bresciani Quirós al respecto, que dice:
INFORME

ACTIVIDADES DE COOPERACIÓN 

ENTRE LA ESCUELA JUDICIAL 

Y 

LA UNIVERSIDAD LATINOAMERICANA DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA -ULACIT-
Elaborado por:
Román Bresciani Quirós, 

Gestor de Capacitación, Escuela Judicial

I.- Carta de Entendimiento entre la Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología -ULACIT- y la Escuela Judicial
La Carta de Entendimiento entre la Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología -ULACIT- y la Escuela Judicial, con la participación de la M.Sc. Silvia Castro Montero, Rectora de la Universidad Latinoamericana de Ciencia y Tecnología -ULACIT- y el Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, se suscribió el viernes 12 de abril de 2013, cuya finalidad es establecer  un marco de relación amplio para la cooperación interinstitucional, en los ámbitos que sean de interés para ambas entidades y en las modalidades idóneas en cada caso, buscando efectividad, sinergia y beneficio mutuo de cara a sus respectivos fines y misiones.
Como objetivos planteados están:
1. Trabajar en forma coordinada en la preparación de sus respectivas poblaciones meta, en temas atinentes a las nuevas y futuras regulaciones procesales, así como de las destrezas, actitudes y aptitudes necesarias para el adecuado desarrollo de los procesos jurisdiccionales.
2. Impulsar la capacitación para docentes de la ULACIT en temas de oralidad en diferentes ámbitos jurisdiccionales.
3. Propiciar el intercambio de información e invitaciones a actividades de capacitación, ya sean presenciales o virtuales. 

4. Ejecutar, de manera conjunta, programas de capacitación en materias de interés mutuo. 

5. Promover pasantías de estudiantes de Derecho para la realización de investigaciones jurídicas e impulso de actividades académicas, por medio del programa de práctica profesional.

6. Incentivar cualquier otra actividad de beneficio mutuo para las instituciones dentro del marco del presente acuerdo.
II.- Concurso: “Competencia a la Excelencia Jurídica  Dr. Luis Paulino Mora Mora”
A.- Origen
En el marco de la Carta de Entendimiento indicada en el apartado anterior, la LL.M. Ana Belén Álvarez Fernández, Decana de la Facultad de Derecho de la ULACIT y el Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en reunión celebrada el viernes 24 de enero de 2014, acuerdan, según planteamiento realizado por la LL.M. Álvarez Fernández, ejecutar una competencia abierta para que participen estudiantes de la carrera de derecho de centros universitarios públicos y privados de todo el país.

B- Descripción
El concurso “Competencia de Excelencia Jurídica Dr. Luis Paulino Mora Mora”, organizado por la Facultad de Derecho de ULACIT, tiene como objetivo motivar a los y las  estudiantes para que profundicen en  el  estudio Derecho y fomentarles el amor por esta disciplina. 

Mediante esta competencia, se pretende potenciar en los y las estudiantes de Derecho la innovación del conocimiento más allá de las aulas, permitiéndoles crear escenarios mediante los cuales desarrollen su creatividad y  consoliden su desempeño profesional como investigadores de esta importante disciplina.

C.- Nombre
El nombre del Concurso: Dr. Luis Paulino Mora Mora, obedece a la  destacada labor desarrollada en vida por este insigne jurista.  Don Luis Paulino habiendo sido  un   impulsor e innovador del Derecho, tanto en Costa Rica como en el ámbito internacional, representa una  figura de referencia y guía idónea para inspirar esta Competencia y a través de la cual se le rinde honor a su memoria.

D.- Participantes
En esta competencia, pueden participar todos(as) aquellos estudiantes que estén matriculados(as) en la carrera de Derecho en bachillerato o licenciatura, sin importar la universidad en la cual cursa sus estudios, ni el país.

Igualmente, deben conformarse en grupos de cinco estudiantes, sin tener que pertenecer todos a la misma universidad, sino que pueden integrarse con estudiantes de distintos centros educativos.

E.- Premio
Un grupo de estudiantes de Derecho será el ganador y se le dará beca 100% -no se incluyen tasas de matrícula- sobre las carreras, especialidades y maestría de derecho en ULACIT. La duración de la beca es de 1 año, ampliándose las condiciones en el reglamento.

F. ¿En qué consiste el concurso?

· Cada grupo debe presentar un trabajo de investigación escrito en la fecha establecida durante agosto, que se informará en la convocatoria. El trabajo de investigación debe constar de 15 a 20 páginas, con márgenes normales, según Word; letra Arial 12; con interlineado de 1,5; y con uso riguroso del formato de referencias APA. 


Para ello, en el presente mes de mayo de 2014, se ha definido y divulgado el tema objeto de la investigación, que los grupos deberán desarrollar, según se detalla en aviso adjunto. 

· Los trabajos escritos serán evaluados por jueces y juezas designados y designadas por la Escuela Judicial. Pueden presentarse en idioma inglés y español.


Los grupos que obtuvieron la puntuación requerida podrán seguir concursando en la fase oral. 

· Una vez publicados en el mes de setiembre, los grupos que superaron la parte escrita, deben preparar la parte de defensa oral, que se realizará a inicios de noviembre del presente año. 


En la defensa oral se evaluará al grupo con un máximo de 100 puntos, teniendo en cuenta su intervención, claridad y fundamentación de la exposición.


En esa defensa oral, deben participar todos los grupos de estudiantes que superaron la prueba escrita, exponiendo el tema investigado, en un tiempo máximo de 15 minutos.

· Para evaluar la defensa oral, se conformará un tribunal compuesto por:


- Un representante de la Escuela Judicial.


- Un representante del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.


- Un representante de la Asociación de Jueces en Costa Rica.

La exposición puede hacerse en idioma inglés y español.

Los(as) estudiantes interesados(as) en participar deben mandar su solicitud, con el nombre de los(as) cinco integrantes, correos electrónicos y números telefónicos, al correo electrónico: aalvarezf@ulacit.ac.cr. 

Deberán adjuntar una declaración firmada de todos, en la cual se indique que son estudiantes activos de Derecho, sin indicar la universidad a la que pertenecen. 
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Reglamento
REGLAMENTO DEL CONCURSO: “COMPETENCIA A LA EXCELENCIA JURÍDICA 
DR. LUIS PAULINO MORA MORA”.
Presentación
El concurso Competencia a la excelencia jurídica Dr. Luis Paulino Mora Mora organizado por la Facultad de Derecho de ULACIT, tiene como fin motivar a los estudiantes de derecho e incentivar la investigación en el campo del mismo.
Artículo primero.- Quien puede participar:
Cualquier estudiante que esté matriculado de la carrera de Derecho en bachillerato o licenciatura, sin importar la Universidad en la cual cursa sus estudios, ni el país.
Para poder participar, deben conformarse en grupos de 5 estudiantes, sin tener que pertenecer todos a la misma Universidad, sino que pueden conformarse con estudiantes de distintas Universidades.
Artículo segundo.- Objetivo:
El objetivo de este concurso es la investigación en campo del derecho. Para ello, se publicará en abril el tema, el cual será objeto de la investigación, a desarrollar por el grupo de los estudiantes. 

Artículo tercero.- En qué consiste el Concurso:
· Parte escrita:

Cada grupo debe presentar un trabajo de investigación escrito el día del mes de agosto que se dirá en la convocatoria. El trabajo de investigación debe constar de 15 a 20 páginas en letra Arial 12 a espacio 1,5 y con uso de referencia APA.

· Parte de defensa oral:

Una vez publicados los grupos que superaron la parte escrita, que será en el mes de setiembre, deben preparar la parte de defensa oral que se realizará a inicios de noviembre. En la convocatoria de cada año se indicará la fecha. En esa defensa oral, deben participar todos exponiendo el tema investigado, teniendo un máximo de 15 minutos para llevar a cabo la misma.

Artículo cuarto.- Convocatoria: 
Cada año, se realizará la convocatoria del concurso indicando el tema objeto de estudio, en el mes de abril. En dicha convocatoria, se definirá el calendario del concurso para ese año.
Artículo cinco.- Inscripciones:
Los estudiantes interesados en participar deben de mandar su solicitud con el nombre de los cinco integrantes, correos electrónicos y números telefónicos, al correo electrónico: aalvarezf@ulacit.ac.cr.  Adjuntando una declaración firmada de todos en la cual se indique que son estudiantes activos de derecho, sin indicar la Universidad a la que pertenecen. 
Artículo seis.- ¿Quién evalúa el trabajo escrito?
Los trabajos escritos serán evaluados por jueces designados de la Escuela Judicial.
Artículo siete.- ¿Quién evalúa la defensa oral?
Para evaluar la defensa oral, se conforma un tribunal compuesto por:
· Representante de la Escuela Judicial.
· Representante del Colegio de Abogados.
· Representante de la Asociación Costarricense de Jueces de Costa Rica -ACOJUD-
Artículo ocho.- Procedimiento del concurso:
Una vez recibidas las inscripciones de los grupos, se procederá a dar a cada grupo un número -según el orden de inscripción-. Una vez que cada equipo tenga asignado su número, cuando entreguen el trabajo, el mismo será enviado a la persona que se designe de la Escuela Judicial, identificándose el trabajo escrito bajo ese número otorgado. Todo ello, para que, el personal evaluador/a, no conozca la identidad de los miembros del grupos y sea un proceso imparcial. Cada evaluador le otorgará una nota a cada trabajo, siendo 80 el puntaje mínimo para que el trabajo pase la prueba, siendo 100 el máximo.
En setiembre se publicará los grupos que pasaron a la defensa oral, notificándose a todos los participantes si superaron o no la evaluación del trabajo escrito.
Los grupos que obtuvieron la puntuación requerida, podrán seguir concursando en la fase oral.
En la defensa oral se evaluará al grupo con un máximo de 100 puntos, teniendo en cuenta, su intervención, claridad y fundamentación de la exposición.
Artículo nueve.- Premio:
Quedará ganador, el grupo que obtenga mayor puntuación (entre el trabajo escrito y la exposición oral). En caso de empate, el tribunal oral, realizará preguntas a algún miembro de los grupos empatados, sobre el tema investigado.
Una vez definido el grupo ganador, el premio otorgado a los cinco será de una beca 100% (tasas no incluidas) para realizar sus estudios en Ulacit, a elegir entre: el disfrute de la beca por un año en la carrera Derecho o por un año en cualquier posgrado que se encuentre activo en ULACIT.
Para poder hacer efectivo los premios, los miembros del grupo ganador, deben acreditar ser estudiantes activos de la carrera de derecho ¿cómo? Con una constancia de la Universidad en la cual cursan sus estudios en derecho (ya sea certificado académico, certificado de notas u otros en los que se refleje que es un estudiante activo y se encuentra matriculado)
Artículo diez.- Rúbrica de evaluación del trabajo escrito:
La presentación del trabajo escrito será evaluado de la siguiente manera:
	0-40
	40-60
	70-80
	80-90
	90-100

	El trabajo es presentado de forma desarticulada. No usa APA.
	El trabajo  es presentado de forma confusa. No utiliza bien APA.
	El trabajo es  interpretado con moderada profundidad.
	El trabajo se interpreta con aceptable profundidad.
	Los argumentos se plantean de forma lógica y profunda.

	Utiliza la construcción simple de oraciones. Existen frecuentes errores de ortografía y puntuación. Copia y pega artículos sobre el tema a investigar que no son de su autoría.

	Existen frecuentes errores de ortografía y
puntuación.
	Intenta utilizar una variedad de estructuras oracionales, aunque la mayoría son de construcción simple. 
	La mayoría de las oraciones están estructuralmente
completas, pero algunas aparecen fragmentadas. 

	Uso correcto de la gramática y estructura de las oraciones.

	No utiliza jurisprudencia en el desarrollo de su trabajo.
	Menciona la importancia de algún pronunciamiento jurisprudencial pero no lo identifica.
	Hace referencia a pronunciamientos desactualizados de la jurisprudencia.
	Utiliza jurisprudencia nacional para desarrollar el trabajo.
	Incluye jurisprudencia nacional e internacional actualizada sobre el tema a tratar.

	No utiliza derecho comparado en el desarrollo de su trabajo.
	Menciona la importancia de otra legislación pero no la analiza y desarrolla.
	Hace referencia a derecho comparado pero no es pertinente o el más adecuado.
	Utiliza legislación de derecho comparado.
	Incluye derecho comparado y doctrina internacional.


Artículo once.- Rúbrica de Evaluación en la Defensa del Proyecto:
La presentación del proyecto será evaluado de la siguiente manera:
	Calificación de 9-10 puntos: La exposición está excelentemente organizada y desarrollada; utiliza muchos argumentos apropiados, con ejemplos y detalles; refleja unidad, progresión y coherencia; demuestra habilidad en el uso del lenguaje, mediante la utilización de variedad sintáctica con pocos errores gramaticales; y utiliza la terminología apropiada. Las conclusiones son el producto de un buen análisis y los argumentos son integrados y producto de una reflexión compleja.

	Calificación de 8-9 puntos: La exposición está bien organizada y desarrollada, utilizando suficientes argumentos y detalles; tiene unidad, progresión y coherencia, pero se cae en alguna redundancia. Las conclusiones son generales y demuestran un dominio específico del objeto pero no presentan un alto grado de complejidad.

	Calificación 7-8 puntos: La exposición utiliza argumentos, explicaciones, ejemplificaciones o detalles; demuestra unidad,  aunque la conexión entre ideas es ocasionalmente ambigua; muestra inconsistencia en la construcción de oraciones y en la selección de vocabulario que puede restarle claridad en las ideas. Las conclusiones son generales y sin grado alguno de complejidad.

	Calificación de 5-6 puntos: La exposición carece de organización y conexión entre ideas; está falto de argumentos, ejemplos y detalles para ilustrar sus puntos de vista; denota una ausencia de vocabulario Las conclusiones apenas resumen la idea del trabajo escrito.

	Calificación de 0-4 puntos: La exposición no se comprende y no presenta conclusiones relacionadas con el trabajo escrito.
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RESUMEN DEL REGLAMENTO DE PARTICIPACION:

* Los grupos deberdn estar integrados por cinco estudiantes de Derecho que
se mantengan activos en cualquier universidad nacional o internacional

* El jurado sera designado por la Escuela Judicial de Costa Rica, el Colegio
de Abogados y la Asociacion de Jueces de Costa Rica (ACOJUD)

+ Eltrabajo escrito se debe entregar, a mas tardar, el martes 6 de agosto
de 2014,

* La publicacin de los grupos que pasan a la fase oral serén anunciados
el martes 30 de setiembre.

* La defensa oral se realizara el jueves 6 de noviembre.
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La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo, le solicitó al Lic. Román Bresciani Quirós, gestor de capacitación de la Escuela Judicial, explicación sobre las gestiones realizadas entre la ULACIT y la Escuela, en lo concerniente al “REGLAMENTO DEL CONCURSO: “COMPETENCIA A LA EXCELENCIA JURÍDICA DR. LUIS PAULINO MORA MORA”.  El Lic. Bresciani Quirós manifiesta que el 24 de enero del año presente año, se realizó una reunión entre la LL.M. Ana Belén Álvarez Fernández, decana de la Facultad de Derecho de la ULACIT y el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, en donde  la LL.M. Álvarez Fernández propuso la realización de una competencia abierta, con la participación estudiantes de la carrera de derecho de la ULACIT, centros universitarios públicos y privados de todo el país, y eventualmente extranjeras; actividad que le pareció al Dr. Carvajal Pérez, ya que la expectativa es que las universidades eleven su nivel académico. 
Por lo anterior,  que la LL.M. Álvarez Fernández convino enviar el borrador del reglamento para las respectivas observaciones por parte de la Escuela Judicial, el que fue recibido por el Lic. Bresciani Quirós quien  informó al Dr. Carvajal Pérez. No obstante, que la ULACIT dio por un hecho que la revisión de los textos del concurso seria realizado por juezas o jueces designados por la Escuela Judicial, cuando en realidad la Escuela Judicial aún no había determinado al respecto. Que la siguiente comunicación recibida,  es cuando la ULACIT envía a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del  Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para el visto bueno, el afiche del concurso.

La Mag. Dra. Arias Madrigal, aclara a las personas presentes, que su respuesta fue se sometería a la consideración de este Consejo Directivo. De igual manera, que era hasta en ese momento que se enteraba de dicha actividad.
Por su parte, el Sr. Bresciani Quirós señala que la Carta de Entendimiento firmada entre la Escuela Judicial y la ULACIT, es en sentido general, al igual que con las restantes universidades, cuyo fin es la posibilidad de intercambio y de lograr esfuerzos comunes.  

Luego de la anterior explicación, algunas personas integrantes de este Consejo estimaron que el concurso es una buena iniciativa. Sin embargo, luego de analizar algunos puntos del reglamento del concurso, tal como: “Los trabajos escritos serán evaluados por jueces y juezas designados y designadas por la Escuela Judicial. Pueden presentarse en idioma inglés y español” y “formará parte del Tribunal para evaluar la defensa oral”, se concluyó que dicha esta tarea representaba una carga de trabajo significativa para la persona designada (juez-jueza), en donde posiblemente requeriría de la traducción y apoyo en algunos textos en el idioma inglés. 
Del mismo modo, se estima que es una actividad de una universidad privada, en donde una persona funcionaria del Poder Judicial ejecuta la tarea antes mencionada, lo cual significa un impacto en el presupuesto del Poder Judicial, sin que haya un beneficio y una participación significativa en dicha actividad, preocupándoles el tema del uso de recursos públicos para la empresa privada. Que no obstante, existe un compromiso previo del anterior director de la Escuela, representante institucional, se sugiere no tomar parte de esta actividad. Por ende,  lo estaría determinando el órgano colegiado de este Consejo Directivo. A modo de desarrollar la extensión con las distintas universidades y el Poder Judicial,  se estima que lo ideal habría sido que se formara una comisión de trabajo con todas las universidades, para la elaboración de un documento con todos los elementos que conforman dicha competencia.
Del mismo modo, se piensa que existe imprecisión en el reglamento del concurso, ya que al decir estudiantes de Derecho, no limita el perfil de quienes pueden participar en el concurso (licenciatura, post grado, maestría, etc.). Además, que los objetivos de la Carta de Entendimiento entre la Escuela Judicial y la ULACIT, no se relacionan con el objetivo del Reglamento de la competencia en lo que se refiere al punto “ B- Descripción”.
Por todo lo anterior, se solicita a Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., director a.í., de la Escuela Judicial, conversar personalmente con la LL.M. Ana Belén Álvarez Fernández, decana de la Facultad de Derecho de la ULACIT, para explicarle las observaciones realizadas por este Consejo Directivo y del porqué la Escuela Judicial le es imposible apoyar en el “CONCURSO: “COMPETENCIA A LA EXCELENCIA JURÍDICA DR. LUIS PAULINO MORA MORA”, conforme a lo solicitado. Igualmente, que el LL.M. Ivankovich Fonseca, rinda un informe del resultado de esta gestión, ante este Consejo Directivo.
Por último, se recomienda convocar nuevamente a todas las Universidades que han firmado Cartas de Entendimiento con la Escuela Judicial, para conversar acerca de las posibilidades de intercambio para lograr esfuerzos comunes, así como la motivación para la mejora en el nivel académico, con el fin de que el Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), tenga de donde captar gente.
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:   1.) Designar al Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., director a.i. de la Escuela Judicial, para se reúna con la LL.M. Ana Belén Álvarez Fernández, decana de la Facultad de Derecho de la ULACIT, para explicarle cordialmente, que pesar de que se considera como buena iniciativa la propuesta del  “CONCURSO: “COMPETENCIA A LA EXCELENCIA JURÍDICA, DR. LUIS PAULINO MORA MORA”, a la Escuela Judicial le será imposible facilitar a juezas, jueces para la revisión y evaluación de los trabajos escritos del concurso y formar parte del Tribunal para evaluar la defensa oral, dado el alto volumen de trabajo académico de las personas especialistas de la Escuela Judicial.  De igual manera, rendirá un informe del resultado de esta gestión ante este Consejo Directivo.  2.) Convocar nuevamente a todas las Universidades para conversar acerca de las Cartas de Entendimiento firmadas con la Escuela Judicial y acerca de las posibilidades de intercambio para el logro de esfuerzos comunes. ACUERDO FIRME.
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FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN: 30 de julio del 2014.
HORA:  1:30 p.m. 

LUGAR: Escuela Judicial
Se levanta la sesión a las dieciséis horas cuarenta y cinco minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

            Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M. 

Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial       Director a.í. de la Escuela Judicial
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� En el taller sobre jurisdicción centralizada y probidad y transparencia, realizado el 13 de diciembre del 2012, participaron por la Defensa Pública: Alejandro Rojas Aguilar, Juan Carlos Salas Castro, Ana Briceño Yock y Tomás Poblador Ramírez. Por su parte, al primer taller de la Comisión de Capacitación, llevado a cabo el 14 de diciembre del 2012, asistieron: Olga Fallas Ulloa, Juan Carlos Morales Jiménez, Diana Montero Montero y Tomás Poblador Ramírez; al segundo taller de esta Comisión se presentaron Olga Fallas Ulloa, Diana Montero Montero, Lisbeth Vargas Salazar y Juan Carlos Morales Jiménez. Por último, a la presentación del diagnóstico de probidad y transparencia del Poder Judicial (15 de mayo del 2013), se hizo presente la defensora pública Ana Briceño Yock


� Las personas que participaron de los módulos de capacitación, fueron:


Guillermo Arce Arias de la Defensa Pública de Liberia (actualmente se encuentra nombrado como juez).


Natalia Gamboa Sánchez de la Defensa Pública de San José.


Alonso Quesada Brenes de la Defensa Pública de Pococí.


Randall Peraza Abarca de la Defensa Pública de Puntarenas.


Cinthya Solano Porras de la Defensa Pública de San José.


La idea es que las personas que se capacitaron en los módulos del programa CARSI/FIU puedan fungir como facilitadoras de actividades académicas a lo interno de la Defensa Pública.


� Se abrió un espacio para la institución y el lugar lo ocupó Tomás Poblador Ramírez, de la Defensa Pública de San José.


� Asociación Costarricense para el Estudio e Intervención en Drogas.


� Se incluirá una capacitación específica en la que puedan replicarse los conocimientos que adquirió el grupo de defensores que participó en el programa CARSI-FIU.








